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SALA  REGIONAL  DE  CHIAPAS 
  
EXPEDIENTE: 291/19-19-01-6-OT 
 
ACTOR: ***** ***** ********* 
 
DEMANDADA: ADMINISTRACIÓN 
DESCONCENTRADA JURÍDICA DE CHIAPAS “1”  
 
MAGISTRADO INSTRUCTOR: LIC. JUAN CARLOS 
REYES TORRES 
 
SECRETARIA DE ACUERDOS: LIC. ANA LAURA 
PEÑA MARTINEZ 

 
 

Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a 20 de noviembre de 2019. Con 

fundamento en los artículos 49, 50 y Primero Transitorio, de la Ley Federal 

de Procedimiento Contencioso Administrativo, vigente a partir del 13 de 

junio de 2016, los Magistrados que integran la Sala Regional de Chiapas 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, Licenciados: ALEJANDRA 

MARTÍNEZ MARTÍNEZ, Primera Secretaria de Acuerdos de la Primera 

Ponencia, en funciones de Magistrada por Ministerio de Ley, de 

conformidad con los puntos Primero y Tercero del Acuerdo 

G/JGA/76/2018, de fecha 23 de octubre de 2018, y puntos 7, 8 y 9, 

Primero y Segundo del Acuerdo G/JGA/16/2019 de fecha 15 de enero 

de 2019 que modifica al citado Acuerdo G/JGA/76/2018 y con apoyo del 

artículo 48 tercer párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, ALBERTO RODRÍGUEZ GARCÍA, Titular de la 

Segunda Ponencia y Presidente de esta Sala; así como, JUAN CARLOS 

REYES TORRES, Titular de la Tercera Ponencia; ante la presencia de la 

Secretaria de Acuerdos quien da fe, Licenciada Ana Laura Peña Martínez, 

proceden a resolver en definitiva el presente juicio en los siguientes 

términos; y, 

 

R E S U L T A N D O 
 

 

1. Por escrito recibido en la Oficialía de Partes de esta Sala el 

8 de marzo de 2019, ***** ***** *********, por propio derecho, promovió juicio 

contencioso administrativo respecto de los actos siguientes:  
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a) la resolución contenida en el oficio ************************** de 18 

de enero de 2019 a través del cual la Administración Desconcentrada 

Jurídica de Chiapas “1” resuelve el recurso de revocación ************ en el 

sentido de dejar sin efectos la resolución contenida en el oficio 

************************** de 29 de agosto de 2018 por la que la Administración 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Chiapas “1” determinó a su cargo 

un crédito fiscal  en cantidad de $99’424,278.65 por concepto de Impuesto 

Sobre la Renta, Impuesto al Valor Agregado, recargos y multas por el 

ejercicio 2013 y, ordena a la autoridad fiscal emitir una nueva resolución 

debidamente fundada y motivada en los términos precisados en la propia 

resolución; y,  

 

b) la resolución contenida en el oficio ************************** de 29 

de agosto de 2018 descrita en el punto anterior. 

 

2. Mediante auto de 4 de abril de 2019, previo requerimiento 

al actor para que ajustara su escrito inicial a las formalidades de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se admitió a 

trámite la demanda únicamente respecto del acto descrito en el inciso a), 

y ordenó el traslado de ley a la autoridad demandada a efecto de que 

formulara su contestación respectiva.  

 
3. En oficio número *************************, ingresado en la Oficialía 

de Partes de esta Sala el 6 de junio de 2019, la Administradora 

Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” contestó la demanda y designó 

perito en materia contable. En proveído de 7 siguiente, se tuvo por 

contestada la demanda y, se concedió a las partes término para formular 

alegatos, derecho que únicamente ejerció la demandada. 
 

 

4. Mediante proveído de 23 de septiembre de 2019, tomando 

en consideración que no existía alguna cuestión pendiente de resolver y 

que impidiera dictar sentencia en este asunto, en los términos del artículo 
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47, último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se declaró cerrada la instrucción del juicio. 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. Esta Sala Regional de Chiapas es competente para 

dictar sentencia en este asunto, en los términos de los artículos 1, 3, 29, 

30, 31 y 34 primer párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

18 de julio de 2016, en vigor el día 19 del citado mes y año, 9, primer 

párrafo, fracción III, 10, primer párrafo, fracciones II y VIII, 21, primer párrafo, 

fracción XIX, y 22, primer párrafo, fracción XIX, del Reglamento Interior del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, dado que la resolución 

impugnada se ubica en la hipótesis contemplada en las fracciones II y XIII 

del artículo 3 de la citada Ley Orgánica, aunado a que el domicilio fiscal 

de la parte actora se encuentra dentro de la jurisdicción territorial de esta 

Sala. 

 

SEGUNDO. La existencia de la resolución impugnada  se 

encuentra acreditada en los términos de los artículos 14 y 46, fracción I, 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en 

relación con los diversos 129 y 202 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria, por la exhibición que de dicha resolución 

hace el actor, la cual fue plenamente reconocida por la autoridad al 

formular su contestación de demanda. 

 

TERCERO. Previamente es importante destacar que los 

conceptos de impugnación hechos valer por el actor en su demanda, por 

una parte, son una reiteración de los agravios planteados en la instancia 
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administrativa del recurso de revocación; y por la otra, hace valer 

argumentos que no fueron expuestos en el aludido medio de defensa, sin 

embargo, esa circunstancia no es obstáculo para considerarlos operantes 

por ese simple hecho y proceder a su examen. 

 

Ello, atendiendo a que los agravios similares se esgrimen en 

función de la forma en que fueron abordados por la autoridad 

demandada, al dictar la resolución impugnada, respecto de la cual se 

inconforma la hoy actora, en tanto que los agravios que no fueron 

expuestos en el citado recurso (novedosos), esta Instrucción tiene la 

obligación de estudiarlos, habida cuenta de contar con los elementos 

suficientes para ello, conforme a lo establecido en los artículos 1º, 

segundo párrafo y 50, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, que en lo conducente 

señalan: 

 

“Artículo 1º.- (…) 
 
Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no 
satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la 
controvierta en el juicio contencioso administrativo federal, se 
entenderá que simultáneamente impugna la resolución 
recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo 
hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el 
recurso.” 
 
“Artículo 50.- (…) 
 
Tratándose de las sentencias que resuelvan sobre la 
legalidad de la resolución dictada en un recurso 
administrativo, si se cuenta con elementos suficientes para 
ello, el Tribunal se pronunciará sobre la legalidad de la 
resolución recurrida, en la parte que no satisfizo el interés 
jurídico del demandante. No se podrán anular o modificar los 
actos de las autoridades administrativas no impugnados de 
manera expresa en la demanda.” 
 

Transcripciones de las cuales se desprende que en el caso de 

que se interponga algún recurso y la resolución que a él recaiga no 

satisface el interés del recurrente, siempre que la controvierta mediante 

el juicio contencioso ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, se 
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entenderá que además de la resolución recaída al recurso, 

simultáneamente se está impugnando la resolución materia del citado 

recurso, en la parte que continúa afectándolo. 

 

En los preceptos transcritos se consagra el principio de litis 

abierta, que comprende no sólo la resolución impugnada, sino también la 

recurrida; principio por virtud de la cual esta Juzgadora está obligada a 

analizar los argumentos propuestos contra aquella resolución (recaída al 

recurso) y la primigenia, sin importar si resultan reiterativos o no. 

 

Por tanto, todos esos argumentos, sean novedosos o 

reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de 

anulación propios de la demanda de nulidad, lo cual implica que con ellos 

se combaten tanto la resolución impugnada, como la recurrida, en la parte 

que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa está obligado a estudiarlos. 

 

Sostener lo contrario, atentaría contra las normas especiales 

expresas que regulan el juicio contencioso administrativo federal y contra 

el derecho que tiene todo gobernado de probar los hechos constitutivos 

de su acción en este procedimiento jurisdiccional. 

 

Al respecto se aplica por analogía la Jurisprudencia No. 2a./J. 

32/2003, derivada de la contradicción de tesis 171/2002-SS, resuelta por 

la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta correspondiente al 

mes de abril de 2003, visible a página 193, cuyo tenor reza: 

 

“JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA 
CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL 
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL 
DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN 
NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA 
RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER 
ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 197 del Código Fiscal 
de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 
1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que 
se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la 
ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó 
el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera 
valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución 
recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la 
Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de 
anulación que reiteraran argumentos ya expresados y 
analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto 
vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el 
procedimiento contencioso administrativo al cambiar el 
principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual 
comprende no sólo la resolución impugnada sino también la 
recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los 
razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y 
los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como 
aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios 
esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la 
resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya 
sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, 
constituyen los conceptos de anulación propios de la 
demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten 
tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte 
que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a 
estudiarlos.” 
 

En tanto que la Jurisprudencia No. 14, sustentada por el Primer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa de Sexto Circuito, publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del mes de febrero 

de 2001, consultable en la página 1664, establece: 

 

“JUICIO DE NULIDAD. LITIS ABIERTA, INTERPRETACIÓN QUE 
SE LE DEBE DAR AL PRINCIPIO DE, CONSIGNADO EN EL  
ARTÍCULO 197 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- De 
la interpretación al principio de la litis abierta contemplado en 
el último párrafo del artículo 197 del Código Fiscal de la 
Federación que textualmente dice: “... Cuando la resolución 
recaída a un recurso administrativo no satisfaga el interés 
jurídico del recurrente y éste la controvierta, se entenderá que 
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simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte 
que continúe afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos 
de impugnación no planteados en el recurso.”, se desprende 
que la autorización para formular conceptos de anulación 
impugnándose tanto la  resolución que pone fin al recurso, 
como la  reclamada dentro de diverso medio ordinario de 
defensa, no autoriza el demandar la nulidad de ésta, dado que  
se subsume en la nueva, aunque la litis abierta permita tomar 
en consideración los conceptos de nulidad destinados a 
combatir los fundamentos de la primeramente dictada 
cuando el agraviado considere que le continúa afectando.” 
 

Así, partiendo de las hipótesis que prevén los anteriores 

preceptos y jurisprudencias, no debe perderse de vista que el acto 

impugnado lo constituye la resolución contenida en el oficio número 

************************** de 18 de enero de 2019 por el que la Administración 

Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” resolvió el recurso de revocación 

en el sentido de dejar sin efectos la resolución contenida en el oficio 

************************** de 29 de agosto de 2018 por la que la Administración 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Chiapas “1” determinó a su cargo 

un crédito fiscal  en cantidad de $99’424,278.65 por concepto de Impuesto 

Sobre la Renta, Impuesto al Valor Agregado, recargos y multas por el 

ejercicio 2013 y, ordena a la autoridad fiscal emitir una nueva resolución 

debidamente fundada y motivada en los términos precisados en la propia 

resolución; de ahí que, es dable establecer que sí ocurrió ante esta 

instancia jurisdiccional es porque no considera satisfecho su interés con 

la citada resolución del recurso, lo que hace procedente su impugnación. 

 

CUARTO. Esta Sala por cuestión de método analiza en primer 

término el primer concepto de impugnación en el que el actor aduce lo 

siguiente: 

 

“PRIMERO. INDEBIDA DETERMINACIÓN DE LA ADJ(sic) 
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RESPECTO AL PRIMER CONCEPTO DE AGRAVIO DEL 
RECURSO DE REVOCACIÓN, EN TORNO A QUE EL 
CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN LOS 
PÁRRAFOS QUINTO Y SEXTO DEL ARTÍCULO 42 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SE CUMPLE 
NOTIFICANDO EL OFICIO DE LA CITA, DÍEZ DÍAS ANTES AL 
DEL LEVANTAMIENTO DE LA ULTIMA ACTA PARCIAL.  
 
A la luz del presente concepto de impugnación se solicita se 
declare la nulidad lisa y llana del crédito fiscal ya que en su 
emisión se violentó una de las formalidades esenciales que 
norman el procedimiento de una visita domiciliaría, como lo 
es, el que la autoridad no respetó el derecho que tenía le 
contribuyente, de ser informado o de conocer diez (10) días 
antes del levantamiento de la Ultima Acta parcial, los hechos 
y omisiones detectados, tal y como lo ordenan los párrafos 
quinto y sexto del artículo 42 del OFF, esto es así, porque la 
cita para llevar a cabo la notificación de dichos hechos, se 
estableció para el día 30 de enero de 2018 y la autoridad 
levantó la Ultima Acta Parcial el 12 de febrero de 2018, cuando 
debió de hacerlo mínimo hasta el 15 del mismo mes. 

Ahora bien, al plantear esta ilegalidad en el recurso de 
revocación, la ADJ resolvió lo siguiente: 
 
Se transcribe 

De lo antes transcrito se advierte que la ADJ decidió declarar 
como infundado nuestro primer agravio, ya que en su 
consideración, la obligación a cargo de la liquidadora de dar a 
conocer los hechos u omisiones al contribuyente -cuando 
menos 10 días antes del levantamiento de la UAP- se cumple 
cuando lleva a cabo la notificación  del oficio que contiene la 
invitación a acudir a las oficinas en un DIA y HORA 
determinado por ella, y no como lo argumentamos nosotros, 
que esos 10 días corren a partir del día siguiente a ese DÍA Y 
HORA fijado por la liquidadora para llevar a cabo la cita, siendo 
ésta precisamente la litis a resolverse mediante este 
concepto agravio. 

Sobre el particular es evidente que la interpretación que hace 
la hoy demandada es totalmente errónea, ya que de la simple 
lectura que realicemos a los preceptos que nos ocupan, así 
como de los criterios citados por la autoridad en su resolución, 
no nos queda lugar a dudas que a raíz de la reforma del 
párrafo quinto y la adición del sexto del artículo 42 del CFF1, 
se creó a cargo de las autoridad fiscales que practiquen 
alguna de las auditoría previstas en ese mismo artículo, la 
obligación de llevar a cabo una cita con el contribuyente 
auditado, cuando menos 10 días antes del levantamiento de 
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la UAP, para informarle de los hechos y omisiones que 
hubieren detectado, con el fin de que éste valore, razone o 
reflexione si decide autocorregirse o si adopta un acuerdo 
conclusivo vía PRODECON. 

Esto es, una vez que la autoridad invita al contribuyente a que, 
en el DIA y HORA fijado por ella, acuda a sus oficinas a fin de 
darle a conocer los hechos y omisiones detectados, con ello 
entra su esfera jurídica de derechos y obligaciones, la 
seguridad jurídica de que: 

1. La autoridad ya detectó hechos y omisiones, los cuales los 
va a conocer en la cita, y 

2. Que, para levantar la UAP, la autoridad se tiene que esperar 
cuando menos 10 días hábiles; período que se estableció en 
la ley con el objetivo de que el contribuyente valore si se 
autocorrige o bien, si adopta un acuerdo conclusivo a través 
de PRODECON. 

Por lo tanto, es errónea la postura que adopta la demandada 
en el sentido de que lo dispuesto en los párrafos quinto y 
sexto del artículo 42 del CFF se cumple con la NOTIFICACIÓN 
del oficio de INVITACIÓN a acudir a la cita a conocer los 
hechos y omisiones detectados, ya que es evidente que a 
través del citado OFICIO INVITACIÓN no se le dan a conocer 
al contribuyente NINGÚN HECHO U OMISIÓN, ya que esto 
sucederá precisamente, en el día y hora en que se lleve a 
cabo la mencionada cita. 
 
Lo anterior es así, ya el plazo de 10 días que se establece en 
los párrafos es para que el contribuyente tenga la seguridad 
jurídica, de que durante ese tiempo, la autoridad no podrá 
notificarle la Ultima Acta Parcial, y con esa seguridad podrá 
valorar si se autocorrige o adopta un acuerdo conclusivo ante 
la PRODECON.  
 
Por lo tanto, es ilógico pensar que el mencionado plazo de 10 
días, se empiece a contabilizar a partir de la notificación del 
oficio que contiene la invitación a acudir a las oficinas en un 
día y a una hora determinada a conocer los hechos u 
omisiones, ya que como se ha mencionado, no es en ese 
oficio-invitación donde se le dan a conocer esos hechos, sino 
en la cita, razón por la cual, el plazo de 'meditación" que tiene 
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el contribuyente, conforme a los párrafos mencionados, se 
computa a partir del día siguiente de aquel en que se celebró 
la cita, y no, a raíz de la notificación del oficio-invitación. 

Ahora bien, conviene preguntarnos: ¿qué pasa si el 
contribuyente no asiste a la cita? ¿Con ello pierde su derecho 
a no ser molestado con el levantamiento de la UAP durante 
los siguientes 10 días o de autocorregirse o adoptar un 
acuerdo conclusivo durante el mismo plazo? 

Conforme al quinto y sexto párrafos del artículo 42 del OFF, el 
RESPETO por el mencionado plazo de 10 días que debe de 
mediar entre el día de la CITA y el del levantamiento de la 
UAP, no quedó sujeto o supeditado a la comparecencia o no 
por parte del contribuyente, sino que es IRRESTRICTO, tal y 
como se advierte de la simple lectura que se realice a los 
citados párrafos: 
 
Se transcribe 

Como se señala, el legislador fue claro al establecer que, UNA 
VEZ TRANSCURRIDO el plazo de 10 días contados a partir del 
día siguiente a aquél en que efectuó o se debía llevar la cita, 
la autoridad está obligada a lo siguiente: 

1. A levantar un acta en la que circunstanciará la asistencia o 
INASISTENCIA del contribuyente, y posteriormente 

2. A emitir la Ultima Acta parcial 

Por lo tanto para que la autoridad pueda levantar la Ultima 
Acta Parcial, es necesario que: 

a. Se haya citado al contribuyente en un die y hora específica; 
b. Que el contribuyente haya asistido o no a la cita; 
c. Que se levanta un acta circunstanciada que consigne la 
asistencia o no, y 
d. Que transcurran 10 días a partir del día siguiente al de la 
celebración de la cita 

Por lo tanto, para efectos de la contabilización de los citados 
10 días, resulta intrascendente si el contribuyente ejerce su 
derecho o no de asistir el día citado a conocer los hechos u 
omisiones detectados, esto es así, ya que en ninguna parte de 
los párrafos quinto y sexto del artículo 42 del CFF se 
estableció la facultad a cargo de la autoridad de no respetar 
ese plazo ante la inasistencia a la cita del auditado; por el 
contrario, lo que fue claro el legislador es que la autoridad 
tenía que respetar ese plazo contado a partir del día siguiente 
en que se debió de haber llevado a cabo la cita, 
independientemente de que haya asistido o no el 
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contribuyente, ya que en ninguna parte de los citados 
párrafos se estableció que el derecho a la autocorrección o la 
adopción de un acuerdo conclusivo, estaría supeditado 
precisamente a su asistencia o comparecencia en el día 
citado. 

Es decir, independientemente de que no haya asistido, el 
contribuyente sabía que a partir de la fecha en que se llevaría 
a cabo la cita, contaba con 10 días para valorar la 
autocorrección o la adopción del acuerdo, a los cuales podría 
acceder AÚN Y CUANDO no haya ASISTIDO a la cita, ello 
porque precisamente la ley no la condicionó a dicha 
asistencia; lo que significa que durante ese período de tiempo, 
tenía la seguridad jurídica de que la autoridad , estaba 
imposibilitada legalmente de notificarle la Ultima Acta Parcial. 

En este orden de ideas, el NO respeto a ese plazo de 10 días, 
constituye una violación al procedimiento de fiscalización que 
trasciende a la resolución determinante del crédito fiscal y 
afecta los derechos del contribuyente, pues implica, en sí 
misma, la violación a los derechos humanos al debido 
proceso, a la seguridad y a la certeza jurídicas, toda vez que 
se priva a aquél de la potestad de autocorregir su situación 
fiscal o realizar un acuerdo conclusivo, con la posibilidad de 
alcanzar multas inferiores, en términos del artículo 17 de la 
Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, tal y como se 
resolvió en el siguiente criterio: 
 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN. LA INOBSERVANCIA DE 
LA OBLIGACIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 42, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, PREVIO 
A LA EMISIÓN DEL ACTA FINAL O DEL OFICIO DE 
OBSERVACIONES RELATIVO, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN 
AL PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN QUE TRASCIENDE 
A LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE DEL CRÉDITO FISCAL Y 
AFECTA LOS DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2015). 

Luego entonces, tal y como lo argumentamos en el recurso 
de revocación, el numeral prevé tanto un derecho, como una 
obligación a cargo de la autoridad consistente en que debe 
de celebrar una cita con el contribuyente en la oficinas de la 
autoridad, con cuando menos diez (10) días hábiles previos al 
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levantamiento de la mencionada Ultima Acta Parcial, en la 
cual le dará a conocer los hechos u omisiones detectados, lo 
cual no aconteció en mi caso, ya que de acuerdo al oficio ***** 
********** ********** del 17 de enero de 2018, la cita fue para el día 
30 de enero de 2018, y la autoridad levantó la citada Ultima 
Acta el día 12 de febrero de 2018, cuando debió de hacerlo, 
mínimo hasta el día 15 del mismo mes, ello porque el 
mencionado plazo de 10 días, debió computarse a partir del 
día siguiente en que se llevó a cabo la cita (30 de enero de 
2018) esto es, desde el 31 de enero hasta el 14 de febrero de 
2018, y no, a partir de que surtió efectos la notificación del 
antes citado oficio que contiene la invitación, como 
infundadamente lo resolvió la autoridad en la resolución del 
recurso de revocación. 

Se transcribe 

En conclusión, la autoridad no respetó el plazo de 10 días, que 
debe de mediar entre el DÍA que la dan a conocer el 
contribuyente los hechos u omisiones con el DÍA en que se 
levanta la UAP, ello conforme al quinto y sexto párrafos del 
artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, razón suficiente 
para se decrete la nulidad lisa y llana del crédito, al haberse 
violentado un derecho que forma parte del procedimiento 
que rigen las visitas domiciliarias.” 

 
 

La Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” 

al contestar la demanda sostuvo la legalidad de la resolución 

impugnada. 

 

De las manifestaciones de las partes se advierte que la litis en 

el presente considerando se circunscribe en determinar si la 

Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” al dar 

contestación al primer agravio propuesto por la entonces recurrente se 

apegó a derecho, definiendo si los 10 días a que alude el quinto párrafo 

del artículo 42 del Código Fiscal de la Federación corren a partir de que 

surte efectos la notificación del oficio que contiene la invitación de acudir 

a la oficina en un día y hora determinados por la autoridad, o bien a partir 

del día siguiente fijado por la fiscalizadora para llevar  a cabo la cita. 
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. . . . 

Esta Sala considera infundado el concepto de impugnación 

transcrito porque el artículo 42, párrafo quinto y sexto del Código Fiscal 

de la Federación, establece: 

 

“Artículo 42. Las autoridades fiscales a fin de comprobar que 
los contribuyentes, los responsables solidarios o los terceros 
con ellos relacionados han cumplido con las disposiciones 
fiscales y aduaneras y, en su caso, determinar las 
contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así como para 
comprobar la comisión de delitos fiscales y para proporcionar 
información a otras autoridades fiscales, estarán facultadas 
para: 
 
(…) 
 
II.  Requerir a los contribuyentes, responsables solidarios o 
terceros con ellos relacionados, para que exhiban en su 
domicilio, establecimientos, en las oficinas de las propias 
autoridades o dentro del buzón tributario, dependiendo de la 
forma en que se efectuó el requerimiento, la contabilidad, así 
como que proporcionen los datos, otros documentos o 
informes que se les requieran a efecto de llevar a cabo su 
revisión. 
 
III. Practicar visitas a los contribuyentes, los responsables 
solidarios o terceros relacionados con ellos y revisar su 
contabilidad, bienes y mercancías. 
 

(…) 

 

IX.  Practicar revisiones electrónicas a los contribuyentes, 
responsables solidarios o terceros con ellos relacionados, 
basándose en el análisis de la información y documentación 
que obre en poder de la autoridad, sobre uno o más rubros o 
conceptos específicos de una o varias contribuciones. 
 (…) 

Las autoridades fiscales que estén ejerciendo alguna de las 
facultades previstas en las fracciones II, III y IX de este artículo 
y detecten hechos u omisiones que puedan entrañar un 
incumplimiento en el pago de contribuciones, deberán 
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informar por medio de buzón tributario al contribuyente, a su 
representante legal, y en el caso de las personas morales a 
sus órganos de dirección por conducto de aquel, en un plazo 
de al menos 10 días hábiles previos al del levantamiento de 
la última acta parcial, del oficio de observaciones o de la 
resolución definitiva en el caso de revisiones electrónicas, el 
derecho que tienen para acudir a las oficinas que estén 
llevando a cabo el procedimiento de que se trate, para 
conocer los hechos y omisiones que hayan detectado. 
 
Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la 
autoridad emitirá la última acta parcial, el oficio de 
observaciones o la resolución definitiva en el caso de 
revisiones electrónicas, señalando en estas actuaciones la 
asistencia o inasistencia de los interesados para ejercer su 
derecho a conocer el estado del procedimiento a que está 
siendo sujeto; previamente a ello, deberá levantarse un acta 
circunstanciada en la que se haga constar esta situación. En 
toda comunicación que se efectúe en términos del párrafo 
anterior, deberá indicárseles que pueden solicitar a la 
Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, ser asistidos de 
manera presencial cuando acudan a las oficinas de las 
autoridades fiscales.” 
 

Del análisis transcrito se infiere que las autoridades fiscales 

que estén ejerciendo una visita domiciliaria, revisión de gabinete y 

hayan detectado hechos u omisiones que puedan entrañar 

incumplimiento en el pago de contribuciones, tienen la obligación de 

informar al contribuyente, a su representante legal y, tratándose de 

personas morales, a sus órganos de dirección por conducto de su 

representante, en un plazo de al menos 10 días hábiles previos al 

levantamiento de la última acta parcial o del oficio de observaciones, el 

derecho que tienen para acudir a las oficinas de la autoridad que esté 

llevando a cabo el procedimiento de revisión de que se trate, para 

conocer los hechos u omisiones que hayan detectado y que pudieran 

entrañar el incumplimiento de sus obligaciones fiscales.  

 

Asimismo, se advierte que una vez transcurrido el referido 

plazo, la autoridad levantará la última acta parcial o el oficio de 

observaciones, en los cuales señalará la asistencia o inasistencia de los 

interesados para ejercer su derecho a conocer el estado del 

procedimiento a que están siendo sujetos; previamente a ello, la 
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. . . . 

autoridad debe levantar un acta circunstanciada en la que haga 

constar todo lo relativo a la comparecencia de los interesados en la que 

hicieron de su conocimiento tales hechos u omisiones.  

 

La norma estudiada, asimismo, dispone que en toda 

comunicación que la autoridad realice a los contribuyentes para su 

comparecencia con relación al conocimiento de los hechos u omisiones, 

deberá indicárseles que pueden solicitar a la Procuraduría de la Defensa 

del Contribuyente, ser asistidos por ésta de manera presencial cuando 

acudan a las oficinas de las autoridades fiscales.  

 

En ese contexto, se advierte que la intención del legislador 

fue establecer el derecho para que los contribuyentes, sus 

representantes legales y, tratándose de personas morales, sus órganos 

de dirección estuvieran debidamente informados por parte de las 

autoridades fiscalizadoras de los hechos u omisiones que se hubieren 

detectado en el desarrollo de la revisión de que se trate, a fin de que 

aquéllos puedan decidir si optan por un mecanismo alterno de solución 

de controversias, autocorregirse, o bien, contar con elementos para una 

eventual defensa ante las autoridades competentes. 

 

Esto es, el objetivo del legislador fue el de otorgar un derecho 

a los contribuyentes consistente en conocer de manera directa su 

situación fiscal antes de concluir los procedimientos de revisión 

respectivos. De ahí se siguen dos obligaciones fundamentales para las 

autoridades revisoras:  

 

1) Notificar a través de buzón tributario a los interesados, es 

decir, los contribuyentes, sus representantes legales, o en su caso, sus 



- 16 - 
 
 

 

órganos de dirección, para que sepan que pueden comparecer 

directamente ante la propia autoridad que ha estado revisando su 

situación fiscal y; 

 

2) Levantar acta circunstanciada de dicha comparecencia 

cuando la misma se produzca consignando todos los hechos u omisiones 

que, derivados de la auditoría pudieran entrañar incumplimiento a las 

disposiciones fiscales. 

 

Cabe precisar, que la primera de las obligaciones, esto es, 

notificar en un plazo de al menos 10 días hábiles previos al 

levantamiento de la última acta parcial el derecho que tienen para 

acudir a las oficinas de la autoridad se cumple cuando la autoridad 

notifica  por medio de buzón tributario al contribuyente el oficio a través 

del cual le hace una atenta invitación para efecto de que se presente en 

sus oficinas en fecha y hora determinada a efecto de que se le den a 

conocer los hechos u omisiones detectadas durante la visita domiciliaria. 

 

Además, el plazo de 10 días señalado debe computarse a 

partir de que surte efectos la notificación del referido oficio, no así a partir 

del día siguiente al fijado por la fiscalizadora para llevar a cabo la cita. 

 

Lo que se justifica porque el artículo en comento señala: “Las 

autoridades fiscales (…) deberán informar por medio de buzón tributario 

al contribuyente (…) en un plazo de al menos 10 días hábiles previos al del 

levantamiento de la última acta parcial, (…) el derecho que tienen para 

acudir a las oficinas que estén llevando a cabo el procedimiento de que 

se trate, para conocer los hechos y omisiones que hayan detectado”. 

 

En tanto que la Regla 2.12.2.9 de la Resolución Miscelánea 

Fiscal para el 2018, señala:  

 

Información de seguimiento a revisiones 

2.12.9. Para efectos del artículo 42, quinto y último 
párrafos del CFF, con el propósito de que los contribuyentes 
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. . . . 

puedan optar por corregir su situación fiscal, las autoridades 
fiscales informarán, el lugar, fecha y hora, a efecto de 
darles a conocer los hechos u omisiones detectados en el 
procedimiento de fiscalización, que pudieran implicar 
incumplimiento en el pago de contribuciones y en su caso, el 
derecho que tienen a promover una solicitud de acuerdo 
conclusivo. 

 CFF 17-K, 42, 69-C, 134 

 

Luego, si el referido precepto alude al deber de informar por 

medio de buzón tributario al contribuyente su derecho de acudir a las 

oficinas y la regla indica que la fiscalizadora debe señalar el lugar, fecha y 

hora para tal efecto, es innegable que esos 10 días hábiles previos al del 

levantamiento de la última acta parcial, debe computarse a partir de que 

surte efectos la notificación del oficio en donde se hacen del 

conocimiento del particular esos datos. 

 

Considerar que esos diez días deben computarse a partir del 

día siguiente al fijado por la fiscalizadora para llevar a cabo la cita, sería 

contravenir lo establecido en el propio artículo 42, párrafo quinto del 

Código Fiscal de la Federación y la Regla 2.12.2.9 de la Resolución 

Miscelánea Fiscal para el 2018, pues de esos ordenamientos se 

desprende con claridad que la obligación de la autoridad es darle a 

conocer al contribuyente al menos con 10 días hábiles previos al del 

levantamiento de la última acta parcial el derecho que tiene de acudir a 

las oficinas que estén llevando a cabo el procedimiento de fiscalización 

para conocer los hechos y omisiones que hayan detectado, más no así 

para que se le den a conocer pues eso  tendrá verificativo en la cita  para 

la cual la fiscalizadora fijó fecha y hora.  

 

En tal virtud, si en el caso la Administración Desconcentrada 

Jurídica de Chiapas “1” emitió el oficio número ************************** de 17 de 



- 18 - 
 
 

 

enero de 2018, a través del cual le hace a la hoy actora una invitación para 

que acuda el 30 de enero de 2018, a las 12:00 horas a sus oficinas para 

conocer los hechos y omisiones detectados en el procedimiento de 

fiscalización iniciado bajo la orden número ************* (f. 622 del legajo 1/3 

del expediente administrativo), oficio que se envió el 17 de enero de 2018 

para su notificación en el buzón tributario  y se tuvo por realizada el 23 de 

enero de 2018, es innegable que surtió sus efectos el 24 de enero de 2018. 

 

Por consiguiente, es a partir del 25 de enero de 2018, en que 

da inicio el plazo de 10 días hábiles previsto en el quinto párrafo del 

artículo 42 del Código Fiscal de la Federación y feneció el 8 de febrero de 

2018. 

 

En tanto que la última acta parcial de visita se levantó el 12 de 

febrero de 2018 (f. 1 del legajo 1/3 del expediente administrativo), de ahí 

que, contrario a lo referido por el accionante, la autoridad sí cumplió con 

lo establecido en el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, pues 

la última acta parcial fue levantada 12 días después de que se le diera a 

conocer a través del oficio ************************** de 17 de enero de 2018, el 

derecho que tenía para acudir a las oficinas de la autoridad para conocer 

los hechos y omisiones que detectó en el procedimiento de fiscalización 

iniciado bajo la orden número *************. 

 

Entonces, si la Administración Desconcentrada Jurídica de 

Chiapas “1” al emitir la resolución impugnada arribó a similares conclusiones,  

tan fue así que desestimó el agravio primero planteado al respecto debe 

concluirse que su actuación se apegó a derecho.  

 

QUINTO. Esta Sala por cuestión de método analiza en este 

considerando los conceptos de impugnación segundo y tercero en los 

que el demandante aduce lo siguiente: 

 

“SEGUNDO. INDEBIDA DETERMINACIÓN DE LA ADJ AL 
RESOLVER EL SEGUNDO CONCEPTO DE AGRAVIO 
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PLANTEADO EN EL RECURSO, EN TORNO A QUE ES 
CONFORME A DERECHO QUE LOS VISITADORES PRIMERO 
SE IDENTIFIQUEN Y LUEGO ENTREGUEN LA ORDEN 

En el segundo motivo de la resolución referente al segundo 
concepto de agravio hecho valer en el recurso, la autoridad 
determinó indebidamente que resultaba legal el que los 
visitadores primero se identificaran y después entregaran la 
orden, lo cual no es el procedimiento establecido por el 
legislador. 

Cierto, en el segundo concepto de impugnación, 
transcribimos los folios correspondientes del Acta de inicio 
del 16 de marzo de 2017, en el siguiente sentido: 
 
Se transcribe 

Así, expusimos que conforme a lo antes transcrito, se 
desprendía que la actuación de los visitadores fue en el 
siguiente orden: 

1. Llegaron al domicilio. 
2. Una vez dentro del domicilio. 
3. Requirieron la presencia del representante legal. 
4. Se apersonó un tercero quien les dijo que el representante 
no podría atenderlos. 
5. Le requirieron al compareciente que se identificara. 
6. Se identificaron ante el compareciente y 
7. Una vez identificados, entregaron la orden de visita 
domiciliaria al compareciente. 

Y argumentamos que la actuación antes narrada era 
totalmente ilegal, ya que los visitadores, primero debieron de 
haber entregado la orden y posteriormente identificarse ante 
la persona con la que entienden la diligencia, ello con el fin de 
que ésta efectivamente pudiera corroborar -con la orden de 
visita ya entregada o en la mano- que las personas que se 
ostentan como visitadores fueron señalados como tales 
dentro de la orden de visita. 

Así sobre este punto, en la resolución del recurso de 
revocación, la autoridad señaló lo siguiente: 
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Se transcribe 

De la lectura realizada al arábigo en cita se desprende que, la 
autoridad interpretó incorrectamente lo 
que dispone el 16 constitucional y el 44 del Código Fiscal de 
la Federación, ya que la demandada afirma que "al haberse 
identificado plenamente ante la persona que atendió la 
diligencia en cuestión como lo prevé" el precepto legal antes 
invocado, se justifica legalmente la introducción al domicilio 
fiscal del particular por dicho personal actuante, ya que con la 
plena identificación de los visitadores, la persona con la que se 
entienda la diligencia tendrá' la oportunidad de verificar que el 
personal que visita tal domicilio son funcionarios que 
pertenecen a la dependencia que emite la orden de visita a 
diligenciar y que se encuentran legalmente facultados para 
llevar a cabo esa diligencia..." lo cual es erróneo, ya que para la 
autoridad resolutora es la IDENTIFICACIÓN del personal lo 
que lo habilita a introducirse al DOMICILIO, ya que según ella, 
con "...esa plena identificación, la persona con la que se 
entiende la diligencia tendrá la OPORTUNIDAD DE VERIFICAR 
que el personal que visita tal domicilio son funcionados que 
pertenecen a la dependencia que emite la Orden..." sobre el 
particular se manifiesta que tal interpretación es totalmente 
contraria a lo que dispone el 16 constitucional, ya que la 
autoridad pierde de vista que las IDENTIFICACIONES de los 
visitadores, primero son MOSTRADAS a la persona con la que 
se entiende la diligencia, quien las ve, y DESPUÉS se las 
regresa, y una vez hecho, es cuando le entrega la ORDEN DE 
VISITA, lo cual indudablemente NO le da la oportunidad de 
verificar, ya con la orden en la mano, que ese personal está 
autorizado en la orden, ello por la simple y sencilla razón que 
ya no tiene en sus manos las identificaciones, lo que 
significa que se estaría apelando a la memoria fotográfica 
de la persona que atiende la diligencia, lo cual NO fue lo que 
estableció el constituyente en el artículo 16 constitucional. 

Efectivamente, conforme al artículo 16 de nuestra carta 
Magna, es precisamente el MANDAMIENTO ESCRITO emitido 
por autoridad competente, el que posibilita esa introducción 
al domicilio, ya que será que ante la lectura de ese 
documento que realice la persona que atiende la diligencia, 
que ella tendrá la seguridad de que: 

1. Hay una autoridad que está ordenando la introducción 
del domicilio y 
2. Que esa misma autoridad está autorizando a que efectuén 
esa introducción, a las PERSONAS designada por ella en la 
Orden. 

Por lo tanto, para poder introducirse constitucionalmente al 
domicilio, primero DEBE entregarse la Orden a la persona que 
atiende la diligencia, para que ésta, con dicho documento en 
la mano, pueda LEER que la persona que aparece en dicho 
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. . . . 

documento, es la misma que se ESTÁ identificando con ella, 
y entonces sí, tener la seguridad de que se encuentra ante un 
personal autorizado; oportunidad que sin duda no se pude 
dar, si primero ese personal se identifica y posteriormente 
entrega la orden, como ilógicamente lo concluye la ADJ. 

Cierto, el artículo 44 fracción III del Código Fiscal de la 
Federación establece que la identificación de los visitadores 
debe efectuarse al iniciar la visita, esto es, después de que se 
notifique la orden correspondiente. 

Lo anterior tiene lógica ya que, si los visitadores primero 
entregan la orden, darán oportunidad a que la persona a quien 
se la entregan pueda entonces sí, verificar que los datos de 
las identificaciones que los acreditan como visitadores 
coinciden con los asentados en la orden, y entonces sí, podrá 
tener la certeza de que se encuentra ante personas 
autorizadas en la Orden, y no ante personas no autorizadas. 

Cierto, de la interpretación del artículo 44 del Código Fiscal de 
la Federación se advierten momentos distintos en el 
desahogo de las visitas domiciliarias, entre los que se ubican 
el de su notificación, inicio y desarrollo. A partir de esa 
precisión, se concluye que el derecho a la inviolabilidad del 
domicilio está garantizado por la fracción III de esa norma, a 
pesar de que ordene que la identificación de los visitadores 
debe efectuarse al iniciar la visita, esto es, después de que se 
notifique la orden correspondiente, porque es la ejecución de 
ésta y no su comunicación, el acto que afecta la prerrogativa 
constitucional aludida; de ahí que la identificación de los 
visitadores sea necesaria e indispensable al comenzar el acto 
de molestia, tal y como se resolvió en el siguiente precedente: 
 
VISITA DOMICILIARIA. EL ARTÍCULO 44, FRACCIÓN III, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER QUE LA 
IDENTIFICACIÓN DE LOS VISITADORES DEBE EFECTUARSE 
DESPUÉS DE QUE SE NOTIFIQUE LA ORDEN 
CORRESPONDIENTE, GARANTIZA EL DERECHO A LA 
INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. 

Por lo anterior, es que se solicita se declare indebida la 
determinación asumida por la ADJ y en consecuencia se 
declara la nulidad del crédito fiscal, por haberse violentado 
las formalidades esenciales que rigen la introducción al 
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domicilio de la contribuyente visitada, previstas en los 
artículos 16 constitucionales y en el 44 del Código fiscal de la 
Federación. 

TERCERO. INDEBIDA DETERMINACIÓN DE LA ADJ AL 
RESOLVER EL TERCER CONCEPTO DE AGRAVIO 
PLANTEADO EN EL RECURSO, EN TORNO A QUE ES 
CONFORME A DERECHO QUE EN EL CITATORIO DEJADO 
PARA ENTREGAR LA ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA, NO SE 
HAYA ESPECIFICADO LAS CONTRIBUCIONES A REVISARSE 
EN LA VISITA DOMICILIARIA 
 

A la luz del presente concepto de impugnación, solicito se 
decrete la nulidad lisa y llena del crédito fiscal atribuido al 
contribuyente, en virtud de que la autoridad no fundo ni 
motivó sobre que contribuciones versaría la visita domiciliaria 
ni a que ejercicios ni si sería en su calidad de sujeto directo, 
responsable solidario o tercero, lo que imposibilitó que se 
pudiera ponderar si era importante o no la presencia del 
representante legal como lo hicimos valer en el recurso de 
revocación presentado por el contribuyente; a lo cual, la ADJ 
resolvió lo siguiente: 

Se transcribe 

De lo antes transcrito se aprecia que la ADJ no atendió 
efectivamente al punto que planteamos en el recurso en el 
sentido, ya que se limitó a señalar que en el Citatorio dejado 
para entregar la Orden, no se debe de especificar las 
contribuciones sobre las cuales versaría la visita domiciliaria 
NI A QUÉ EJERCICIOS ni si sería en su calidad de sujeto 
directo, responsable solidario o tercero, pero sin decirnos 
porque no se deben de realizar tales señalamientos, por lo 
cual no atendió al agravio efectivamente planteado, lo que 
conlleva a que se declare la nulidad de su resolución. 

En efecto, nosotros expusimos que dichos datos eran 
indispensables que fueran indicados en el citatorio de mérito, 
para que el contribuyente citado pudiera PONDERAR SI ERA 
IMPORTANTE O NO SU PRESENCIA EN EL DOMICILIO FISCAL 
PARA ATENDER LA DILIGENCIA. 

Y que la obligación de asentar tales datos la obteníamos 
conforme a una interpretación prohomine del artículo 44 
fracción II del Código Fiscal de la Federación, el cual 
establece la obligación de especificar en el citatorio que la 
diligencia es para entregar una orden de visita domiciliaria, 
debe interpretarse -bajo el principio pro homine contemplado 
en el artículo 1 ro constitucional- que tal circunstanciación es 
insuficiente para cumplir con lo preceptuado por el numeral: 
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que tanto el tercero que recibe el citatorio así corno el propio 
citado puedan ponderar si su presencia es necesaria o no para 
recibir la mencionada Orden. 

Lo antes expuesto se corrobora, por una parte, con las 
consecuencias que en el propio precepto se establecen de la 
falta de atención al citatorio y que darán lugar a que la visita 
se inicie con quien se encuentre en el lugar visitado, pues al 
implicar la visita una intromisión al domicilio del particular que 
sólo puede realizarse mediante el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el artículo 16 constitucional, al 
encontrarse consignado como derecho subjetivo elevado a la 
categoría de garantía individual la inviolabilidad domiciliaria, 
es claro que no es lo mismo una diligencia en la que sólo se 
notifique al particular una resolución determinada y en la que 
pueda estimarse irrelevante su presencia para recibirla, que la 
recepción de una orden de visita que implica su realización 
inmediata y la intromisión a su domicilio para revisar sus 
papeles, bienes y sistemas de registro contables y, por la otra, 
con las consecuencias de la recepción del citatorio, pues 
conforme al segundo párrafo de la fracción II del precepto en 
análisis si con posterioridad al citatorio el contribuyente 
presenta aviso de cambio de domicilio, la visita podrá llevarse 
a cabo en el nuevo domicilio y en el anterior, sin que para ello 
se requiera nueva orden o ampliación de la orden de visita, lo 
que significa una excepción al requisito que tanto el artículo 
16 de la Carta Magna como el artículo 43, fracción I, del Código 
Fiscal establecen para las órdenes de visita domiciliaria, lo 
que lleva a la necesidad de que el contribuyente a quien se 
va a visitar tenga conocimiento indudable de la clase de 
diligencia administrativa para la que se le cita, PARA LO CUAL 
ES INDISPENSABLE QUE EN EL CITATORIO SE LE 
ESPECIFIQUE LOS IMPUESTOS O CONTRIBUCIONES QUE SE 
LE VAN A REVISAR VÍA LA VISITA DOMICILIARIA ASÍ COMO 
EL EJERCICIO Y SU CALIDAD (si como sujeto directo, tercero 
o retenedor) porque sólo así podrá establecerse la 
consecuencia a la que se encuentra sujeto si presenta aviso 
de cambio de domicilio con posterioridad al citatorio. 

Esto es así ya que pudiera ser que la visita sea para 
COMPULSARLO respecto a las actividades que realizó con 
alguien al que fisco está realizando una auditoría, mismo que 
a lo mejor ni siquiera conoce el visitado; o bien, que se le 
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REVISARÍA un mes del pago del IVA respecto al cual no hizo 
operaciones o que las mismas fueran irrelevantes; o en torno 
a una CONTRIBUCIÓN de la cual ni siquiera es sujeto; o como 
RETENEDOR de alguien por una actividad pequeña, en fin, las 
razones para visitarlos son tantas, que para esté en posibilidad 
el contribuyente de PONDERAR SI SU PRESENCIA ES 
IMPORTANTE, es menester que en el citatorio se incorporen 
todos los datos antes referido, máxime porque los mismos YA 
LOS CONOCE EL DILIGENCIADOR DEL CITATORIO en virtud 
de que para redactar el mismo debió de tener en la mano la 
Orden de Visita Domiciliaria respectiva; de ahí que ante el 
cúmulo de supuestos, motivos o razones por el cual el fisco 
podría VISITAR al contribuyente en su domicilio, es 
indispensable que en el citatorio que deja ante ausencia, se 
señalen los datos tantas veces mencionados. 

Por lo que al no haberse hecho en el caso que hoy nos ocupa, 
imposibilitó que el contribuyente pudiera ponderar si su 
presencia era importante o no para recibir la Orden de Visita. 
Por lo que se solicita su nulidad.” 

 
La Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” 

al contestar la demanda sostuvo la legalidad de la resolución 

impugnada. 

 

De las manifestaciones de las partes se advierte que la litis en 

el presente considerando se circunscribe en determinar si la 

Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” al dar 

contestación a los agravios segundo y tercero propuestos por la entonces 

recurrente se apegó a derecho, definiendo si es legal que los visitadores 

primero se identifiquen y luego entreguen la orden de visita, así como que 

si es legal que en el citatorio dejado para entregar la orden de visita no se 

hayan especificado las contribuciones a revisar. 

 
Esta Sala considera infundado el segundo concepto de 

impugnación transcrito porque los artículos 42, fracción III,  44 y 46 del 

Código Fiscal de la Federación,  establecen: 

 
“Artículo 42.-  Las autoridades fiscales a fin de comprobar que 
los contribuyentes, los responsables solidarios o los terceros 
con ellos relacionados han cumplido con las disposiciones 
fiscales y, en su caso, determinar las contribuciones omitidas 
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o los créditos fiscales, así como para comprobar la comisión 
de delitos fiscales y para proporcionar información a otras 
autoridades fiscales, estarán facultadas para: 
… 
 
III.- Practicar visitas a los contribuyentes, los responsables 
solidarios o terceros relacionados con ellos y revisar su 
contabilidad, bienes y mercancías. 
Las autoridades fiscales podrán ejercer estas facultades 
conjunta, indistinta o sucesivamente, entendiéndose que se 
inician con el primer acto que se notifique al contribuyente. 
 
Artículo 44.-  En los casos de visita en el domicilio fiscal, las 
autoridades fiscales, los visitados, responsables solidarios y 
los terceros estarán a lo siguiente: 
… 
 
II.- Si al presentarse los visitadores al lugar en donde deba 
practicarse la diligencia, no estuviere el visitado o su 
representante, dejarán citatorio con la persona que se 
encuentre en dicho lugar para que el mencionado visitado o 
su representante los esperen a hora determinada del día 
siguiente para recibir la orden de visita; si no lo hicieren, la 
visita se iniciará con quien se encuentre en el lugar visitado. 
 
En este caso, los visitadores al citar al visitado o su 
representante, podrán hacer una relación de los sistemas, 
libros, registros y demás documentación que integren la 
contabilidad. Si el contribuyente presenta aviso de cambio de 
domicilio, después de recibido el citatorio, la visita podrá 
llevarse a cabo en el nuevo domicilio y en el anterior, cuando 
el visitado conserve el local de éste, sin que para ello se 
requiera nueva orden o ampliación de la orden de visita, 
haciendo constar tales hechos en el acta que levanten. 
…………. 
III.- Al iniciarse la visita en el domicilio fiscal, los visitadores que 
en ella intervengan se deberán identificar ante la persona con 
quien se entienda la diligencia, requiriéndola para que 
designe dos testigos; si éstos no son designados o los 
designados no aceptan servir como tales, los visitadores los 
designarán, haciendo constar esta situación en el acta que 
levanten, sin que esta circunstancia invalide los resultados de 
la visita. 
Los testigos pueden ser substituidos en cualquier tiempo por 
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no comparecer al lugar donde se esté llevando a cabo la 
visita, por ausentarse de él antes de que concluya la diligencia 
o por manifestar su voluntad de dejar de ser testigo, en tales 
circunstancias la persona con la que se entienda la visita 
deberá designar de inmediato otros y ante su negativa o 
impedimento de los designados, los visitadores podrán 
designar a quienes deban sustituirlos. La sustitución de los 
testigos no invalida los resultados de la visita. 
 
Artículo 46.-  La visita en el domicilio fiscal se desarrollará 
conforme a las siguientes reglas: 
 
I.- De toda visita en el domicilio fiscal se levantará acta en la 
que se hará constar en forma circunstanciada los hechos u 
omisiones que se hubieren conocido por los visitadores. 
Asimismo, se determinarán las consecuencias legales de 
tales hechos u omisiones, las que se podrán hacer constar en 
la misma acta o en documento por separado. Los hechos u 
omisiones consignados por los visitadores en las actas hacen 
prueba de la existencia de tales hechos o de las omisiones 
encontradas, para efectos de cualquiera de las contribuciones 
a cargo del visitado en el período revisado. 
…….. 
 
IV.- Con las mismas formalidades a que se refieren las 
fracciones anteriores, se podrán levantar actas parciales o 
complementarias en las que se hagan constar hechos, 
omisiones o circunstancias de carácter concreto, de los que 
se tenga conocimiento en el desarrollo de una visita. Una vez 
levantada el acta final, no se podrán levantar actas 
complementarias sin que exista una nueva orden de visita.” 

  
 

De la interpretación relacionada de las disposiciones 

transcritas se infieren tres momentos  en la  primera  etapa de la  visita  

domiciliaria. Así, los visitadores harán constar  en acta circunstanciada los 

hechos que siguen:   

 

1.- Al  presentarse en el domicilio entregarán  la orden de 

visita al   visitado,  o bien, a su representante  legal y,  cuando aquéllos  no  

atiendan el citatorio  previo,   harán la entrega de la  orden  a la   persona 

que se encuentre en el lugar visitado. 

 

2.- Se identificarán  ante la  persona que  atienda  la visita.  
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3.- Requerirán  a la  persona que  atienda  la visita  para la 

designación de dos testigos;  en caso de negativa  de aquélla, o  bien,  

cuando los designados  no  acepten servir  con ese carácter, harán tal 

designación los visitadores.   

 

En el caso,  el  acta parcial de inicio levantada  el 16 de marzo 

de 2017 (f. 139 a 154 del expediente en que se actúa),—cuyo valor 

probatorio es pleno en los términos del  artículo 46, fracción I de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y 202 del  Código  

Federal de Procedimientos  Civiles de aplicación supletoria al tratarse de  

un documento público  no redargüido de  falsedad—  acredita, entre otros, 

los hechos  siguientes:  

 

—  A las 09:50 horas del 16 de marzo de 2017, los visitadores 

**** ******* ******** * *** ***** ******* ****, se constituyeron en el domicilio de la 

contribuyente sito en *** *** **** ****** **** ****** ** ****** ********** *******, que 

corresponde a su domicilio fiscal, para hacer entrega de la orden de visita  

*************. 

 

— En ese  acto  se apersonó  ****** ***** ********* ********, quien se 

identificó con la credencial para votar ******************* en su carácter de 

tercero y contador del contribuyente visitado. 

 

— Los visitadores se identificaron ante el tercero y, al efecto 

asentaron el número de los documentos identificatorios, su fecha de 

expedición y vencimiento, el nombre y cargo del funcionario que los 

expidió; en la propia acta se hace constar que en dichos oficios aparecían 

los nombres de los visitadores, el cargo que desempeñaban y su lugar de 

adscripción. 
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— Enseguida hicieron constar la entrega de la orden de visita 

al tercero, a quien requirió para que designara a dos testigos, además 

aquél aceptó el requerimiento.  

 

— A continuación se hizo constar el recorrido físico del 

domicilio visitado y requirieron al tercero diversos documentos, que no 

fueron exhibidos.  

 

— Finalmente los visitadores cerraron el acta, que  firmaron  

los que en ella  intervinieron.  

 
 

De lo anterior resulta evidente que los visitadores  observaron  

el  orden cronológico para el inicio de la visita exigido  en  el  artículo  44 

del Código Fiscal de la Federación, además, hicieron constar en forma 

circunstanciada los hechos ocurridos en esa etapa del procedimiento de 

fiscalización según lo previsto en el  artículo 46, fracción I del invocado 

ordenamiento. 

 

Al respecto, el actor en los argumentos a estudio sostiene que 

el acta parcial de inicio incumple con lo establecido en el artículo 44, 

fracción III del Código Fiscal de la Federación en tanto que los visitadores 

no entregaron la orden de visita al inicio del acto fiscalizador.  

 

Argumentos que son infundados porque del acta parcial de 

inicio analizada se advierte que los visitadores al constituirse en el 

domicilio de la hoy actora hicieron constar en forma circunstanciada, en 

primer término, que requirieron la presencia de su representante legal y 

al no encontrarlo, ni haber atendido el citatorio, hizo entrega de la orden 

a la persona que se encontraba en el lugar visitado, ante quien se 

identificó y le requirió para que designara testigos. Circunstancias que 

ponen de relieve que los visitadores observaron las formalidades a seguir 

en la primera etapa de la visita domiciliaria exigidos en el artículo 44 del 

Código Fiscal de la Federación. 
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Es cierto que el acta parcial de inicio, señala que los 

visitadores primero entregaron la orden y después se identificaron con el 

compareciente. Pero, tal circunstancia, no revela la omisión de los 

visitadores de identificarse previamente a la entrega de la orden de visita 

domiciliaria o que hayan realizado la diligencia sin nombrar testigos, como 

infundadamente lo sostiene el enjuiciante. Al  contrario, el contenido del 

acta demuestra  que  los visitadores respetaron el orden previsto por el 

artículo 44, fracción II del Código Fiscal de la Federación.  

 
Lo anterior se corrobora, porque es cierto que los actos 

relativos a la constitución de los visitadores en el domicilio del accionante, 

la entrega material de la orden, la identificación de los visitadores y el 

nombramiento de testigos se realizan sucesivamente; sin embargo, 

además de tratarse de una sola diligencia, el legislador, no exige que en 

el citatorio  o en  acta  por separado,  se detallen de  momento a  momento 

los  pormenores  ocurridos  en  su entrega; de ahí que devenga infundado 

el segundo concepto. 

 

En efecto, para considerar debidamente diligenciado el inicio 

de las facultades de comprobación basta que en el acta respectiva se 

asienten los hechos ocurridos, como aconteció en la especie, sin que 

deban hacerse constar en un orden específico. 

 

No pasa desapercibido para esta Sala la existencia de la 

jurisprudencia J/3A(10) del Pleno del Décimo Cuarto Circuito, cuyo rubro, 

texto y contenido son del tenor siguiente: 

 

Época: Décima Época  
Registro: 2010237  
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Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  
Libro 23, Octubre de 2015, Tomo III  
Materia(s): Administrativa  
Tesis: PC.XIV. J/3 A (10a.)  
Página: 3318  
 
VISITA DOMICILIARIA. PARA DETERMINAR SI LOS 
VISITADORES PRIMERO SE IDENTIFICARON Y DESPUÉS 
ENTREGARON EL OFICIO QUE CONTIENE LA ORDEN 
RELATIVA, DEBE ATENDERSE A LA FORMA EN QUE SE 
PORMENORIZÓ LA IDENTIFICACIÓN EN EL ACTA PARCIAL 
DE INICIO. Para establecer si los visitadores primero se 
identificaron ante la persona con quien entendieron la 
diligencia y después entregaron el oficio que contiene la 
orden de visita, debe atenderse a la forma en el que se 
pormenorizó dicha identificación en el acta parcial de inicio, 
sin que obste que, al hacer constar la entrega del oficio 
indicado, se haya recabado una constancia del puño y letra de 
la persona con quien se entendió la diligencia, en el sentido 
de que previo a su recepción los visitadores se identificaron; 
habida cuenta que los pormenores de la identificación de 
éstos deben plasmarse en su orden en las actas parciales, que 
son las que demuestran propiamente la actuación de la 
autoridad. 
 
Contradicción de tesis 3/2014. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados en Materias Penal y Administrativa, y 
de Trabajo y Administrativa, ambos del Décimo Cuarto 
Circuito. 12 de junio de 2015. Unanimidad de tres votos de los 
Magistrados Jorge Enrique Edén Wynter García, Gabriel 
Alfonso Ayala Quiñones y Raquel Flores García. Ponente: 
Raquel Flores García. Secretario: Gustavo Aarón Patrón 
Escalante.  
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias de 
Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, al 
resolver los amparos directos 173/2014 y 243/2014, y el 
diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, al resolver 
el amparo directo 657/2012.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de octubre de 2015 a las 
10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 
19 de octubre de 2015, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Sin embargo, al ser una jurisprudencia de un Circuito diferente 

al nuestro no resulta obligatoria para esta Sala; máxime que, no se 

comparte tal criterio en atención a las consideraciones ya expuestas que 

en obvio de repeticiones deben darse por reproducidas. 

 

Infundado también resulta el tercer concepto de 

impugnación, en primer término,  porque al comparar los argumentos de 

la entonces recurrente, con la resolución impugnada se observa que la 

Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” al desestimar el 

agravio tercero propuesto, además de examinarlo íntegramente, se 

sustentó en consideraciones congruentes con los planteamientos 

expuestos por la recurrente, lo que basta para considerar que no infringió 

el artículo 132 del Código Fiscal de la Federación, pues la autoridad 

demandada sí precisó las razones por las cuales el citatorio no debe 

precisar los elementos que pretende; y, por ende, debe desestimarse la 

afirmación de la accionante en el sentido de que la enjuiciada no analizó 

de manera correcta el agravio hecho valer en su recurso. 

 

 

En segundo término, porque los artículos 44, fracción II y 46, 

fracción I del Código Fiscal de la Federación, disponen:  

 
“Artículo 44.- En los casos de visita en el domicilio fiscal, las 
autoridades fiscales, los visitados, responsables solidarios y 
los terceros estarán a lo siguiente: 
 
II.- Si al presentarse los visitadores al lugar en donde deba 
practicarse la diligencia, no estuviere el visitado o su 
representante, dejarán citatorio con la persona que se 
encuentre en dicho lugar para que el mencionado visitado o 
su representante los esperen a hora determinada del día 
siguiente para recibir la orden de visita; si no lo hicieren, la 
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visita se iniciará con quien se encuentre en el lugar visitado. 
 
Artículo 46.- La visita en el domicilio fiscal se desarrollará 
conforme a las siguientes reglas: 
 
I.- De toda visita en el domicilio fiscal se levantará acta en la 
que se hará constar en forma circunstanciada los hechos u 
omisiones que se hubieren conocido por los visitadores. 
Asimismo, se determinarán las consecuencias legales de 
tales hechos u omisiones, las que se podrán hacer constar en 
la misma acta o en documento por separado. Los hechos u 
omisiones consignados por los visitadores en las actas hacen 
prueba de la existencia de tales hechos o de las omisiones 
encontradas, para efectos de cualquiera de las contribuciones 
a cargo del visitado en el período revisado.” 
 

Conforme a las disposiciones transcritas si el visitador al 

constituirse por primera vez en el domicilio señalado en la orden, no 

localiza al visitado o bien, a su representante legal dejará un citatorio para 

que cualquiera de ellos lo espere a determinada hora del día hábil 

siguiente; en caso de no atender el  citatorio,   iniciará   la visita con   quién 

se encuentre en el  lugar visitado.   

 

Además,  en el acta respectiva se asentarán   en forma 

circunstanciada  los anteriores hechos; y, en  cuanto al citatorio debe 

contener los requisitos siguientes: 

 
a) la fecha en que el visitador se constituyó en el domicilio 

fiscal del contribuyente.  

 

b) el nombre y domicilio fiscal del visitado. 

 

c) la mención de que  el contribuyente o su representante 

legal deberá esperarlo a determinada hora del día siguiente, y 

 

d) el objeto de la notificación, es decir, que la diligencia será 

para recibir la orden de visita. 

 
 

La concurrencia de los anteriores requisitos será 
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indispensable para considerar que el citatorio previo a la orden de visita 

satisface no  sólo el requisito exigido en la disposición transcrita (en 

ausencia del visitado o de su representante), sino también que  cumplió 

las garantías de legalidad y seguridad jurídica, consagradas en el artículo 

16 de la Carta Magna. 

 

Sobre el particular, la Primera Sección de la Sala Superior del 

Tribunal Fiscal de la Federación, en sesión celebrada el 14 de julio último, 

fijó la Jurisprudencia IV-J-1a.S-7, que es de observancia obligatoria para 

esta sala conforme al artículo 263 del Código Fiscal de la Federación, dice: 

 
 

“ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA.- EL CITATORIO PREVIO A 
SU NOTIFICACIÓN DEBE PRECISAR QUE LA CITA ES PARA 
ENTREGARLA.- La fracción II del artículo 44 del Código Fiscal 
de la Federación en forma clara dispone que cuando los 
visitadores, presentes en el domicilio señalado para la 
práctica de la visita, no encuentran al visitado o su 
representante legal, precisarán en el citatorio, se les espera a 
una hora determinada el día siguiente, con el fin de recibir la 
orden de visita. En tal situación, si en el citatorio relativo se 
omite hacer esta precisión se estará violando en perjuicio del 
sujeto visitado lo establecido en la fracción II del artículo 44 
del Código Fiscal de la Federación, debido a que resulta 
evidente que la notificación de la orden de visita, deba 
entenderse con el propio visitado o el representante legal, por 
la trascendencia que implica su participación en el desahogo 
de la visita. 
 
Juicio de Nulidad 1273/99-03-01-9/324/00-S1-05-04, 
promovido por SERVICIOS Y ASESORÍA PARA PROYECTOS, S. 
A. DE C. V. Resuelto en la sesión celebrada el día 11 de julio de 
2000, por mayoría de 4 votos a favor y uno en contra. Ponente: 
Magistrada María del Consuelo Villalobos Ortiz.” 

 
 

En tanto, que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en la Jurisprudencia 92/2000, (publicada en páginas 326 y 
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327 Novena Época, Tomo XII, Octubre de 2000, Pleno y Salas, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta estableció:  

 
“VISITA DOMICILIARIA. CONFORME AL ARTÍCULO 44, 
FRACCIÓN II, PRIMER PÁRRAFO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. ES REQUISITO DE LEGALIDAD DEL CITATORIO 
QUE SE ESPECIFIQUE QUE ES PARA RECIBIR LA ORDEN DE 
VISITA.- El artículo 44, fracción II, primer párrafo, del Código 
Fiscal Federal establece que en los casos de visita en el 
domicilio fiscal si al presentarse los visitadores al lugar donde 
deba practicarse la diligencia, no estuviere el visitado o su 
representante, dejarán citatorio con la persona que se 
encuentre en dicho lugar para que el mencionado visitado o 
su representante los esperen a hora determinada del día 
siguiente para recibir la orden de visita y, si no lo hicieren, la 
visita se iniciará con quien se encuentre en el lugar visitado. 
Lo anterior permite concluir que la intención del legislador fue 
la de que el contribuyente visitado tenga conocimiento cierto 
de que se realizará una visita en su domicilio fiscal, finalidad 
que sólo se logra mediante la especificación en el citatorio del 
tipo de diligencia administrativa para la cual se le cita, es decir, 
para recibir la orden de visita y, si lo estima conveniente, esté 
presente para su práctica, lo que se corrobora, por una parte, 
con las consecuencias que en el propio precepto se 
establecen de la falta de atención al citatorio y que darán 
lugar a que la visita se inicie con quien se encuentre en el 
lugar visitado, pues al implicar la visita una intromisión al 
domicilio del particular que sólo puede realizarse mediante el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 16 
Constitucional al encontrarse consignado como derecho 
subjetivo elevado a la categoría de garantía individual la 
inviolabilidad domiciliaria, es claro que no es lo mismo una 
diligencia en la que sólo se notifique al particular una 
resolución determinada y en la que pueda estimarse 
irrelevante su presencia para recibirla, que la recepción de 
una orden de visita que implica su realización inmediata y la 
intromisión a su domicilio para revisar sus papeles, bienes y 
sistemas de registro contables, y por la otra, con las 
consecuencias de la recepción del citatorio, pues conforme al 
segundo párrafo del la fracción II del precepto en análisis si 
con posterioridad al citatorio el contribuyente presenta aviso 
de cambio de domicilio y en el anterior, sin que para ello se 
requiera nueva orden o ampliación de la orden de visita, lo 
que significa una excepción al requisito que tanto el artículo 
16 de la Carta Magna como el artículo 43, fracción I, del Código 
Fiscal establece para las órdenes de visita domiciliaria, lo que 
lleva a la necesidad de que el contribuyente a quien se va a 
visitar tenga conocimiento indudable de la clase de diligencia 
administrativa para la que se le cita, porque sólo así podrá 
establecerse la consecuencia a la que se encuentra sujeto si 
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presenta aviso de cambio de domicilio con posterioridad al 
citatorio. En consecuencia, conforme al artículo 44, fracción II, 
primer párrafo, del Código Fiscal Federal, es requisito de 
legalidad del citatorio que se especifique que la cita es para 
la recepción de una orden de visita, siendo insuficiente que 
tan solo se haga alusión a la práctica de una diligencia 
administrativa. 
 
Tesis de Jurisprudencia 92/2000.- Aprobada por la Segunda 
Sala de este alto Tribunal, en sesión publicada del veintidós 
de septiembre del año dos mil.” 

 
 

En el caso, el citatorio de 15 de marzo de 2017 y el acta parcial 

de inicio de 16 siguiente,  cuyo valor probatorio es pleno en los términos 

del artículo 46, fracción I de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, máxime que no fueron redargüidos de falsedad por el 

actor acreditan —entre otros— los hechos siguientes:  

 

A las 12:45 horas,  del día 15 de marzo de 2017, el visitador 

adscrito a la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de 

Chiapas “1”,  se constituyó en el domicilio de ***** ***** *********, sito en *** *** 

**** ****** **** ****** ** ****** ********** *******, para hacer entrega de la orden de 

visita *************, al efecto requirió la presencia del contribuyente a *** *** **** 

****** **** ****** ** ****** ********** ******** quien respondió en forma expresa que: 

“no se encontraba presente en el lugar en que se actúa, en virtud de estar 

atendiendo asuntos de trabajo fuera de la ciudad y, por lo tanto, no podía 

atender esta diligencia”, por lo que al no encontrarlo le dejó un citatorio 

para que estuviera presente en el domicilio  indicado  el día 16 de marzo 

de 2017, a las 09:50 horas; citatorio que recibió ****** ***** ********* ********, en 

su calidad de contador quién se identifico y estampó  su  firma para 

constancia.   

 

En la fecha y hora indicada en el  citatorio, los visitadores se 
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constituyeron de nueva cuenta, en el domicilio del hoy actor  para hacer 

entrega de la orden e iniciar la visita, además,  asentaron que al no haber 

encontrado al representante legal de la empresa entendieron la diligencia 

con ****** ***** ********* ******** en su carácter de tercero, quien se ostentó 

como Contador del actor. En consecuencia levantaron el acta parcial de 

inicio a las 09:50 horas, del 16 de marzo de 2017, según se desprende del 

folio **************** de la referida acta.  

  

Los  párrafos  precedentes ponen de relieve que el citatorio y 

el inicio de la visita observaron las formalidades establecidas en las 

disposiciones transcritas.  

 

Al respecto, el accionante en el tercer concepto de 

impugnación sostiene que el citatorio dejado para entregar la orden de 

visita domiciliara debe especificar las contribuciones a revisar. 

 

Argumento que es infundado porque, como se precisó 

anteriormente, el citatorio únicamente debe señalar la fecha en que el 

visitador se constituyó en el domicilio fiscal del contribuyente, el nombre 

y domicilio fiscal del visitado, la mención de que  el contribuyente o su 

representante legal deberá esperarlo a determinada hora del día 

siguiente, y el objeto de la notificación, es decir, que la diligencia será para 

recibir la orden de visita, elementos que sí se precisaron en el citatorio de 

15 de marzo de 2017.  

 

Entonces, si la Administración Desconcentrada Jurídica de 

Chiapas “1” al emitir la resolución impugnada arribó a similares 

conclusiones,  tan fue así que desestimó los agravios segundo y tercero 

planteados al respecto debe concluirse que su actuación se apegó a 

derecho.  

 

SEXTO. Esta Sala por cuestión de método analiza en este 

considerando el cuarto concepto de impugnación en el que el actor 

aduce lo siguiente: 
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“CUARTO. INDEBIDA DETERMINACIÓN DE LA ADJ 
RESPECTO AL CUARTO AGRAVIO DEL RECURSO DE 
REVOCACIÓN, EN EL QUE PLANTEAMOS LA ILEGALIDAD DE 
LA RECLASIFICACIÓN DE LOS INGRESOS DECLARADOS POR 
ASIMILADOS A SALARIOS, POR NO CITAR EL FUNDAMENTO 
LEGAL QUE LE PERMITA EFECTUARLA; POR NO DAR A 
CONOCER LA INFORMACIÓN SUPUESTAMENTE RECABADA 
DE LA CONSULTA A SUS SISTEMAS; POR BASARSE EN 
HECHOS O CIRCUNSTANCIAS DE TERCEROS; POR NO 
HABER COMPULSADO AL TERCERO 

A la luz del presente concepto de impugnación se solicita se 
declare la nulidad de la resolución impugnada, toda vez que 
la ADJ actuó indebidamente al declarar como infundados los 
argumentos que expusimos en el cuarto concepto de agravio 
que hicimos en el recurso de revocación. 

Como podrá apreciarlo ese H. Tribunal, en la primera parte del 
aludido concepto de impugnación transcribimos las 
siguientes fojas del crédito fiscal: 
 
Se transcribe 

Una vez realizada la transcripción de mérito, expusimos en el 
recurso de revocación, que de lo antes citado se advertía que 
la Administración Desconcentrada de Auditoria Fiscal 
reclasificó los ingresos que se indican en la Constancia de 
retención declarados por la parte hoy actora como asimilados 
a salarios pagados por MERCURIO ALTA DIRECCIÓN, 
basándose en que de acuerdo a la consulta a "sus bases de 
datos" resultaba materialmente imposible que ésta última 
empresa le haya efectuado esos pagos, debido a que no 
contaba con infraestructura, ni con personal ni con activos. 

Así, en base a dicha determinación hicimos varios agravios 
que la autoridad atendió en desorden a como los planteamos, 
mismos que a continuación procedemos a señalar. 

En la foja,9 del recurso dijimos que la autoridad emisora del 
crédito fiscal NO ME DIO A CONOCER LAS CONSULTAS que 
realizó la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal 
para llegar a la conclusión de que resultaba materialmente 
imposible de que la empresa MERCURIO ALTA DÍRECCIÓN 
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me hubiere efectuado los pagos señalados debido a que ésta 
última persona moral no contaba con infraestructura, activos 
o pagos de retenciones. 

Efectivamente, la autoridad liquidadora señaló en el crédito 
fiscal que la información la obtuvo de: 
 
Se transcribe 

Así, expusimos en el recurso de revocación, que resultaba 
indudable de que la liquidadora estaba basando su 
determinación en hechos o circunstancias de un terceros 
como lo es MERCURIO ALTA DIRECCIÓN, que 
supuestamente conoció u obtuvo de la consulta a las distintas 
bases de datos con la que cuenta el Servicio de 
Administración Tributaria, pues bien, es el caso que durante la 
auditoría la autoridad nunca me dio a conocer esa información 
que supuestamente obtuvo de la mencionada consulta, lo 
cual es violatorio al artículo 38 fracción IV del Código Fiscal de 
la Federación, precepto legal que la obliga a adjuntar a su 
acto de autoridad todos los elementos en que se basa para 
emitirlo, razón por la cual niego en términos del artículo 68 del 
Código Fiscal de la Federación que efectivamente hubiere 
realizado la consulta en comento, o que habiéndolo hecho 
hubiere obtenido esa información a que hace referencia. De 
ahí que se hubiere pedido la revocación del crédito fiscal. 
Pues bien, en la foja 32 de la resolución del recurso de 
revocación, la ADJ señala que: 
 
Se transcribe 

De lo antes transcrito respecto a estar parte del argumento 
planteado, se aprecia que ADJ resolvió que conforme al 
artículo 63 primero y último párrafo del Código Fiscal de la 
Federación, "...el único supuesto normativo por el cual la 
autoridad se encontraba obligada a tener que darle a conocer 
el resultado obtenido, es cuando otras autoridades 
proporcionen expedientes o documentos a la autoridad 
revisora, y éstas sirvan como motivo para sustentar los actos 
administrativos que al efecto emita, como bien lo dispone el 
segundo párrafo del artículo 63 del Código antes invocado, más 
no así cuando tal información que se utilice al emitir la 
resolución como la que hoy se impugna, se obtenga de la 
consulta a la base de datos a la cual tiene acceso la 
autoridad hacendaría, como bien lo establece el último 
párrafo del artículo 63 del citado ordenamiento tributario," 

Pues bien se manifiesta que la determinación de la ADJ es 
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indebida ya que pierde de vista lo siguiente: 

1. Que conforme a una interpretación prohomine, a la que 
está obligada conforme al artículo 1 de nuestra Constitución, 
lo que establece el primer párrafo del artículo 63 del Código 
Fiscal de la Federación, respecto a poder basar sus 
determinaciones en información que obre en su base de 
datos sin tener que dársela a conocer al contribuyente, sólo 
puede actualizarse si esa información es del PROPIO 
CONTRIBUYENTE AUDITADO y no, de un TERCERO; ello 
porque precisamente al ser su propia información del 
auditado, no es necesario que se le dé a conocer, ya que 
obviamente ya la conoce. 

Circunstancia que es totalmente distinta cuando se trata de 
información de un TERCERO que obra en los archivos de la 
autoridad; ya que la misma, al ser precisamente de un tercero, 
no es posible que el contribuyente auditado la conozca. 

Por lo tanto, en cumplimiento al artículo 38 fracción IV del 
Código Fiscal de la Federación, y conforme a una 
interpretación prohomine del primer párrafo del artículo 63 
del Código Fiscal de la Federación, se debe de llegar a una 
conclusión: 

Si la información de un TERCERO que obra en la base de datos 
del SAT, la autoridad la utiliza como motivación del acto que 
le notifica a un contribuyente determinado, es indispensable 
que le dé a conocer a éste dichas consultas, para que tenga 
la seguridad jurídica de que efectivamente lo que le está 
diciendo en el documento que contiene el acto 
administrativo, es cierto, ello en virtud de que se trata de 
información de un TERCERO. 

2. Además, porque la autoridad perdió totalmente de vista 
que en esta parte del agravio expuesto en el recurso de 
revocación, negamos lisa y llanamente en términos del 
artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, el que la 
liquidadora hubiere realizado las consultas donde obtuvo la 
información del TERCERO que empleó como motivación para 
determinar el crédito fiscal; negativa con la cual le revertimos 
la carga de la prueba a la hoy demandada, lo que significaba 
que debió de haber acompañado a la resolución del recurso 
de revocación, esas 'supuestas consultas" que efectuó la 
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liquidadora, circunstancia que en el presente caso no 
aconteció, por lo que precluyó su derecho a hacerlo, trayendo 
con ello como consecuencia determinara que efectivamente 
NUNCA SE REALIZARON ESAS CONSULTAS cuya 
información empleó como motivación la autoridad emisora 
del crédito fiscal. 

Por otra parte, y siguiendo la resolución del recurso de 
revocación, tenemos que en la foja 33 de la misma, la hoy 
demandada señaló que: 

De lo antes transcrito se advierte que la autoridad está 
resolviendo la parte del agravio en la que invocamos que si la 
autoridad tenía dudas en cuanto a la Constancia de Retención 
de salarios y asimilados que me fue pagado por la 
contribuyente MERCURIO ALTA DIRECCIÓN, basándose en que 
de acuerdo a la consulta a "sus bases de datos" resultaba 
materialmente imposible que esta última empresa me haya 
efectuado esos pagos, debido a que no contaba con 
infraestructura, ni con personal ni con activos, entonces PUDO 
HABER COMPULSADO A MI RETENEDOR con el fin de que 
éste le explicase el motivo del porqué supuestamente no 
declaró activos o infraestructura o porque no enteró las 
retenciones que me realizó y que constan en la Constancia 
de Retenciones que me expidió. 

A lo que la hoy demandada respondió que tal razonamiento era 
infundado ya que contrario a lo que sostenemos, "...la facultad 
de comprobación de realizar compulsas con la citada 
empresa por parte de la autoridad fiscal es totalmente 
discrecional, de la cual no existe precepto legal alguno que 
obligue a la fiscalizadora el realizar tal compulsa...". 

E insiste la demandada en el sentido de que "...es a la autoridad 
crediticia a quien la ley le da la facultad de determinar cuando 
la información y documentación es suficiente o no para 
determinar la situación fiscal del contribuyente auditado, y no 
está en función de que el ocursante manifieste que la 
autoridad revisora se encontraba en aptitud de realizar 
compulsa con la citada empresa, en virtud de que dicha 
facultad es discrecional, es decir, se deja a la autoridad 
emisora la facultad de decir si decide o no ejercer compulsa 
con terceros, lo que es completamente válido porque 
estamos en presencia de facultades discrecionales, pues 
pensar lo contarlo, seria coartar las facultades de 
comprobación de la autoridad contempladas en el artículo 16 
Constitucional...." 

Sobre estos puntos se manifiesta que la ADJ no atendió lo que 
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efectivamente planteamos, ya que es cierto que las 
facultades de COMPULSAR a alguien por parte del fisco en 
principio es una facultad discrecional; sin embargo, 
consideramos que deja de serio, y se convierte en reglada, 
cuando la pretende determinar una consecuencia jurídica a 
un contribuyente, basándose en actos, conductas o presuntas 
omisiones por parte de un tercero. 

Ciertamente no hay que olvidar que la razón de ser de la 
existencia de las COMPULSAS es precisamente para que la 
autoridad tenga una herramienta con la que pueda 
comprobar efectivamente lo que el contribuyente auditado le 
declaro, como sería en el caso de la Constancia de 
Retenciones expedida por el retenedor. 

Por lo tanto, ante el escenario de la revisión de una situación 
bilateral, en la que intervino el contribuyente auditado 
declarando que un tercero le realizó las retenciones que se 
indican en la Constancia de retención que éste le expidió, si la 
autoridad tiene dudas en cuanto a dicha retención, DEBE de 
ejercer la facultad que la ley le otorgar de COMPULSAR al 
tercero, ello con el fin de constatar que efectivamente éste le 
realizó las retenciones que se indican en la citada consulta, y 
no únicamente basarse en supuestos datos o información que 
aparecen en su base de datos. 

En este orden de ideas, no es válido que la autoridad 
argumente que no ejerció dicha facultad, porque la misma es 
una facultad discrecional, ya que, bajo el escenario que hoy 
nos ocupa, dicha facultad se convierte en reglada, ello porque 
precisamente, la razón de ser de su existencia, es que la 
autoridad COMPULSE al tercero, cuando no la convence la 
información que obtuvo del contribuyente auditado. 

Para una mejor comprensión de lo antes expuesto es 
menester realizarnos una pregunta: ¿cuándo la autoridad 
debe de realizar una compulsa? Es decir, ¿el legislador le 
estableció en qué casos y en que casos no la autoridad debía 
ejercer la compulsa? 

Si leemos el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación 
veremos que el legislador estableció las COMPULSAS a 
terceros, con el fin de verificar el cumplimiento de las 
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disposiciones legales por parte del contribuyente auditado, 
derivadas precisamente de las operaciones que realizó éste 
último con aquel, sin que se hubiere establecido los casos 
en que podía llevar a cabo dicha compulsa. Lo cual nos lleva 
a pensar que, si las determinaciones u omisiones detectadas 
por la autoridad hacia el contribuyente auditado se basan en 
las operaciones relacionadas con un TERCERO, la autoridad 
se encuentra obligada a compulsado, ello para estar en 
posibilidad legal de determinar, agotando las facultades que 
la ley le otorga, que efectivamente se incumplieron con las 
disposiciones legales debidas. De otra manera, no 
entendemos la razón de existencia de las compulsas. 

Es decir, nosotros entendemos que la facultad de compulsar 
es discrecional solamente cuando la autoridad determina las 
omisiones en base a conductas o actos realizados 
exclusivamente por el contribuyente auditado, es decir, que 
le basta la información de éste para poder determinar la 
omisión; pero cuando la determinación se debe a algo que 
hizo un tercero relacionado con este, es imprescindible que la 
autoridad lo compulse para corroborar el dicho del 
contribuyente auditado, siendo en estos casos, cuando la 
facultad en mención dejó de ser discrecional y se transformó 
en reglada. 

En efecto, recordemos que una facultad reglada está 
conceptualizada como aquella en la que el legislador, ante 
una situación determinada, le otorga a la autoridad la 
posibilidad de elegir entre dos o más vías de actuación; 
supuesto que no se actualiza en la especie, ya que de una 
interpretación pro homine del artículo 63 en relación con el 
artículo 42 y el 38 fracción IV del Código Fiscal de la 
federación, se tiene que cuando la autoridad basa su 
determinación en hechos derivados de actos, omisiones o 
conductas realizadas por un tercero relacionado con el 
contribuyente, es indispensable que a éste le dé a conocer 
precisamente esos hechos, para que el contribuyente esté en 
posibilidades de comprobar si efectivamente, dichos hechos 
fueron apreciados en la forma en que lo hizo la autoridad.” 

 
La Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” 

al contestar la demanda sostuvo la legalidad de la resolución 

impugnada. 

 

De las manifestaciones de las partes se advierte que la litis en 

el presente considerando se circunscribe en determinar si la 

Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” al dar 
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contestación al agravio cuarto propuesto por la entonces recurrente se 

apegó a derecho, definiendo si era necesario que la autoridad 

fiscalizadora citara el fundamento legal que le permite efectuar la 

reclasificación de los ingresos declarados por asimilados a salarios, diera 

a conocer la información supuestamente recabada de la consulta a sus 

sistemas por basarse en hechos o circunstancias de terceros y que 

compulsara al tercero. 

 

Esta Sala considera infundado el concepto de impugnación 

transcrito, en primer término, porque  al comparar los argumentos de la 

entonces recurrente, con la resolución impugnada se observa que la 

Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” al desestimar el 

agravio cuarto propuesto, además de examinarlo íntegramente, se 

sustentó en consideraciones congruentes con los planteamientos 

expuestos por la recurrente, lo que basta para considerar que no infringió 

el artículo 132 del Código Fiscal de la Federación, pues la autoridad 

demandada sí precisó las razones por las cuales el citatorio no debe 

precisar los elementos que pretende; y, por ende, debe desestimarse la 

afirmación de la accionante en el sentido de que la enjuiciada no analizó 

de manera correcta el agravio hecho valer en su recurso. 

 

En segundo término, porque la Administración 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal al emitir el oficio ************************** de 

29 de agosto de 2018 determinó lo siguiente: 

 

“Por todo lo anterior esta Autoridad Fiscal determina que los 
ingresos manifestados por el contribuyente revisado ****** 
********* ***** por concepto de asimilados a salarios, los cuales 
fueron manifestados en su Declaración Anual presentada en 
el portal del Servicio  de Administración Tributaria, con fecha 
30 de Abril de 2014, con número de operación: ************* 
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correspondiente al ejercicio fiscal 2013, en cantidad de 
$813,614.00, con un Impuesto Sobre la Renta retenido en 
cantidad de $240,282.00 mismos Pagos que supuestamente 
fueron efectuados por la contribuyente ******** **** ********** **** ** 
***** *** ****** ************* al contribuyente revisado; estos no 
pertenecen realmente a dicha clasificación de ingresos, toda 
vez que de la información proporcionada por el contribuyente 
revisado como lo es la Constancia de sueldos, salarios, 
conceptos asimilados, crédito al salario y subsidio para el 
empleo” del ejercicio fiscal 2013, aportada por el C. ***** ****** 
****, en su carácter de tercero y Contador del contribuyente 
revisado, mediante ACTA PARCIAL No. 2 levantada con fecha 
28 de marzo de 2017, y así  como de las consultas a sistemas 
institucionales con que cuenta el Servicio de Administración 
Tributaria como son los aplicativos denominados CUENTA 
UNICA WEB, a los cuales tiene acceso esta autoridad fiscal y 
se utiliza de conformidad con lo señalado en el artículo 63 
primer y último párrafo del código fiscal de la federación 
vigente, se conoció que resulta materialmente imposible que 
la contribuyente ******** **** ********** **** ** ***** haya efectuado 
dichos pagos, ello debido a que no cuenta con la 
infraestructura, tampoco cuenta con personal, así como no 
presentó declaración anual del ejercicio 2013, por tanto no se 
conocieron activos, ni elementos que le dieran certeza de 
tener la capacidad material para llevar a cabo la actividad 
manifestada al Registro Federal de Contribuyentes, como lo 
es la de “Servicios de consultoría en administración” y por 
consiguiente es imposible que haya fungido como empleador 
del contribuyente ****** ********* ***** durante el ejercicio 
revisado, y por tanto los ingresos manifestados, al no 
pertenecer a ingresos asimilados a salarios, estos se 
determinan como “De los demás ingresos que obtengan las 
personas físicas”, misma clasificación que se encuentra 
contemplada en el Título IV Capítulo IX de la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta, vigente en el ejercicio revisado”. 
 
 

Como se ve, la referida autoridad reclasificó los ingresos 

manifestados por el hoy actor en su declaración anual presentada en el 

Portal del Servicio de Administración Tributaria el 30 de abril de 2014 por 

concepto de asimilados a salarios en cantidad de $813,614.00, como “De 

los demás ingresos que obtengan las personas físicas” contemplada en el 

título IV, Capítulo IX de la Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente en el 

ejercicio revisado. 
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Sin embargo, contrario a lo referido por el accionante, la 

fiscalizadora no se encontraba obligada a citar el fundamento legal que le 

permita efectuar la reclasificación de los ingresos declarados por 

asimilados a salarios en tanto que tal determinación la realizó en el 

ejercicio de sus facultades de comprobación que estaba realizando al 

amparo de la orden de visita *************. 

 

En otro sentido, la Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal tampoco se encontraba obligada a dar a conocer al hoy 

actor los resultados de las consultas realizadas a sus sistemas 

institucionales con que cuenta el Servicio de Administración Tributaria en 

las que se apoyó para concluir que resultaba materialmente imposible 

que la empresa ******** **** ********** **** ** **** le hubiera efectuado los pagos 

señalados debido a que dicha empresa no contaba con infraestructura, 

activos o pagos de retenciones. 

 

Se afirma lo anterior porque el artículo 63 del Código Fiscal de 

la Federación, establece: 

 

“Artículo 63. Los hechos que se conozcan con motivo del 
ejercicio de las facultades de comprobación previstas en este 
Código o en las leyes fiscales, o bien que consten en los 
expedientes, documentos o bases de datos que lleven, 
tengan acceso o en su poder las autoridades fiscales, así 
como aquéllos proporcionados por otras autoridades, podrán 
servir para motivar las resoluciones de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público y de cualquier otra autoridad u 
organismo descentralizado competente en materia de 
contribuciones federales. 
 
Cuando otras autoridades proporcionen expedientes o 
documentos a las autoridades fiscales conforme a lo 
dispuesto en el párrafo anterior, estas últimas deberán 
conceder a los contribuyentes un plazo de quince días, 
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contado a partir de la fecha en la que les den a conocer tales 
expedientes o documentos, para manifestar por escrito lo que 
a su derecho convenga, lo cual formará parte del expediente 
administrativo correspondiente. 
 
Las mencionadas autoridades estarán a lo dispuesto en el 
primer párrafo de este artículo, sin perjuicio de su obligación 
de mantener la confidencialidad de la información 
proporcionada por terceros independientes que afecte su 
posición competitiva, a que se refiere el artículo 69 de este 
Código. 
 
Las copias, impresiones o reproducciones que deriven del 
microfilm, disco óptico, medios magnéticos, digitales, 
electrónicos o magneto ópticos de documentos que tengan 
en su poder las autoridades, tienen el mismo valor probatorio 
que tendrían los originales, siempre que dichas copias, 
impresiones o reproducciones sean certificadas por 
funcionario competente para ello, sin necesidad de cotejo con 
los originales. 
 
También podrán servir para motivar las resoluciones de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y cualquier otra 
autoridad u organismo descentralizado competente en 
materia de contribuciones federales, las actuaciones 
levantadas a petición de las autoridades fiscales, por las 
oficinas consulares. 
 
Las autoridades fiscales presumirán como cierta la 
información contenida en los comprobantes fiscales digitales 
por Internet y en las bases de datos que lleven o tengan en su 
poder o a las que tengan acceso.” 

 

 

El numeral transcrito prevé que las autoridades en la materia 

pueden motivar sus resoluciones en hechos que conozcan con motivo 

del ejercicio de sus facultades de comprobación o que consten en 

expedientes, documentos o bases de datos que lleven, tengan acceso o 

en su poder, así como aquellos proporcionados por otras autoridades, 

esto es, las no fiscales; en este último supuesto, existe obligación de 

dar a conocer a los contribuyentes tales expedientes o documentos y 

concederles un plazo de quince días para que manifiesten lo que a su 

derecho convenga. 

 

En tal virtud, si la Administración Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal reclasificó los ingresos manifestados por el hoy actor en su 
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declaración anual presentada en el Portal del Servicio de Administración 

Tributaria el 30 de abril de 2014 por concepto de asimilados a salarios en 

cantidad de $813,614.00, como “De los demás ingresos que obtengan las 

personas físicas”, con base en  las consultas a sistemas institucionales con 

que cuenta el Servicio de Administración Tributaria como son los 

aplicativos denominados CUENTA UNICA WEB, es innegable que no se 

encontraba obligada a darle a conocer al accionante los resultados de 

dichas consultas pues ello únicamente es obligatorio cuando la 

información es proporcionada por autoridades no fiscales, tal como se 

desprende del  precepto transcrito. 

 

La anterior conclusión no se desvirtúa porque esas consultas 

pertenecen a hechos o circunstancias de terceros en tanto que el artículo 

63 del Código Fiscal de la Federación no hace esa distinción y por ello no 

es dable a esta Sala hacerla, dado el principio general de derecho que 

enuncia donde la ley no distingue, el juzgador  no debe distinguir. 

 

De ahí que carezca de trascendencia jurídica la negativa lisa y 

llana planteada por el demandante respecto de que la autoridad 

fiscalizadora hubiere realizado la consulta en comento. 

 

Tanto más porque la enjuiciada al contestar exhibió copias 

certificadas de los documentos siguientes: 

 

— Consulta al Sistema de Declaraciones y Pagos en los 
apartados de Consulta del Ejercicio, respecto a la empresa  ******** **** 
********** **** ** **** 

 
— Consulta al Sistema CUENTA UNICA WEB, en el apartado 

de Nuevo Esquema de Pagos y Declaraciones, donde se visualizan las 
declaraciones presentadas por los contribuyentes, respecto a la empresa 
******** **** ********** **** ** **** 
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— Consulta al Sistema CUENTA UNICA WEB, en el apartado 

de Declaraciones Informativas, donde se visualizan las declaraciones 
presentadas por los contribuyentes, respecto a la empresa ******** **** 
********** **** ** **** 

 
 

Tales documentales, que obran a fojas 551 a 555 del 

expediente en que se actúa, se valoran de confromidad con lo dispuesto 

en los artículos 188 y 210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles 

de aplicación supletoria, por lo que se les concede  valor probatorio pleno, 

por tratarse de documentos aportados por los descubrimientos de la 

ciencia, cuya información es imputable a la dependencia que los expide, 

pues contienen los datos de fiabilidad tales como el logotipo del Servicio 

de Administración Tributaria y la fecha en que fueron consultados 24 de 

enero de 2018. 

 

Por consiguientes son suficientes para desestimar la negativa 

realizada por el demandante respecto de que las consultas en las que se 

basó la autoridad fiscalizadora para reclasificar los ingresos manifestados 

por el hoy actor en su declaración anual presentada en el Portal del 

Servicio de Administración Tributaria el 30 de abril de 2014. 

 

En otro sentido, es cierto que la autoridad fiscalizadora para 

efectos de mejor conocer la situación fiscal de un contribuyente auditado, 

está facultada para compulsar a uno o varios de sus terceros relacionados 

y, que el resultado de dicha o dichas compulsas, debe hacerse del 

conocimiento del gobernado auditado, con todas las actas y los papeles 

de trabajo que se hubieren formulado con motivo del medio indirecto de 

comprobación, para cumplir con la garantía de audiencia a favor del 

contribuyente dentro del procedimiento de fiscalización1. 

 

Sin embargo, no debe perderse de vista que dicha facultad es 

discrecional, lo cual implica que la autoridad puede decidir ejercerla o no, 

                                                 
1 VII-CASR-NCI-21. COMPULSA A TERCEROS. RESULTA OBLIGATORIO QUE SE DEN A CONOCER 
AL CONTRIBUYENTE AUDITADO, LOS RESULTADOS DE ESTA EN EL OFICIO DE OBSERVACIONES, 
CORRIÉNDOLE TRASLADO CON TODAS LAS ACTAS Y LOS PAPELES DE TRABAJO QUE SE 
ELABOREN. R.T.F.J.A. Octava Época. Año I. No. 3. Octubre 2016. p. 592. 
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lo que en el caso aconteció, en tanto que la fiscalizadora consideró más 

viable, a efecto de constatar que los ingresos manifestados por el hoy 

actor por concepto de asimilados a salarios en cantidad de $813,614.00, 

resultaran procedentes, realizar las consultas a sistemas institucionales 

con que cuenta el Servicio de Administración Tributaria como son los 

aplicativos denominados CUENTA UNICA WEB respecto de la empresa 

******** **** ********** **** ** **** 

 

En tal virtud, al constituir una facultad discrecional las  

compulsas con terceros, evidentemente la autoridad no se encontraba 

obligada a compulsar a la contribuyente ******** **** ********** **** ** ***** que 

realizó los pagos por el indicado concepto pues, la autoridad consideró 

conveniente allegarse de información con que cuenta en sus propios 

sistemas como lo es la contenida en la CUENTA UNICA WEB, a fin de 

constatar la veracidad de lo declarado por el hoy accionante y, por ende, 

que resulten infundados los argumentos  hechos valer al respecto en este 

apartado de la demanda. 

 

Luego, si la Administración Desconcentrada Jurídica de 

Chiapas “1” al emitir la resolución impugnada arribó a similares 

conclusiones, tan fue así que desestimó el agravio cuarto planteado al 

respecto debe concluirse que su actuación se apegó a derecho.  

 

SÉPTIMO. Esta Sala por cuestión de método analiza en este 

considerando el quinto concepto de impugnación en el que el actor 

aduce lo siguiente: 
 

“QUINTO. ILEGAL DETERMINACIÓN DE QUE LA NULIDAD 
DEL MOTIVO EXPUESTO POR LA ADAF PARA RECLASIFICAR 
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LOS INGRESOS, SEA PARA QUE EXPRESE OTROS MOTIVOS 

Ahora bien, en consonancia con el anterior concepto de 
impugnación, ahora hacemos valer la violación al artículo 133 
del Código Fiscal de la Federación que comete la hoy 
demandada, al establecer que con fundamento en la fracción 
III de ese dispositivo legal, declara la nulidad para el efecto 
de que la ADAF "exponga otros motivos" que sustente la 
reclasificación de los ingresos que realizó, lo cual es 
totalmente ilegal, ya que la hoy demandada debió de haber 
declarado la nulidad del crédito fiscal en virtud de que uno de 
sus elementos (como lo son los ingresos reclasificados) 
fueron determinados de manera ilegal por parte de la 
emisora. 

En efecto, a partir de la foja 35 y hasta la 42 de la resolución 
del recurso de revocación, la demandada declara fundado el 
agravio que expusimos en torno a que el ÚNICO motivo 
expuesto por la ADAF para reclasificar los ingresos (de 
asimilados como los declaré, a otros ingresos) era ilegal 
porque se basaba en hechos de terceros, como lo son, el que 
supuestamente mi retenedor no tenía activos, infraestructura 
o personal, o que no había enterado las retenciones que nos 
hizo, tal y como se advierte de la foja 36: 
 
Se transcribe 

Pues bien, después de analizar nuestro argumento, la 
autoridad estuvo de acuerdo con nosotros, y declaró la 
nulidad, sin embargo, donde actuó ilegalmente fue en el 
efecto que le imprimió, ya que en la foja 41 dijo que la nulidad 
era para lo siguiente: 

 
Se transcribe 
 
De lo antes transcrito se aprecia que la hoy demandada 
declaró fundado el agravio que expusimos en cuanto a que 
resultaba indebido el UNICO MOTIVO que expuso la ADAF 
para reclasificar los ingresos que declaré, conforme a la 
constancia de retenciones que me expidieron, como 
asimilados a salarios. Sin embargo, la nulidad fue para el 
efecto de que dicha autoridad EMITIERA UNA NUEVA EN LA 
QUE DIVERSO AL MOTIVO QUE EN SU MOMENTO LA LLEVO 
A DETERMINAR QUE DICHOS INGREOS NO CORRESPONDEN 
AL CONCEPTO DE INGESOS ASIMILADOS POR SALARIOS, SE 
PRONUNCIE LEGALMENTE SI EXISTEN OTRO MOTIVOS 
LEGALES QUE CONLLEVARON A REALIZAR TAL 
DETERMINACIÓN EN LOS TÉRMINOS Que lo hizo la ADAF.  

Ese efecto que le imprimó la hoy demandada a su resolución 
es totalmente contrario a lo que dispone el 133 del Código 
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Fiscal de la Federación, ya que la ilegalidad cometida por la 
autoridad recurrida fue en cuanto al FONDO del asunto, lo que 
significa que debió de haberse declarado la nulidad lisa y llana 
del crédito fiscal, ya que se declaró INDEBIDO EL ÚNICO 
MOTIVO expuesto por la ADAF para proceder a la 
reclasificación. 

Por lo tanto, en el caso que nos ocupa no estamos ante una 
AUSENCIA de motivos por parte de la liquidadora que pudiera 
conllevar a que se decretase la nulidad para el efecto de que 
la autoridad los expusiera, sino ante la valoración y 
declaración de INDEBIDO del único motivo que expuso como 
tal en el crédito fiscal. 

En este orden de ideas, como es de explorado derecho, las 
resoluciones emitidas en lo que refiere a la legalidad de un 
acto administrativo, conforme al 133 y 133-A del Código Fiscal 
de la Federación, pueden decretarse en tres sentidos 
diferentes; ello, porque la resolución de un Recurso de 
Revocación puede declarar la validez de la resolución 
recurrida, o bien, declarar la nulidad de dicha resolución 
impugnada, nulidad misma que puede variar, pudiendo ser 
lisa y llana y bien para efectos, dependiendo de las 
violaciones de la cual adolezca el acto recurrido. 

Esta distinción entre nulidades, es decir, entre la lisa y llana y 
la nulidad para efectos, tiene su disyuntiva precisamente en 
cuales fueron las causales que fueron pauta para decretar la 
nulidad del acto reclamado. 

Como es de explorado derecho, corresponde decretar la 
nulidad para efectos cuando los vicios de los cuales adolece 
la resolución impugnada obedecen meramente a ilicitudes 
derivadas de vicios de carácter formal que contrarían el 
principio de legalidad, como pueden ser la omisión de 
formalidades propias o inherentes a la resolución 
administrativa impugnada e inclusive la ausencia de 
fundamentación y motivación; igualmente, los vicios en el 
procedimiento del cual derivó dicha resolución, los que 
pueden implicar también la omisión de formalidades 
establecidas en las leyes, violatorias de la garantía de 
legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es 
decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución 
impugnada. 
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Es en tales casos, en que se contemplan violaciones de 
carácter formal, cuando la nulidad debe ser tan sólo para los 
efectos de enmendar o corregir los supuestos de ilicitud en 
que se hubiese incurrido, por ser apenas el modo, expresión 
o apariencia, el cómo de la voluntad de la administración 
expresada en el acto administrativo respectivo, es decir, es el 
medio a través del cual se prepara y exterioriza la voluntad 
administrativa. 

Por otro lado, la nulidad debe ser declarada lisa y llana en 
otros supuestos, por ejemplo, cuando existe incompetencia 
de la autoridad que dicta u ordena la resolución impugnada o 
tramita el procedimiento el que deriva y, así mismo, procederá 
declarar la nulidad lisa y llana cuando los hechos que 
motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se 
apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en 
contravención de las disposiciones aplicables o dejó de 
aplicar las debidas, lo que implica el fondo o sustancia del 
contenido de la resolución impugnada. En ambos casos se 
requiere, en principio, que la encargada de resolver realice el 
examen de fondo de la controversia. 

Es así que, de actualizarse tales supuestos, la nulidad no 
puede ser para efectos y debe declararse en forma lisa y llana, 
lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad en 
razón de la profundidad o trascendencia de la materia sobre 
la cual incide el vicio casado y que determina, en igual forma, 
un contexto específico sobre el que existirá cosa juzgada que 
no puede volver a ser discutida. 

Así las cosas, tenemos que la INDEBIDA MOTIVACIÓN 
consiste en que en el acto de autoridad sí se dan motivos, 
pero éstos no se ajustan a los presupuestos de la norma 
legal citada como fundamento aplicable al asunto, lo cual 
da como resultado que se declare la nulidad lisa y llana de 
la resolución impugnada. 
 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, FALTA O INDEBIDA. EN 
CUANTO SON DISTINTAS, UNAS GENERAN NULIDAD LISA Y 
LLANA Y OTRAS PARA EFECTOS. 

Por lo tanto el que la autoridad hoy demandada, ante la 
declaración de INDEBIDO que hizo del UNICO MOTIVO que 
expuso la autoridad liquidadora para proceder a la 
reclasificación de los ingresos, haya declarado la nulidad para 
el efecto de que ésta última emitiera otra dándole la 
oportunidad de expresar OTROS MOTIVOS distintos al 
declarado como indebido, es una determinación totalmente 
ilegal, ya que se insiste, ante una indebida motivación lo que 
procede es declarar su nulidad lisa y llana, y no permitirle a la 
autoridad emitir nuevos motivos que debió de haber hecho 
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precisamente cuando determinó el crédito fiscal. 

Razón por la cual se solicita se declare la nulidad de la 
resolución del crédito fiscal, en virtud de que la autoridad le 
está dando una nueva oportunidad a la ADAF para que 
proporcione motivos distintos al que expuso en el crédito 
fiscal, mismo que fue declarado como indebido por parte de 
la hoy demandada, cuando lo que debió de haber emitido es 
precisamente una nulidad lisa y llana.” 

 

 

La Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” 

al contestar la demanda sostuvo la legalidad de la resolución 

impugnada. 

 

De las manifestaciones de las partes se advierte que la litis en 

el presente considerando se circunscribe en determinar si la 

Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” al estimar 

parcialmente fundado el argumento del entonces recurrente, relativo a 

que la razón por la cual la autoridad fiscalizadora realizó la reclasificación 

de los ingresos no se encuentra debidamente fundada ni motivada, debió 

declarar la nulidad lisa y llana del crédito recurrido y no para el efecto de 

que  emita otro dándole la oportunidad de expresar otros motivos 

distintos al declarado invalido. 

 

Esta Sala considera parcialmente fundado el concepto de 

impugnación transcrito porque los artículos 132 y 133 del Código Fiscal 

de la Federación en lo conducente, disponen:    

 

“Artículo 132. La resolución del recurso se fundará en 
derecho y examinará todos y cada uno de los agravios hechos 
valer por el recurrente, teniendo la facultad de invocar hechos 
notorios; pero cuando se trate de agravios que se refieran al 
fondo de la cuestión controvertida, a menos que uno de ellos 
resulte fundado, deberá examinarlos todos antes de entrar al 
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análisis de los que se planteen sobre violación de requisitos 
formales o vicios del procedimiento.  
 
La autoridad podrá corregir los errores que advierta en la cita 
de los preceptos que se consideren violados y examinar en su 
conjunto los agravios, así como los demás razonamientos del 
recurrente, a fin de resolver la cuestión efectivamente 
planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en el 
recurso. Igualmente podrá revocar los actos administrativos 
cuando advierta una ilegalidad manifiesta y los agravios sean 
insuficientes, pero deberá fundar cuidadosamente los 
motivos por los que consideró ilegal el acto y precisar el 
alcance de su resolución.  
 
No se podrán revocar o modificar los actos administrativos en 
la parte no impugnada por el recurrente.  
 
La resolución expresará con claridad los actos que se 
modifiquen y, si la modificación es parcial, se indicará el 
monto del crédito fiscal correspondiente. Asimismo, en dicha 
resolución deberán señalarse los plazos en que la misma 
puede ser impugnada en el juicio contencioso administrativo. 
Cuando en la resolución se omita el señalamiento de 
referencia, el contribuyente contará con el doble del plazo 
que establecen las disposiciones legales para interponer el 
juicio contencioso administrativo. 
 
Artículo 133.- La resolución que ponga fin al recurso podrá:  
 
I. Desecharlo por improcedente, tenerlo por no interpuesto o 
sobreseerlo, en su caso.  
 
II. Confirmar el acto impugnado.  
 
III. Mandar reponer el procedimiento administrativo o que se 
emita una nueva resolución.  

 
IV. Dejar sin efectos el acto impugnado.  
 
V. Modificar el acto impugnado o dictar uno nuevo que lo 
sustituya, cuando el recurso interpuesto sea total o 
parcialmente resuelto a favor del recurrente.  
 
Cuando se deje sin efectos el acto impugnado por la 
incompetencia de la autoridad que emitió el acto, la 
resolución correspondiente declarará la nulidad lisa y llana. 
 
 
Conforme a las disposiciones transcritas la resolución que 

ponga fin al recurso podrá —entre otros— dejar insubsistente lisa y 
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llanamente  el acto  recurrido tratándose de  vicios de fondo  previstos  en  

la    fracción IV.  

 

En cambio,  las  hipótesis contempladas  en las fracciones  III 

y V del invocado precepto,  se configuran  en  presencia de vicios formales 

y procesales que contrarían el principio de legalidad y que  conllevan a  la 

reposición del   procedimiento administrativo,  o bien, a que se emita una 

nueva  resolución.  

 

En el caso, la Administración Desconcentrada Jurídica de 

Chiapas “1” al emitir la resolución impugnada en específico al ocuparse 

del agravio cuarto lo estimó parcialmente fundado, con base en los 

motivos y fundamentos siguientes: 

 

“(…) 
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(…)” 
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Como se ve, la Administración Desconcentrada Jurídica de 

Chiapas “1” estimó fundado el argumento del entonces recurrente en el 

sentido de que el oficio ************************** de 29 de agosto de 2018 no se 

encuentra debidamente fundado ni motivado respecto de la 

reclasificación de los ingresos manifestados por el actor en su declaración 

anual presentada en el Portal del Servicio de Administración Tributaria el 

30 de abril de 2014 por concepto de asimilados a salarios en cantidad de 

$813,614.00, como “De los demás ingresos que obtengan las personas 

físicas” contemplada en el título IV, Capítulo IX de la Ley del Impuesto 

Sobre la Renta vigente en el ejercicio revisado, porque está basado 

únicamente en el resultado obtenido a las consultas a diversos sistemas 

de datos y registros que tiene acceso la fiscalizadora, sin que precise otros 

motivos legales que sustenten lo advertido al resultados a esas consultas 

en cuestión, y más aún si se considera que dichas consultas son basadas 

en el incumplimiento de obligaciones de terceros y no del propio 

contribuyente.  

 

En consecuencia,  con apoyo en el  artículo 133, fracción III del 

Código Fiscal de la Federación  dejó  insubsistente  la resolución  recurrida 

única y exclusivamente en cuanto a la determinación que los ingresos 

obtenidos y declarados en cantidad de $813,614.00 no corresponden  al 

concepto de ingresos asimilados a salarios, lo que conllevó a que la 

autoridad fiscal procediera a reclasificar tales ingresos dentro del 

apartado de los demás ingresos que obtienen las personas físicas. 

 

Además, ordenó a la Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Chiapas “1” a que, con las facultades de comprobación  

que tiene conferidas, emita una nueva resolución en la que diverso al 

motivo que en su momento conllevó a determinar que dichos ingresos no 
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corresponden al concepto de ingresos asimilados por salarios y 

procediera en ese caso a reclasificar esos  ingresos como  “De los demás 

ingresos que obtengan las personas físicas” contemplada en el título IV, 

Capítulo IX de la Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente en el ejercicio 

revisado, se pronuncie legalmente si existen otros motivos legales que 

conllevaron a realizar tal determinación en los términos que lo hizo la 

autoridad emisora, en caso de ser así, entonces la fiscalizadora con 

plenitud de jurisdicción, deberá precisar los fundamentos y motivos 

legales que conllevaron a tal conclusión los cuales, insiste, deberán ser 

diversos al motivo que invocó la autoridad revisora en la resolución 

recurrida y, por el contrario, en caso de no existir otro motivo manifiesto 

de ilegalidad por parte del contribuyente auditado, ordena a la autoridad 

fiscal a que considere que dichos ingresos declarados sí corresponden a 

ingresos asimilados a salarios, previsto en el artículo 110 primer párrafo de 

la Ley del Impuesto Sobre la Renta, por lo que deberá abstenerse de 

reclasificar dichos ingresos diversos al concepto que pertenecen.  

 

Lo anterior, resultó jurídicamente incorrecto porque al 

destruirse el único motivo que sustentó la reclasificación de ingresos lo 

procedente era declarar la nulidad de esa parte de la resolución recurrida 

en términos de lo previsto en la fracción IV del artículo 133 del Código 

Fiscal de la Federación, pues la resolutora no puede constreñir a la 

fiscalizadora a que ejerza nuevamente sus atribuciones en determinado 

sentido, pues ello llevaría a otorgar una segunda oportunidad a la 

autoridad para perfeccionar el acto recurrido y purgar todos los vicios y 

errores que se hayan producido en el primero, lo cual trasgrede en 

perjuicio del accionante las garantías de legalidad y seguridad jurídica. 

 

Tanto más porque no debe perderse de vista que la resolutora 

no puede constreñir a la fiscalizadora a que ejerza nuevamente sus 

atribuciones en determinado sentido, pues las ejercidas contra el 

accionante se trata de facultades de carácter discrecional. 

 
 
Orienta la anterior determinación, la jurisprudencia 133/2014 
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de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en la página 1689 del Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II de la 

Décima Época del Semanario Judicial de la Federación, cuyo rubro y texto 

es: 

 
“NULIDAD DE RESOLUCIONES O ACTOS DERIVADOS DEL 
EJERCICIO DE FACULTADES DISCRECIONALES. LA 
DECRETADA POR VICIOS DE FORMA DEBE SER PARA 
EFECTOS. De lo dispuesto en los artículos 51, 52 y 57 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
derivan las causas que dan lugar a la ilegalidad de la 
resolución impugnada, así como el tipo de nulidad que origina 
cada una de ellas y los actos que la autoridad debe realizar en 
cumplimiento de la sentencia anulatoria. En este marco se 
observa que cuando la resolución o acto materia del juicio 
deriva de un procedimiento oficioso iniciado con motivo del 
ejercicio de facultades discrecionales y se decrete su 
ilegalidad por vicios de forma, no puede decretarse su nulidad 
lisa y llana, ni simple o discrecional, sino que ésta debe ser 
para efectos, los cuales se traducen en que la autoridad 
determine dictar una nueva resolución o bien, decida no 
hacerlo, en el entendido de que si decide actuar deberá 
sujetarse al plazo de cuatro meses con los que cuenta para 
cumplir con el fallo y a subsanar los vicios formales de que 
adolecía el acto declarado nulo, en los términos 
expresamente señalados en la sentencia que se 
cumplimente.”. 
 
 
Como se desprende de la jurisprudencia trascrita, cuando la 

resolución recurrida sea resultado del ejercicio de facultades 

discrecionales y sea determinada su ilegalidad, en esencia, para la 

correcta fijación de sus alcances se debe distinguir cuál es la razón en que 

se apoyó la ilegalidad, pues cuando ésta se sustenta en cuestiones del 

fondo, esto es, que consista en que los hechos en que se apoyó la 

demandada no se demostraron o bien, que se declare la existencia de 

algún derecho en beneficio del gobernado, la declaración de nulidad es 

de tipo simple o discrecional; en cambio, cuando se advierten violaciones 
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de tipo formal la nulidad deberá decretarse para efectos, los que 

consistirán en que la autoridad determine dictar una nueva resolución en 

la que subsane los vicios formales del  acto declarado nulo o bien, decida 

no hacerlo. 

 

Atento a lo anterior se concluye, que la autoridad al resolver 

sobre la reclasificación de ingresos, esto es, una cuestión que se relaciona 

con el fondo del asunto, debió declarar la nulidad lisa y llana de esa parte 

de la resolución recurrida, porque las facultades de fiscalización ejercidas 

contra el actor son de tipo discrecional. 

 

La anterior conclusión no se desvirtúa con los argumentos de 

la enjuiciada en el sentido de que la resolución impugnada fue emitida 

con apego a derecho porque determinó una ausencia de motivación de 

la autoridad para la reclasificación de los ingresos por salarios a otros 

ingresos de las personas físicas, lo que indudablemente se trata de un 

vicio de forma, por lo que lo procedente es que la autoridad fiscalizadora 

emita una nueva en los términos precisados en la resolución al recurso. 

 

Lo que se justifica porque, contrario a lo referido por la 

demandada, la ilegalidad observada por la resolutora no  fue una ausencia 

de motivación sino una insuficiencia en los motivos que citó la 

fiscalizadora para reclasificar tal ingreso y, por ende, al resultar 

insuficiente el único motivo que sustentaba esa reclasificación es 

innegable que lo procedente era declarar la nulidad de esa parte de la 

resolución recurrida en términos de lo previsto en la fracción IV del 

artículo 133 del Código Fiscal de la Federación. 

 

En atención a las consideraciones expuestas esta Sala declara 

la nulidad de la resolución originalmente recurrida contenida en el oficio 

número ************************** de 29 de agosto de 2018, de conformidad con 

lo establecido en los artículos 51, fracción II y 52, fracción IV de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, para el efecto de 

que la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Chiapas “1” 
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emita otra en la que se abstenga de reclasificar los ingresos manifestados 

por el actor en su declaración anual presentada en el Portal del Servicio 

de Administración Tributaria el 30 de abril de 2014 en cantidad de 

$813,614.00 y considere que corresponden a ingresos asimilados a 

salarios. 

 

Y en idéntica causa de ilegalidad se ubicó la resolución 

impugnada; de ahí que debe declararse su nulidad lisa y llana. 

 

No pasa desapercibido que el actor en el décimo cuarto 

concepto de impugnación de la demanda aduce que la Administración 

Desconcentrada de Jurídica de Chiapas “1” al emitir la resolución 

impugnada omitió analizar los argumentos que expuso en su recurso en 

el sentido de que la autoridad no citó el fundamento legal que le permita  

desconocer una constancia de retenciones de sueldos y, por lo tanto, 

reclasificar el ingreso declarado que obra en la constancia; sin embargo, 

esta Juzgadora considera ocioso pronunciarse al respecto en tanto que 

fue declarada ilegal la reclasificación de ingresos efectuada por la 

fiscalizadora.   

  

OCTAVO. Esta Sala por cuestión de método analiza en este 

considerando los conceptos de impugnación sexto y séptimo en los que 

el actor aduce lo siguiente: 
 

“SEXTO. INDEBIDA DETERMINACIÓN DE LA ADJ EN TORNO 
AL QUINTO CONCEPTO DE AGRAVIO, EN EL QUE 
PLANTEAMOS LA INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN DE LA 
DETERMINACIÓN DE LOS INGRESOS PRESUNTOS DE LOS 
DEPÓSITOS BANCARIOS, AL NO EXISTIR UN PÁRRAFO 
TERCERO DENTRO DEL ARTÍCULO 59 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN. 
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A la luz del presente concepto de impugnación se solicita se 
declare la nulidad lisa y llana del crédito fiscal, ya que la ADJ 
declaró ilegalmente como infundado el quinto concepto de 
agravio que expusimos en el recurso de revocación, en torno 
a que la ADAF no había seguido el procedimiento legal 
previsto para que un contribuyente esté obligado a demostrar 
el origen de los depósitos bancarios. 

Cierto en la foja 56 del crédito fiscal la autoridad indica que: 
 
Se transcribe 

En este sentido, nosotros argumentamos en el recurso de 
revocación que la autoridad actuó en contra de las 
disposiciones legales debidas, ya que no debió de aplicar el 
artículo 59 del Código Fiscal de la Federación, sino el diverso 
107 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta , ello bajo el 
principio de aplicación de la ley especial sobre la general, ya 
que es éste el precepto legal que establece precisamente la 
obligación del contribuyente de demostrar el origen de los 
depósitos. 

A lo que la hoy demandada respondió a partir de la foja 44 y 
hasta la 48, que el artículo 107 de la LISR no resultaba 
aplicable al caso, porque este numeral sólo se actualiza 
cuando la autoridad conoce durante la auditoría que hubo 
erogaciones superiores a los ingresos declarados. 
 
Se transcribe 
 

Pues bien, sobre el particular manifestamos que la autoridad 
apreció erróneamente el agravio que le invocamos, ya que 
nosotros fuimos claros al señalar que si la autoridad pretendía 
que la parte hoy actora ACLARARA EL ORIGEN de los 
depósitos bancarios, debía de haber agotado el 
procedimiento del artículo 107 de la LISR, que es el precepto 
legal que establece precisamente la obligación a cargo de los 
contribuyentes, de llevar a cabo esa aclaración del ORIGEN 
de los depósitos bancarios. 

Lo anterior es así, ya que lo contemplado en el artículo 59 del 
Código Fiscal de la Federación es una facultad a favor de la 
autoridad de presumir ingresos, pero de la lectura que se 
realice al numeral en comento, no se desprende la hipótesis 
normativa en el sentido de que ante la falta de aclaración por 
parte del contribuyente del ORIGEN de sus depósitos 
bancarios, la autoridad podrá presumirlos como ingresos; ya 
que ese extremo legal, se encuentra previsto en el 107 de la 
Ley del Impuesto Sobre la Renta, que viene a ser la 
disposición especial aplicable, a los casos en los que la 
autoridad le pide a los contribuyentes que demuestren o 
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aclaren el ORIGEN de sus depósitos bancarios. 

Ahora bien, la demandada afirma en la sustentación de su 
infundada resolución que "...de ninguna manera en el 
transcurso del procedimiento fiscalizador, la autoridad conoció 
que estuviera en presencia de erogaciones que resulten 
superiores a los ingresos declarados para que se invoque lo 
previsto en el artículo 107 de la Ley..." lo cual es una total y 
errónea apreciación de [os hechos, ya que conforme al 
segundo párrafo del artículo 107 -transcrito por ella en la foja 
47 de la resolución del recurso bancario- para efectos de ese 
artículo, se consideran erogaciones, entre otros, los 
depósitos en las cuentas bancarias, por lo tanto es 
totalmente falso decir que en el procedimiento de 
fiscalización, la ADAF no estuvo ante la presencia de las 
erogaciones a las que alude el citado numeral 107, cuando lo 
cierto es que sí, las cuales consistieron precisamente en los 
depósitos bancarios. 

En conclusión, cuando en un procedimiento de auditoría, la 
autoridad pretende que el contribuyente acredite el ORIGEN 
de los depósitos bancarios, eso trae como consecuencia que 
se aplique el dispositivo legal que contempla dicha hipótesis, 
el cual en nuestro caso es el 107 de la LISR vigente en el 
ejercicio revisado, el cual, al tipificar a dichos depósitos 
bancarios como erogaciones, obliga a que la autoridad 
instaure el procedimiento previsto en ese numeral, con el fin 
de exigirle al contribuyente que aclare el ORIGEN de los 
mismos, ello por resultar dicho dispositivo normativo, la 
norma específica que prima sobre la general, como lo es el 59 
del Código. 

SÉPTIMO, INDEBIDA DETERMINACIÓN DE LA ADJ EN TORNO 
AL QUINTO CONCEPTO DE AGRAVIO, EN EL QUE 
PLANTEAMOS LA INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN DE LA 
DETERMINACIÓN DE LOS INGRESOS PRESUNTOS DE LOS 
DEPÓSITOS BANCARIOS, AL NO EXISTIR UN PÁRRAFO 
TERCERO DENTRO DEL ARTICULO 59 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN 

En el sexto concepto de impugnación hecho valer en el 
recurso de revocación, nosotros hicimos valer la indebida 
fundamentación de la determinación de los ingresos 
presuntos de los depósitos bancarios, al no existir un párrafo 
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tercero, dentro del artículo 59 del Código Fiscal de la 
Federación. 

Cierto, dijimos que en el supuesto caso no concedido de que 
se desestimara lo argüido en el quinto concepto de agravio 
del recurso de revocación, entonces hacíamos valer que la 
ADAF actuó en contra del artículo 38 fracción [V del Código 
Fiscal de la Federación, ya que no fundó debidamente su 
determinación. 

Como se expuso en el anterior agravio, la autoridad determino 
que los depósitos bancarios eran ingresos presuntos, ello con 
fundamento en el artículo 59 párrafos primero y tercero del 
Código Fiscal de la Federación. 

Pues bien, es el caso de que el citado artículo 59 vigente en 
2013 sólo tiene un párrafo con nueve fracciones, lo que hace 
evidente la inexistencia de un tercer párrafo; de ahí que se me 
deje en un completo estado de inseguridad jurídica por no 
saber a qué párrafo o fracción se está refiriendo. 

Por lo tanto, el que la autoridad se hubiese fundado 
precisamente en un TERCER párrafo que resulta inexistente o 
que no se especifica a qué fracción se refiere, hace que su 
acto se encuentre indebidamente fundado, y por lo tanto, que 
sea contrario a lo que dispone el artículo 38 fracción IV del 
Código Fiscal de la Federación, razón suficiente para se 
declare ilegal el crédito fiscal. 

Argumento que la hoy demandada ADJ resolvió, de la foja 48 
a la foja 53 de la siguiente manera: 
 
Se transcribe 

De lo antes transcrito se advierte que la autoridad reconoce 
que en el crédito fiscal nunca se estableció que el párrafo 
tercero perteneciera a la fracción III del artículo 59, 
atribuyendo esa ausencia a un "error mecanográfico". 

Pues bien se manifiesta que tal conclusión por parte de la 
demandada es ilegal, ya que no existe un precepto legal que 
permita que la autoridad emita sus actos fundándolos en 
"errores mecanográficos”; sino por el contrario, lo que exigen 
el 14 y 16 constitucionales así como el diverso 38 fracción IV 
del Código Fiscal de la Federación, es que [os actos de la 
autoridad estén debidamente FUNDADOS lo que significa 
que deben de citar debidamente el artículo, fracción, párrafo 
o inciso del dispositivo legal que le están aplicando al 
gobernado, ello en estricto respeto de su garantía de 
seguridad jurídica, sin que lo anterior pueda compurgarse en 
base a la transcripción de la parte del precepto normativo a la 
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que quiso referirse la autoridad, ya que por una parte, no hay 
precepto legal que faculte a la autoridad a que en lugar de 
citar correctamente los dispositivos legales en que se apoya, 
pueda transcribir los mismos, y por lo otra, el deber 
constitucional que tiene a cargo la autoridad es tajante: debe 
de citar correctamente el dispositivo legal, para que pueda 
concluirse que su acto se encuentra debidamente fundado. 
Además porque en el caso que hoy nos ocupa, en el crédito 
fiscal, ni  siquiera se TRANSCRIBIÓ LA FRACCIÓN III, a la 
cual, en palabras de la Administración Desconcentrada 
Jurídica, fue a la que se quiso referir la Administración 
Desconcentrada de Auditoría Fiscal, ya que de haberse 
transcrito, entonces sí hubiéramos estado en posibilidad de 
considerar que cuando la ADAF se refirió al párrafo tercero, 
era precisamente al contemplado en la fracción III, del 
artículo 59.  

Además porque además, un error mecanográfico en la 
fundamentación que hace la autoridad, sería cuando 
únicamente lo hace una vez, y no como sucedió en nuestro 
caso, cuando lo hizo más de una vez, como puede verse en el 
segundo párrafo del folio 75 del crédito fiscal. 

Por lo tanto, al haberse fundado la ADAF en el párrafo tercero 
del artículo 59 del Código Fiscal de la Federación, sin que 
hubiere transcrito en el crédito fiscal, la fracción III de dicho 
dispositivo numeral, y al no contener el artículo en comento 
un tercer párrafo, hace que la fundamentación que empleó 
sea indebida, sin que pueda considerarse, como lo hizo la hoy 
demandada, que se trató de un error mecanográfico. 

INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN DEL CRÉDITO FISCAL, 
PORQUE LA DETERMINACIÓN DE 
LOS INGRESOS PRESUNTOS, SE HIZO CON FUNDAMENTO 
EN EL PÁRRAFO PRIMERO DE 
LA FRACCIÓN III DEL ARTICULO 59 DEL CFF 

Ahora bien, en el supuesto caso no concedido de que esa H. 
Sala concluya que la citación por parte de la autoridad, del 
párrafo tercero, sin especificar que éste pertenece a la 
fracción III del artículo 59, es un error mecanográfico, y que 
por lo tanto, la parte hoy actora, debía entender que la 
emisora del crédito se estaba refiriendo precisamente a ese 
párrafo ubicado en esa fracción, entonces, se hace valer la 
indebida fundamentación del crédito fiscal, en la parte de la 
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determinación de los ingresos presuntos de los depósitos 
bancarios, ello porque la autoridad lo hizo con fundamento 
en el primer párrafo de la fracción III del artículo 59 del 
Código fiscal de la Federación, 

LA AUTORIDAD NO FUNDA NI MOTIVA LA RAZÓN POR LA 
CUAL CONSIDERÓ QUE .MI REPRESENTADA SE ENCUENTRA 
OBLIGADA A LLEVAR CONTABILIDAD COMO 
PRESUPUESTOÍNDISPENSABLE PARA PODER APLICAR EL 
ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III DEL CÓDIGO 'FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. 

El artículo 59, primer párrafo, fracción III del Código Fiscal de 
la Federación, es del siguiente tenor literal: 
 
Se transcribe 

De la disposición normativa, se advierte que, para la 
comprobación de los ingresos, la autoridad podrá presumir, 
salvo prueba en contrario, que los depósitos en la cuenta 
bancaria, son ingresos y valor de actos o actividades, cuando 
los mismos no correspondan a registros de la contabilidad 
del contribuyente que esté obligado a llevar.  

En este sentido, para estar en posibilidad de aplicar la 
presunción en comento, la autoridad debía de fundar y 
motivar lo siguiente: 

a) Que hay depósitos en la cuenta bancaria, 
b) Que el contribuyente está obligado a llevar 
contabilidad y 
c) Que dichos depósitos no correspondan a registros de la 
contabilidad que está obligado a [levar. 

En la especie, y de la lectura que se realice al crédito fiscal (ya 
trascrito), esa H. Sala podrá apreciar que en ninguna parte del 
mismo, la autoridad fiscal expone las razones válidas, los 
motivos y los dispositivos legales correspondientes que la 
llevaron a considerar que la hoy demandada se encontraba 
obligada a llevar contabilidad tanto para el Impuesto Sobre 
la Renta, como para el  Impuesto al Valor Agregado así 
como para el Impuesto Empresarial a Tasa única, ya que de 
todos los preceptos legales que citó en cada uno de los 
impuestos, de ninguno se desprende la hipótesis legal que 
establezca la obligación a cargo de la empresa de llevar 
contabilidad  como indebidamente lo presume más no 
acredita la demandada.  

En ese sentido, es claro que la autoridad hacendada aplicó 
indebidamente lo establecido en el artículo 59, fracción Hl del 
Código Fiscal de la Federación, puesto que la aplicabilidad o 
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procedencia del mismo descansa en un presupuesto anterior: 
LA OBLIGACIÓN DE LLEVAR CONTABILIDAD. 

En efecto, si el contribuyente no está obligado a llevar 
contabilidad, entonces resulta inaplicable dicho numeral, 
mismo que como se dijo establece una facultad de 
determinación presuntiva. Por [o tanto, la autoridad tenía 
obligación, primero de fundar y motivar porque la 
contribuyente se encontraba obligada a llevar contabilidad 
para efectos de los impuestos que revisó y, posteriormente, 
establecer y determinar si se actualizaba el incumplimiento a 
tal obligación por el hecho de que dichos registros 
obligatorios supuestamente no correspondían, ni tenían 
relación, con [os depósitos que se encontraban en la cuenta 
bancaria. 

El adecuado razonamiento para el empleo del artículo 59, 
fracción III debía ser el siguiente: 

Se transcribe 

 

Como puede observarse, un requisito indispensable era el 
fundar y motivar que el contribuyente se encontraba obligado 
a llevar contabilidad puesto que, si no se funda y motiva dicha 
premisa, resulta inaplicable dicho numeral, pues la obligación 
de llevar contabilidad es un presupuesto para [a procedencia 
de la aplicación de la determinación presuntiva en base del 
artículo 59, fracción III por una elemental razón ¿Cómo podría 
la autoridad considerar que los depósitos bancarios no 
corresponden a los registros de la contabilidad que está 
obligado a llevar el contribuyente, si  ni siquiera ha fundado 
y motivado dicha obligación de llevar contabilidad?  

La respuesta a la pregunta formulada es que ES IMPOSIBLE. 
Y resulta imposible puesto que se encuentran obligados a 
llevar la contabilidad ajustada a lo dispuesto por el Código 
Fiscal de la Federación, su reglamento y el reglamento de la 
ley en cita, es decir, conforme a los lineamientos de 
contabilidad general, realizando todos los registros que 
respecto de su actividad se generen. De ahí que tomando en 
consideración que existen diferentes contribuyentes, entre 
ellos algunos que no se encuentran obligados a incluir en sus 
registros contables los movimientos correspondientes a [a 
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cuenta o cuentas bancarias, en caso de tenerla o tenerlas, 
para que la autoridad fiscal pudiera calificar si [os registros de 
éstas no concuerdan con los asientos contables, primero 
debió de fundar y motivar porque razón y al amparo de que 
artículo 28 hoy actora estaba obligada a llevar contabilidad a 
llevar, por lo que la omisión de la fundamentación y 
motivación de dicho presupuesto es suficiente para que NO 
proceda a la determinación presuntiva a que se refiere la 
fracción III del artículo 59 del Código Fiscal de la Federación. 

Por lo tanto, si la autoridad NO ACREDITÓ ni fundó en la 
resolución impugnada, que la contribuyente estuviere 
obligada a llevar contabilidad —ya que no citó el precepto 
legal adecuado que estableciere dicha obligación ni motivó 
de manera adecuada— eso trae como consecuencia que no 
haya probado uno de los elementos sine qua non que 
establece el artículo 59 fracción III del Código Fiscal de la 
Federación, que la posibilite o faculte a presumir como 
ingresos, a los depósitos bancarios, por lo que es claro que la 
autoridad aplicó indebidamente dicha porción normativa. 

De ahí que se afirme que el empleo de esa presunción por 
parte de la autoridad, haya sido totalmente contrario a los 
artículos 14 y 16 constitucionales, en relación con el diverso 38 
fracción IV del Código Fiscal de la Federación, ya que no 
demostró uno de los elementos indispensables que exige 
la presunción legal para que se actualice, como lo es, el de 
la OBLIGACIÓN DE LLEVAR CONTABILIDAD. 

Ciertamente, si la autoridad pretendía emplear la presunción 
de ingresos a la que nos venimos haciendo referencia, 
primeramente, estaba obligada a PROBAR Y FUNDAR que la 
empresa estaba obligada a llevar contabilidad, ¿cómo? 
pues citando la disposición normativa que así lo 
estableciere, por lo que si no lo hizo, entonces resulta ilegal 
el que haya empleado la presunción de ingresos prevista en 
el numeral 59, fracción III, sin previamente haber acreditado 
uno de los extremos que exige ésta.  

Así las cosas, se desconoce cuál es el precepto legal que 
prevé la obligación a cargo de la empresa, de llevar 
contabilidad, ya que el mismo no fue citado en el crédito 
fiscal. 

Por lo tanto, se solicita se declare la nulidad lisa y llana del 
crédito fiscal, por resultar indebida por insuficiente la 
fundamentación empleada por la autoridad para acreditar la 
obligación mencionada pero, además, por haber dejado de 
invocar y aplicar lo dispuesto por el artículo 59, fracción III.” 
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La Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” 

al contestar la demanda sostuvo la legalidad de la resolución 

impugnada. 

 

De las manifestaciones de las partes se advierte que la litis en 

el presente considerando se circunscribe en determinar si la 

Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” al resolver el 

quinto agravio propuesto por el entonces recurrente se apegó a derecho, 

definiendo si la determinación de los ingresos presuntos por depósitos 

bancarios fue correcta. 

 

Esta Sala considera que los conceptos de impugnación 

transcritos son infundados porque el artículo 59, primer y tercer párrafo 

del Código Fiscal de la Federación vigente en el ejercicio revisado 2013, 

establecen: 

 

“Artículo 59. Para la comprobación de los ingresos, del valor 
de los actos, actividades o activos por los que se deban 
pagar contribuciones, así como de la actualización de las 
hipótesis para la aplicación de las tasas establecidas en las 
disposiciones fiscales, las autoridades fiscales presumirán, 
salvo prueba en contrario: 
 
(…) 
 
III. Que los depósitos en la cuenta bancaria del contribuyente 
que no correspondan a registros de su contabilidad que esté 
obligado a llevar, son ingresos y valor de actos o actividades 
por los que se deben pagar contribuciones.  
 
Para los efectos de esta fracción, se considera que el 
contribuyente no registró en su contabilidad los depósitos en 
su cuenta bancaria cuando, estando obligado a llevarla, no la 
presente a la autoridad cuando ésta ejerza sus facultades de 
comprobación. 
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También se presumirá que los depósitos que se efectúen en 
un ejercicio fiscal, cuya suma sea superior a $1,000,000.00 
en las cuentas bancarias de una persona que no está 
inscrita en el Registro Federal de Contribuyentes o que no 
está obligada a llevar contabilidad, son ingresos y valor de 
actos o actividades por los que se deben pagar 
contribuciones.” 
 

La disposición transcrita contempla una facultad potestativa 

de la autoridad fiscal, para determinar presuntivamente ingresos  

omitidos.  

  

Así,  el  legislador  otorgó una  calificación  especial a ciertos 

indicios,  circunstancias o hechos concretos,  por su aparente  e íntima 

relación  con los ingresos obtenidos por los contribuyentes, invistiéndolos 

de plena eficacia  probatoria al darles el carácter de presunciones legales 

juris tantum, que configuran lo que se denomina determinación 

presuntiva de ingresos,  prevista  —entre  otros— en el artículo 59 y, como 

método extraordinario, su empleo está restringido a  los supuestos que 

taxativamente enumera el invocado precepto. 

 

La autoridad para actualizar la presunción legal juris  tantum, 

contemplada en tal disposición sólo debe probar la existencia de 

depósitos en la cuenta bancaria del propio contribuyente que no esté 

inscrito en el Registro Federal de Contribuyentes o que no esté obligado 

a llevar contabilidad. Una vez probado ese hecho conocido  se actualiza  

la  presunción  legal consistente en que omitió declarar  ingresos;  en tanto  

que el contribuyente debe  aportar pruebas que desvirtúen  la  presunción 

y, por ende, demostrar que no omitió declarar ingresos; pero si es  incapaz 

de desvirtuar tal presunción, la autoridad fiscal determinará los ingresos  

presuntos  omitidos. 

 

En el caso, de la resolución recurrida se advierte que la 

Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Chiapas “1” 

determinó  que ***** ***** *********, debía considerar como ingresos la 

cantidad $24,621.996.67, importe que determinó presuntivamente 

derivado de los depósitos de dinero efectuados en sus cuentas bancarias, 
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al ser una persona física que no está obligada a llevar contabilidad, en 

virtud de que no demostró el origen de los citados depósitos. 

 

Además apoyó su determinación en los artículos 106 primer 

párrafo, 166, primer párrafo y el 176 primer párrafo de la Ley del Impuesto 

Sobre la Renta, en relación con el artículo 59, primer y tercer párrafos, del 

Código Fiscal de la Federación vigente en 2013. 

 

En ese sentido si la Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Chiapas “1”, observó que el hoy actor es una persona 

física que no está obligada a llevar contabilidad, que cuenta con depósitos 

bancarios, válidamente, ubicó su proceder en la hipótesis establecida en 

el artículo 59, tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación, pues 

basta tal circunstancia para considerar que dichos depósitos 

corresponden a ingresos y, por ende, procedió a la determinación 

presuntiva correspondiente. 

 

Al respecto, el demandante en los argumentos a estudio 

sostiene que la determinación de los ingresos presuntos de los depósitos 

bancarios es indebida al no existir un párrafo tercero dentro del artículo 

59 del Código Fiscal de la Federación o, porque no se específica a qué 

fracción se refiere, razón suficiente para declarar ilegal el crédito fiscal. 

 

Argumento que resulta fundado pero insuficiente para 

declarar la nulidad de la resolución recurrida e impugnada porque la 

Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Chiapas “1” al emitir 

determinar como ingresos presuntos la cantidad de $24,621.996.67, por 

depósitos bancarios estableció: “…son ingresos presuntos por depósitos 

bancarios los cuales el contribuyente revisado, no demostró  su origen; por 
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lo  tanto se encuentra obligado a realizar el pago del impuesto sobre la 

renta, a través de la  declaración anual del ejercicio, toda vez que dichos 

depósitos bancarios incrementaron su patrimonio por lo que se consideran 

dentro del Capítulo IX de los demás ingresos que obtengan las personas 

físicas del Título IV De las personas físicas de la Ley del Impuesto Sobre la 

Renta, y está obligado a pagar el impuesto anual mediante declaración que 

presentada ante las oficinas autorizadas, esto de conformidad con el 

artículo 106 primer párrafo, el artículo 166, primer párrafo y el 175 primer 

párrafo de la citada  Ley del Impuesto Sobre la Renta y en relación con el 

artículo 59, primer y tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación 

vigentes en el ejercicio revisado…”, aunque en el propio oficio transcribió los 

citados preceptos.  

 

No obstante, la omisión apuntada (es decir, el que no se 

especifique que el tercer párrafo del artículo 59 del Código Fiscal de la 

Federación pertenece a la fracción III del indicado precepto) es 

insuficiente para declarar la nulidad del acto recurrido e impugnado. 

 

En efecto, ese  error  de dictado —en contra de lo afirmado 

por el actor—  no lleva en forma necesaria a concluir que la resolución  

recurrida  resulte ilegal, porque las transcripciones  contenidas  en el  

propio acto bastan para  acreditar que la Administración Desconcentrada 

de Auditoría Fiscal de Chiapas “1”  al aludir al tercer párrafo del artículo 59 

del Código Fiscal de la Federación, se refería al tercer párrafo de la 

fracción III del citado numeral: “se presumirá que los depósitos que se 

efectúen en un ejercicio fiscal, cuya suma sea superior a $1,000,000.00 en 

las cuentas bancarias de una persona que no está inscrita en el Registro 

Federal de Contribuyentes o que no está obligada a llevar contabilidad, son 

ingresos y valor de actos o actividades por los que se deben pagar 

contribuciones”.  (f. 1892 reverso del legajo 3 de 3 del expediente 

administrativo) 

 
 

Aunado a que ese error de dictado en modo alguno se 

traduce en una infracción al artículo 38, fracción IV del Código Fiscal de la 
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Federación, porque no le  impidió  conocer el texto de la porción 

normativa que le aplicó la autoridad fiscalizadora —como lo hizo— y, por 

ende, no  afectó  sus  defensas  ni  trascendió al sentido de la resolución 

impugnada; de donde, no justifica  una declaratoria de nulidad, pues ello 

sólo provocaría que la autoridad emitiera  un nuevo acto en  el cual 

corrigiera dicho error; lo que sería contrario al espíritu del procedimiento 

contencioso, que esencialmente busca evitar que las autoridades fiscales 

dicten  resoluciones  arbitrarias y carentes de fundamentos,  lo que  no 

ocurre en el caso.  

 

Igualmente infundado debe estimarse el argumento del 

enjuiciante por el que aduce que la fiscalizadora no funda ni motiva la 

razón por la cual consideró que se encuentra obligado a llevar 

contabilidad como presupuesto índispensable para poder aplicar el 

artículo 59, fracción III del Código Fiscal de la Federación. 

 

Lo anterior es así porque, como se precisó anteriormente, la 

autoridad no ubicó al accionante en la hipótesis establecida en la fracción 

III del artículo 59 del Código Fiscal de la Federación, sino más bien en el 

párrafo tercero de la indica fracción que dice: “se presumirá que los 

depósitos que se efectúen en un ejercicio fiscal, cuya suma sea superior a 

$1,000,000.00 en las cuentas bancarias de una persona que no está inscrita 

en el Registro Federal de Contribuyentes o que no está obligada a llevar 

contabilidad, son ingresos y valor de actos o actividades por los que se 

deben pagar contribuciones”. 

 

Entonces, si el contribuyente hoy actor es una persona física   

que no se encuentra obligado a llevar contabilidad, tal como lo determinó 

la propia fiscalizadora al señalar: “(…) el contribuyente revisado ****** ********* 
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****** se encuentra omiso en la obligación de declarar los ingresos presuntos 

por depósitos bancarios, esto por corresponder a depósitos bancarios 

depositados en las cuentas bancarias de una persona física que no está 

obligada a llevar contabilidad”, fue innecesario que la autoridad indicara 

las razones por las cuales se encontraba obligada a llevar contabilidad 

pues, se insiste, no ubicó su proceder en la fracción III del artículo 59 del 

Código Fiscal de la Federación y, por ende, debe desestimarse el 

argumento hecho valer al respecto. 

 

Finalmente, la Administración Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal de Chiapas “1” no se encontraba obligada a observa el 

procedimiento establecido en el artículo 107 de la Ley del Impuesto Sobre 

la Renta vigente en 2013 y que es del tenor siguiente: 

 

“Artículo 107. Cuando una persona física, aun cuando no esté 
inscrita en el Registro Federal de Contribuyentes, realice en 
un año de calendario erogaciones superiores a los ingresos 
que hubiere declarado en ese mismo año, las autoridades 
fiscales procederán como sigue:  
 
I. Comprobarán el monto de las erogaciones y la discrepancia 
con la declaración del contribuyente y darán a conocer a éste 
el resultado de dicha comprobación.  
 
II. El contribuyente, en un plazo de quince días, informará por 
escrito a las autoridades fiscales las razones que tuviera para 
inconformarse o el origen que explique la discrepancia y 
ofrecerá las pruebas que estimare convenientes, las que 
acompañará a su escrito o rendirá a más tardar dentro de los 
veinte días siguientes. En ningún caso los plazos para 
presentar el escrito y las pruebas señaladas excederán, en su 
conjunto, de treinta y cinco días.  
 
III. Si no se formula inconformidad o no se prueba el origen de 
la discrepancia, ésta se estimará ingreso de los señalados en 
el Capítulo IX de este Título en el año de que se trate y se 
formulará la liquidación respectiva.  
 
Para los efectos de este artículo también se consideran 
erogaciones los gastos, las adquisiciones de bienes y los 
depósitos en cuentas bancarias o en inversiones financieras. 
No se tomarán en consideración los depósitos que el 
contribuyente efectúe en cuentas que no sean propias, que 
califiquen como erogaciones en los términos de este artículo, 
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cuando se demuestre que dicho depósito se hizo como pago 
por la adquisición de bienes o de servicios, o como 
contraprestación para el otorgamiento del uso o goce 
temporal de bienes o para realizar inversiones financieras ni 
los traspasos entre cuentas del contribuyente o a cuentas de 
su cónyuge, de sus ascendientes o descendientes, en línea 
recta en primer grado. 
 
Cuando el contribuyente obtenga ingresos de los previstos en 
este título y no los declare se aplicará este precepto como si 
hubiera presentado la declaración sin ingresos. Tratándose de 
contribuyentes que tributen en el Capítulo I del Título IV de la 
presente Ley, se considerarán, para los efectos del presente 
artículo, los ingresos que los retenedores manifiesten haber 
pagado al contribuyente de que se trate.  
 
Se considerarán ingresos omitidos por la actividad 
preponderante del contribuyente o, en su caso, otros ingresos 
en los términos del Capítulo IX de este Título, los préstamos y 
los donativos que no se declaren o se informen a las 
autoridades fiscales, conforme a lo previsto en los párrafos 
segundo y tercero del artículo 106 de esta Ley.” 
 

Lo anterior es así porque el numeral transcrito únicamente es 

aplicable cuando una persona física esté o no inscrita  ante el Registro 

Federal de Contribuyente, realice en un año de calendario erogaciones 

superiores a los ingresos  que hubiere declarado en ese mismo año, es 

decir, que sus gastos resulten ser superiores a los ingresos que obtuvo 

durante el ejercicio fiscal que corresponda, y para ello indica que las 

autoridades fiscales procederán a efecto del procedimiento que regula 

dicho precepto legal, situación que en el caso que ocupa no ocurre. 

 

En efecto, del procedimiento fiscalizador que dio origen al 

acto recurrido no se aprecia que la autoridad liquidadora haya conocido 

que estuviera en presencia de erogaciones que resulten superiores a los 

ingresos declarados para que se invoque lo previsto en el artículo 107 de 

la Ley del Impuesto Sobre la Renta, sino más bien  en el ejercicio de sus 
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facultades de comprobación la autoridad fiscal conoció la existencia de 

depósitos bancarios que obtuvo el accionante durante el ejercicio fiscal 

de 2013, cuyo monto de depósitos fue superior  a la cantidad de 

$1,000,000.00, debido a que los depósitos bancarios obtenidos arrojan la 

cantidad total de$24,621,996.67, además de que no demostró su origen 

con evidencia probatoria alguna. 

 

Luego, si la Administración Desconcentrada Jurídica de 

Chiapas “1” al emitir la resolución impugnada arribó a similares 

conclusiones, tan fue así que desestimó el agravio quinto planteado al 

respecto debe concluirse que su actuación se apegó a derecho.  

 

NOVENO. Esta Sala por cuestión de método analiza en este 

considerando los conceptos de impugnación séptimo, octavo, noveno, 

décimo y décimo primero en los que el actor aduce lo siguiente: 

 

“SÉPTIMO. ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN 
DETERMINANTE DEL CRÉDITO FISCAL, EN ATENCIÓN A QUE 
LA AUTORIDAD FISCAL INCORRECTAMENTE CONSIDERÓ 
QUE LA CONTRIBUYENTE NO DEMOSTRÓ LA CALIDAD DE 
EJIDATAR10 Y QUE REQUERÍA CUMPLIR CON MÁS 
REQUISITOS, 

La resolución determinante del crédito fiscal impugnada 
resulta ilegal, al encontrarse indebidamente fundada y 
motivada, en clara contravención al artículo 38, fracción IV del 
Código Fiscal de la Federación y, además, en virtud de que 
dejó de aplicar las disposiciones legales debidas en cuanto al 
fondo del asunto, actualizando la causal de anulación 
establecida en el artículo 51, fracción IV de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo. 

Lo anterior es así, en virtud de que la autoridad 
incorrectamente fundó y motivó la resolución determinante, 
además de que erróneamente consideró que la contribuyente 
no demostró la calidad de ejidatario. 

El crédito fiscal descansa en las siguientes consideraciones: 
 
Se transcribe 
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De lo anterior tenemos que, en la construcción de su 
argumento y motivación de la resolución, la autoridad parte 
de la premisa de que la contribuyente no acreditó la calidad 
de ejidatario y que, al no acreditar la calidad de ejidatario, 
entonces no podía gozar de la exención establecida en el 
artículo 109, fracción XXV de la ley del impuesto Sobre la 
Renta. 

En el caso, la resolución se encuentra indebidamente fundada 
y motivada, además de ser contradictoria con los propios 
hechos narrados y reconocidos por la autoridad en las actas y 
en la misma resolución impugnada. 

La ley agraria dispone, en su artículo 16, que la calidad de 
ejidatario se acredita con el certificado parcelario o de 
derechos comunes. 

En la hoja 31 del crédito fiscal, se advierte que la autoridad 
señala que con fecha 24 de Noviembre de 2009 fue expedido 
el Certificado Parcelario con número ************* a favor del 
contribuyente visitado ****** ********* *****, que ampara la parcela 
*** *** *** ***** *** ***** ****** *** ********* ** ****** ********** *******; ***** ********* 
*** *** ******* *** ** ** **** ******* ********* ******* ** ** ******** ** ******** *** 
******** ******* ********* ***** *********** ********** *** ***** ******** ** ** ******** 
******* ******** **** ** ***** ************* 

En la página 132, la autoridad señala que le dio a conocer al 
contribuyente copia certificada del Certificado Parcelario No. 
************* de fecha 24 de noviembre de 2009, a favor del 
contribuyente visitado. 

De lo anterior se advierte que la autoridad conoció y 
reconoció que ****** ********* ***** contaba con un certificado 
parcelario inscrito en el Registro Agrario Nacional bajo el folio 
************* 

Luego, si conforme al artículo 16 de la ley agraria, la calidad 
de ejidatario se demuestra con el certificado parcelario; y se 
encuentra reconocido que al contribuyente ****** ********* *****, le 
fue expedido el Certificado Parcelario con número ************* 
*** ****** ** ******* *** *** *** ***** *** ***** ****** * ** ***** *** ***** ******** ** ** 
******** ******* ******** **** ** ***** ************, en términos de la 
legislación aplicable, es claro que la contribuyente sí 
demostró la calidad de ejidatario. 
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En tal sentido, es incorrecta la premisa de la autoridad en el 
sentido de que la contribuyente no comprobó que en realidad 
haya sido un Ejidatario. 

Así, considerando que ese fue el motivo por el que la 
autoridad estimó que la contribuyente no podía beneficiarse 
de la exención señalada en el artículo 109, fracción XXV de la 
Ley del Impuesto Sobre la Renta, al quedar desvirtuado, 
deberá decretarse que la resolución se encuentra 
indebidamente fundada y motivada, pues la razón sostenida 
por la fiscalizadora fue incorrecta, ya que el contribuyente 
demostró la calidad de ejidatario con el Certificado Parcelario 
con número 000000394475, a favor del contribuyente visitado 
****** ********* ****** *** ****** ** ******* *** *** *** ***** *** ***** ****** *** ********* 
** ****** ********** ******** ******** ** ** ******** ******* ******** **** ** ***** 
************* 

En razón de lo expuesto, deberá de decretarse la nulidad lisa 
y llana de la resolución impugnada, al actualizarse la causal 
de anulación señalada en el artículo 51, fracción IV de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

No obsta para compartir la conclusión alcanzada el que la 
autoridad haya señalado que, conforme al artículo 13 de la Ley 
agraria, para ser ejidatario el contribuyente debió demostrar 
haber residido por más de un año en el núcleo ejidal, 
correspondiente al Ejido Terán de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 
pues dicha premisa es igualmente errónea e infundada. 

En la resolución la autoridad, en la hoja 36, señaló: 
 
Se transcribe 

Dicha fundamentación, motivación y consideración es 
errónea por un simple hecho: el artículo 13 establece las 
características que debe de reunir una persona para ser 
AVECINDADO, no para ser EJIDATARIO; de ahí que, al 
descansar su razonamiento en un artículo no aplicable, es que 
la resolución se encuentre indebidamente fundada y 
motivada. 

En tal sentido, al descansar construcción de la resolución a 
partir de premisas falsas, es claro que los razonamientos son 
incorrectos, pues al partir de una suposición que no es 
verdadera, su conclusión resulta ineficaz para fundar y 
motivar correctamente una resolución. 

Asimismo, el requisito de residencia por un periodo anual no 
es un elemento que determine la calidad de ejidatario, ni 
mucho menos que se encuentre como condicionante o 
requisito para acceder a la exención establecida en el artículo 
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109, fracción XXV de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, pues 
para ello basta con ser ejidatario y, la calidad de ejidatario, se 
acreditó con el certificado parcelario debidamente inscrito en 
el Registro Agrario Nacional. 
 
Como punto final, tampoco asiste la razón a la autoridad 
cuando señala que debió de haber comprobado, además de 
ser un ejidatario, ser residente del núcleo ejidal y que haya 
explotado las tierras comunales en actividades primarias 
como son la ganadería, agricultura para acceder al beneficio 
de la exención por enajenación de parcelas ejidales que 
establece la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

Lo anterior es así, en virtud de que la exención establecida en 
el artículo 109, fracción XXV de la Ley del Impuesto Sobre la 
Renta no se encuentra condicionada a que el contribuyente 
que efectúa la enajenación demuestre todos los elementos 
que la autoridad señala en la resolución impugnada. 

El artículo referido dispone: 
 
Se transcribe 
 

Como puede advertirse, el artículo señalado no establece 
que, para que el contribuyente que efectúa la enajenación 
goce del beneficio de la exención por primera enajenación de 
parcelas ejidales que establece la Ley del Impuesto Sobre la 
Renta, además de ser ejidatario, deba de demostrar ser 
residente del núcleo ejidal y que haya explotado las tierras 
comunales en actividades primarias como son la ganadería, 
agricultura, etc., como infundadamente lo determinó la 
fiscalizadora. 

En tal sentido, la actuación de la autoridad es indebida, pues 
al condicionar la exención de acumulación de ingresos en 
términos del artículo 109, fracción XXV a la demostración de 
elementos no señalados, así como al cumplimiento de 
requisitos no señalados en la ley, es claro que la resolución se 
encuentra indebidamente fundada y motivada, 
demostrándose además la inexacta aplicación de las leyes 
fiscales respecto del fondo del asunto. 

Así, las exigencias manifestadas en a la resolución son 



- 84 - 
 
 

 

injustificadas y carentes de sustento legal, pues resulta 
notorio y evidente que la autoridad fiscal sobrepasó su 
competencia material, al descalificar la calidad de ejidatario 
del Contribuyente, cuando tal atribución corresponde 
únicamente a las autoridades agrarias o ejidales y a los 
Tribunales agrarios que resuelvan las controversias 
respectivas. 

Aunado a lo anterior, en el procedimiento fiscalizador se 
obtuvieron y analizaron las documentales consistentes en las 
Actas de Asamblea General de Ejidatarios, certificados 
parcelarios, inscripciones en el Registro Agrario Nacional y 
todos los documentos que amparaban el dominio pleno de 
dicha persona sobre la parcela y los cuales no fueron 
objetados en cuanto a su validez por los auditores fiscales 

Por todo lo anterior, ha quedado demostrada la indebida 
fundamentación y motivación de la resolución determinante, 
siendo procedente se declare su nulidad lisa y llana en 
términos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo. 

OCTAVO. ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE 
DEL CRÉDITO FISCAL, EN ATENCIÓN A QUE LA AUTORIDAD 
FISCAL NO FUNDÓ NI MOTIVÓ PORQUE LA APORTACIÓN DE 
UN TERRENO A FIDEICOMISO SE CONSIDERABA 
ENAJENACIÓN. 

La resolución determinante del crédito fiscal impugnada 
resulta ilegal, al encontrarse indebidamente fundada y 
motivada, en clara contravención al artículo 38, fracción IV del 
Código Fiscal de la Federación y, además, en virtud de que 
dejó de aplicar las disposiciones legales debidas en cuanto al 
fondo del asunto, actualizando la causal de anulación 
establecida en el artículo 51, fracción IV de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo. 

Lo anterior es así, en virtud de que la autoridad 
incorrectamente fundó y motivó por que el "Contrato de 
Fideicomiso Traslativo de Dominio y de Administración y 
Desarrollo Revocable", de fecha 08 de noviembre de 2013, 
pasado ante la fe del Licenciado Lindbergh Noel Salazar Telio, 
se consideró como enajenación. 

En la resolución determinante que se impugna, 
específicamente en la Hoja 35, la fiscalizadora señaló: 
 
Se transcribe 

Además, en la hoja 41, señaló: 
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. . . . 

Se transcribe 

Finalmente, en la hoja 42, señaló: 
 
Se transcribe 

De lo anterior tenemos que la autoridad consideró que la 
aportación a un fideicomisa revocable de 
una parcela sobre la cual se habla obtenido el dominio pleno 
en términos de la legislación agraria, 
constituye una enajenación en términos del artículo 14, 
fracción I del Código Fiscal de la Federación. 
La resolución se encuentra indebidamente fundada y 
motivada. 

En efecto, el artículo 14 del Código Fiscal de la Federación 
establece hipótesis y supuestos especiales para los 
fideicomisos, señalando puntualmente que requisitos deben 
de satisfacerse para considerar como enajenación a una 
operación a través de un fideicomiso. 

Puntualmente, se establece que el artículo 14 referido, en su 
fracción V, lo siguiente: 
 
Se transcribe 
 

Es el caso que, en la resolución que se impugna, la autoridad 
lamas fundó ni motivó su proceder en dicha fracción, por lo 
cual la fundamentación y motivación es indebida al ser 
imprecisa e incorrecta y dejar de aplicar las disposiciones 
específicas para las operaciones a través de fideicomiso. 

Lo anterior es así, en virtud de que la Fracción V invocada es 
la disposición especial que regula y establece los supuestos 
en los cuales se entenderá como enajenación una operación 
realizada a través de un fideicomiso, como lo es ene 1 caso 
específico. 

Luego, al dejar de tomar en consideración las disposiciones 
fiscales debidas y no clasificar, ni señalar, porque la 
aportación a fideicomiso revocable del inmueble se adecuaba 
a la hipótesis considerada como enajenación en términos de 
la fracción V del numeral 14, ni especificar a cuál de sus 
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incisos, es claro que la fundamentación y motivación es 
indebida. 

Recordemos que la debida fundamentación y motivación 
descansa en la aplicación correcta, puntual, precisa y certera 
de las disposiciones legales. El artículo 18, párrafo primero, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
impone como garantía a favor del gobernado, que todo acto 
de autoridad se funde y motive, a fin de que pueda conocer 
con precisión los motivos y razones legales que se tomaron 
en cuenta para emitirlo. 

Conforme al artículo 38 del Código Fiscal de la Federación, el 
acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y 
motivado, entendiéndose por lo primero que ha de 
expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y 
por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, 
las circunstancias especiales, razones particulares o causas 
inmediatas que se hayan tenido en consideración para la 
emisión del acto, siendo necesario además, que exista 
adecuación entre los motivos aducidos y las normas 
aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la 
hipótesis normativa. 

En ese sentido, para fundar correctamente la resolución 
determinante, la autoridad debió de citar el 
artículo 14, fracción V del Código Fiscal de la Federación y, 
además, precisar que inciso de dicha fracción era el supuesto 
actualizado de facto para considerar que la aportación del 
contribuyente al fideicomiso se consideraba enajenación y 
motivar y explicar porque la situación de hecho se ajustaba a 
la hipótesis establecida en el artículo citado, lo que no 
aconteció. 

En la resolución la autoridad señaló: 

Se transcribe 

De lo anterior se advierte que la actora aportó un bien 
inmueble mediante un Contrato de Fideicomiso Traslativo de 
Dominio y de Administración y Desarrollo Revocable", de 
fecha 08 de noviembre de 2013. 

En el caso, la autoridad tampoco motivó porque dicha 
aportación debía de considerarse como enajenación, siendo 
incorrecto que lo haya establecido con base en el artículo 14, 
fracción I del Código Fiscal de la Federación, pues dicho 
numeral, en su fracción V, contiene una norma de aplicación 
especial para el caso de las operaciones efectuadas a través 
de fideicomisos, como es el caso, por lo que debió de 
acudirse dicha fracción V y explicar con base en ella cual 
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hipótesis se actualizaba, lo que jamás sucedió. 

En tal sentido, por no tomar en consideración lo establecido 
en el artículo 14, fracción V del Código Fiscal de la Federación 
ni señalar porque la aportación del bien inmueble al 
fideicomiso se considera enajenación en términos de dicha 
fracción; así como por haber aplicado lo dispuesto en la 
fracción 1, es claro que la resolución se encuentra 
indebidamente fundada y motivada, siendo procedente se 
decrete la nulidad de la misma, con fundamento en el artículo 
51, fracción IV de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo. 

NOVENO. ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE 
DEL CRÉDITO FISCAL, EN ATENCIÓN A QUE LA AUTORIDAD 
FISCAL DESCONOCIÓ LA CALIDAD DE EJIDATARIO DEL 
ENAJENANTE DEL TERRENO. 

La resolución determinante del crédito fiscal impugnada 
resulta ilegal, al encontrarse indebidamente fundada y 
motivada, en clara contravención al artículo 38, fracción IV del 
Código Fiscal de la Federación y, además, en virtud de que 
dejó de aplicar las disposiciones legales debidas en cuanto al 
fondo del asunto, actualizando la causal de anulación 
establecida en el artículo 51, fracción IV de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo. 

En la resolución determinante que se impugna, 
específicamente en la Hoja 49, la fiscalizadora señaló: 

Se transcribe 

En síntesis, de lo anterior, se desprende que la autoridad 
consideró que el contribuyente ROMERO PEIMBERTH ERICK, 
no comprobó que realmente haya sido ejidatario del ejido 
Terán de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, por lo que, respecto a la 
enajenación del terreno ejidal, éste pierde el derecho de la 
exención que contempla la Ley Impuesto Sobre la Renta en 
su artículo 109, primer párrafo, fracción XXV. 

La conclusión de la autoridad es incorrecta, pues, por 
principio, si la contribuyente no fuera ejidatario no podría 
haber enajenado la parcela sobre la cual tenía el dominio 
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pleno y, cuya enajenación, señala, es la fuente del ingreso que 
pretende gravar. 

Al tenor de los artículos 80, 81 y 82 de la Ley Agraria, el 
legislador concedió a los ejidatarios facultades para otorgar el 
uso de sus tierras, transmitir sus derechos parcelarios entre 
los miembros del núcleo de población, obtener de la 
asamblea ejidal el dominio sobre sus parcelas y el respeto de 
su derecho de preferencia en caso de que éstas se enajenen. 

La prerrogativa que concede el artículo 80 de la indicada ley 
a los ejidatarios, para enajenar sus derechos sobre las tierras 
parceladas que poseen, sólo pueden ejercerla libremente 
hasta el momento en que adquieran el dominio pleno sobre 
esas tierras, de conformidad con la fracción VII del artículo 27 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en concordancia con el artículo 81 de la Ley Agraria. 

De la información y documentación conocida durante el 
transcurso de la visita domiciliaria, se tiene entendido que el 
contribuyente revisado ****** ********* ****** ******* ** ******* ****** ****** 
*** *** ***** ******* ** ** ***** ***** *** *** ********* ** ******** ********** *** ** ***** 
********* ** $************* **** ** ****** ** *** ******* ** ******** ** ************ 

***** ***** ** ****** ********* ***** ** ******* la calidad de ejidatario 
¿Habría podido enajenar dicha parcela? Evidentemente no. 

En efecto, para que el contribuyente ****** ********* ***** ********* ** 
*********** ** ******** ** ** *** ** **** ** ******* ****** ****** *** *** ***** ******* *** 
***** ********* ** ******* ***** ***** ***** ******* ** **** ******* ** ******* ****** ****** 
** ********* *************: *** *********** 

En efecto, la asamblea puede resolver que los ejidatarios 
puedan adoptar el dominio pleno sobre dichas parcelas y 
entonces se podrá efectuar la enajenación con terceros 
distintos a los ejidatarios; y mientras ello no ocurra, esa 
prerrogativa pueden ejercerla exclusivamente, entre los 
ejidatarios o avecindados del núcleo de población; por lo que, 
en caso de enajenar dichas parcelas a terceros ajenos, dicho 
acto sería nulo. 

En tal sentido, de sostenerse (como erróneamente lo 
considera la demandadada) que ****** ********* ***** ** ***** ******* ** 
********** ** ******* ** ******** ** *********** ** ** ******* ****** ****** *** *** ***** 
ello equivaldría a que no pudo haber tenido el dominio pleno 
de dicha parcela y, entonces, no podía enajenar dicha 
parcela, por lo que no existiría el supuesto ingreso por 
enajenación de bienes. De ahí que sea evidente la incorrecta 
motivación de la autoridad. 
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Negarle el carácter de ejidatario a ****** ********* ***** ** ***** **** 
******* ** ************ * ********* ** *********** ** ** ******* ****** ****** *** *** ****, 
pues jamás habría obtenido el certificado parcelario ni mucho 
menos el dominio pleno del inmueble aportado a fideicomiso, 
por lo que no podría haber transmitido a un tercero dicha 
parcela. 

En ese sentido, no existiría enajenación alguna y, por tanto, 
tampoco la obtención de un ingreso, por lo que en cualquier 
caso la resolución se encuentra indebidamente fundada y 
motivada. 

PORQUE SI SE ACREDITÓ LA CALIDAD DE EJIDATARIO. 

El artículo 23 de la ley agraria dispone que la asamblea se 
reunirá por lo menos una vez cada seis meses o con mayor 
frecuencia cuando así lo determine su reglamento o su 
costumbre, y que serán competencia exclusiva de la 
asamblea, entre otros, el señalado en su fracción IX, que 
dispone: 

Se transcribe 

De lo anterior tenemos que solo la asamblea puede autorizar 
A LOS EJIDATARIOS, la adopción del dominio pleno sobre sus 
parcelas. De lo que se sigue que solo un ejidatario puede 
tener el dominio pleno de una parcela. 

El artículo 81 de la Ley Agraria señala que "la asamblea, con 
las formalidades previstas a tal efecto por los artículos 24 a 28 
y31 de esta ley, podrá resolver que los ejidatarios puedan a su 
vez adoptar el dominio pleno sobre dichas parcelas" Lo que 
significa que solo los ejidatarios pueden adoptar el dominio 
pleno de una parcela. 

Con fecha 28 de octubre de 2012, se llevó a cabo la 
formalización del ACTA QUE SE LEVANTA CON MOTIVO DE 
LA REALIZACIÓN DE LA ASAMBLEA DE LA ADOPCIÓN DEL 
DOMINIO PLENO PARCIAL, misma Acta donde se autorizó la 
adopción del dominio pleno de la parcela ejidal número 969 
al C. ****** ********* *****. 

El artículo 86 de la Ley agraria dispone que "La primera 
enajenación a personas ajenas al núcleo de población de 
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parcelas sobre las que se hubiere adoptado el dominio pleno, 
será libre de impuestos o derechos federales para el 
enajenante..." 

− De lo anterior se deriva que solo quien tenga el dominio 
pleno de la parcela puede realizar la primera enajenación, la 
cual será libre de impuestos federales y, en el caso, se 
conoció que ****** ********* ***** efectuó esa primera enajenación, 
por lo cual es claro que tenía la calidad de ejidatario. 

Conforme al Artículo 16 de la ley Agraria, "La calidad de 
engatan° se acredita: 11. Con el certificado parcelario o de 
derechos comunes" 

− Consta que mediante "CONTRATO DE ENAJENACIÓN 
DE DERECHOS PARCELARIOS" de 14 de agosto de 2009, el 
contribuyente ****** ********* ****** ******** ** ******* ****** *** *** ***** *** 
*** ********** ** ********** **** 

− Consta en la página 31 de la resolución impugnada que, 
con fecha 24 de noviembre 

de 2009 fue expedido el Certificado Parcelario con número 
************* * ***** *** ************* ******** ****** ********* ****** *** ****** ** 
******* *** *** *** ***** *** ***** ****** *** ********* ** ****** ********** ******** 
********** ** ******* ** *********** 

** *********** ****** ********* ***** si acreditó la calidad de ejidatario, 
pues contaba con un Certificado parcelario y, además, de 
considerar que no era ejidatario, llegaríamos a la conclusión 
de que, en tal supuesto, jamás habría podido adquirir el 
dominio pleno de la parcela ni haber enajenado la misma a 
un tercero ajeno al elido, por lo que no existiría la operación 
de enajenación ni, por tanto, la supuesta obtención de 
ingresos por enajenación de bienes, por lo que la resolución 
determinante resultaría igualmente ilegal. 

Ser reitera, el desconocer la calidad de ejidatario de ****** 
********* ***** es tanto como señalar que la enajenación es nula, 
ya que no podía disponer de dicho inmueble, por lo que, en 
tal caso, no existiría enajenación y por tanto tampoco ingresos 
por enajenación de bienes. 

Lo anterior en virtud de que implicar dicha enajenación un 
acto de dominio, en materia agraria sólo pueden efectuarla 
los ejidatarios respecto de las tierras parceladas que se les 
hubieran asignado a los terceros ajenos a ellos, por las tierras 
respecto de las cuales la asamblea les haya otorgado 
expresamente el dominio pleno. 

Comparte lo aquí expuesto la siguiente tesis: 

TIERRAS EJIDALES. SI A LOS EJIDATARIOS NO SE LES HA 
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OTORGADO EL DOMINIO PLENO SOBRE ELLAS, CONFORME 
A LOS ARTÍCULOS 27, FRACCIÓN VII, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 81 DE LA 
LEY AGRARIA, NO PUEDEN CEDER SUS DERECHOS 
RELATIVOS A UN TERCERO AJENO AL NÚCLEO DE 
POBLACIÓN, AUN A TÍTULO GRATUITO. 

De ahí que la resolución se encuentre indebidamente fundada 
y motivada pues, por una parte, se demostró plenamente que 
el contribuyente tenía la calidad de ejidatario y, por otro, la 
resolución de la autoridad resulta incongruente y 
contradictoria, pues solo un ejidatario podía enajenar la 
parcela *** *** *** ***** *** ***** ****** 

 
*** **** ***** ** *********** (**** ** ********) *** ****** ********* ***** enajenó la 
parcela No. 969 Z-1 P1/1, del Ejido Terán después de obtener 
el dominio pleno de la misma, entonces deberá reconocerse 
la calidad de ejidatario del suscrito contribuyente (pues solo 
un ejidatario puede obtener el dominio pleno y enajenar a un 
tercero) y, por tanto, resolver que sí procede la aplicación  de 
la exención en términos del artículo 109, fracción XXV de la 
Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente en 2013, y resolver 
que la resolución determinante se encuentra indebidamente 
fundada y motivada. 
 
Por todo lo anterior, cualquiera que sea la decisión que adopte 
esa Sala, es claro que la consecuencia es la indebida 
fundamentación y motivación del crédito fiscal determinado, 
pues si ****** ********* ***** enajenó el bien fue porque, 
precisamente, tenía el carácter de ejidatario, y por tanto 
gozaba de la exención establecida ene I artículo 109, fracción 
XVV de la ley del Impuesto Sobre la Renta: caso contrario, de 
compartir el erróneo criterio de la autoridad y estimar que la 
actora no tuvo el carácter de ejidatario, entonces no existió la 
enajenación y, por tanto, tampoco el ingreso por enajenación, 
lo que evidencia que no existe acumulación de ingresos ni 
impuestos omitidos. 

En tal sentido, al haber dejado de aplicar las disposiciones 
legales debidas, como lo son los artículos 16, 23, 81 y 86 de la 
Ley agraria, así como el numeral 109, fracción XXV de la Ley 
del Impuesto Sobre la Renta y 14 del Código Fiscal de la 
Federación, es claro que la resolución adolece de una 
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indebida fundamentación y motivación, además de actualizar 
el supuesto de nulidad establecido en el artículo 51, fracción 
IV de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, siendo procedente que se decrete la nulidad 
lisa y llana de la resolución impugnada. 

DÉCIMO. ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE 
DEL CRÉDITO FISCAL, EN ATENCIÓN A QUE LA AUTORIDAD 
FISCAL CONFUNDE LOS REQUISITOS PARA SER 
AVECINDADO CON LOS NECESARIOS PARA SER 
EJIDATARIO. 

La resolución impugnada se encuentra indebidamente 
fundada y motivada, pues la autoridad fiscal incorrectamente 
considera que para que ****** ********* ***** haya podido adquirir 
la calidad de ejidatario debió cumplir con diversos requisitos 
entre los que se encuentran, haber residido por más de un año 
en el núcleo ejidal, correspondiente al Ejido Terán de Tuxtla 
Gutiérrez, Chiapas, según la autoridad, porque así lo establece 
el artículo 13, de la Ley Agraria. 

En efecto, la fiscalizadora señala: 
 
Se transcribe 
 

La consideración de la autoridad fiscal es incorrecta, además 
de que exhibe una deficiente lectura de la ley agraria, lo que 
forja la ilegalidad de la resolución determinante, pues genera 
la indebida fundamentación y motivación de la misma. 

En efecto, el artículo 13 en el que la autoridad fiscal funda su 
resolución y es la base de sus consideraciones, dispone: 
 
Se transcribe 
 
De lo anterior, tenemos que el artículo 13 dispone que, PARA 
SER AVECINDADO, una persona debiera de haber residido por 
un año, o más, en las tierras del núcleo de población ejidal y, 
además, haber sido reconocidos como tales por la asamblea 
ejidal o el tribunal agrario. 

En tal sentido, la resolución determinante del crédito fiscal es 
incorrecta, al estar soportada en una premisa falsa, como la 
que es que, para ser ejidatario, debió cumplir con diversos 
requisitos entre los que se encuentran, haber residido por más 
de un año en el núcleo ejidal, como lo establece el artículo 13, 
pues como se advierte de una simple lectura, el artículo 13 se 
refiere a los avecindados, y no a los ejidatarios. 

Luego, al ser incorrecta, falaz e infundada la premisa sobre la 
cual se basa la determinación del crédito fiscal, deberá de 
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decretarse la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, 
pues el artículo 13 de la ley no requiere, para ser ejidatario, 
haber residido un año en el núcleo ejidal, siendo dicho 
requisito para ser avecindado, de ahí que quede demostrada 
la indebida fundamentación y motivación de la resolución. 

Por lo anterior, al haberse transgredido lo dispuesto por el 
artículo 38, fracción IV del Código Fiscal de la Federación, y al 
haber leído y aplicado de manera incorrecta lo establecido en 
el artículo 13 de la ley agraria, es que se actualiza el supuesto 
de anulación fijado en el artículo 51, fracción IV de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.” 

 
 

La Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” 

al contestar la demanda sostuvo la legalidad de la resolución recurrida. 

 

De las manifestaciones de las partes se advierte que la litis en 

el presente considerando se circunscribe en determinar si es legal el acto 

recurrido contenido en el oficio ************************** de 29 de agosto de 

2018. 

 

Esta Sala considera infundados los conceptos de 

impugnación transcritos porque el artículo 109, fracción XXV de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, vigente en 2013, establece:  

 

“Artículo 109. No se pagará el impuesto sobre la renta por 
la obtención de los siguientes ingresos: 
 
(…) 
 
XXV. Los que deriven de la enajenación de derechos 
parcelarios, de las parcelas sobre las que hubiera adoptado 
el dominio pleno o de los derechos comuneros, siempre y 
cuando sea la primera trasmisión que se efectúe por los 
ejidatarios o comuneros y la misma se realice en los 
términos de la legislación de la materia. 
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(…)” 
 

 

En tanto que el artículo 132 del Reglamento de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, vigente en 2013, señala: 

 

“Artículo 132. Para los efectos del artículo 109, fracción XXV 
de la Ley, los fedatarios públicos que intervengan en las 
operaciones de enajenación de derechos parcelarios, de 
parcelas sobre las que se hubiere adoptado el dominio 
pleno o de derechos comuneros, no calcularán el impuesto 
a cargo del enajenante, siempre que éste acredite ante el 
fedatario público su calidad de ejidatario o comunero en los 
términos de la Ley Agraria y la enajenación sea la primera 
transmisión que efectúe sobre dichos derechos o parcelas.” 
 

De los preceptos transcritos se infiere que no se pagará el 

impuesto sobre la renta por la obtención de ingresos que deriven de la 

enajenación de parcelas sobre las que se hubiera adoptado el dominio 

pleno, siempre y cuando sea la primera trasmisión que se efectúe por los 

ejidatarios y ésta se realice en los términos de la legislación de la materia. 

 

 

 

Para los efectos del primer artículo los fedatarios públicos que 

intervengan en las operaciones de enajenación de parcelas sobre las que 

se hubiere adoptado el dominio pleno no calcularán el impuesto a cargo 

del enajenante, siempre que éste acredite su calidad de ejidatario en los 

términos de la Ley Agraria y la enajenación sea la primera transmisión que 

efectúe sobre dichos derechos o parcelas. 

 

 

De lo  anterior  se  deduce  que  para 

que  proceda  la  exención  del  impuesto  sobre la renta por la 

enajenación de parcelas sobre las que se hubiera adoptado el dominio 

pleno, deben reunirse los requisitos siguientes: 
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1) Que el enajenante acredite su calidad de ejidatario en los 

términos de la Ley Agraria; y, 

 

2) Que la enajenación sea la primera transmisión que efectúe 

el enajenante sobre esos derechos o parcelas. 

 

La Ley Agraria en los artículos 12, 13, 14 y 15, establece: 

 

“Artículo 12.- Son ejidatarios los hombres y las mujeres 
titulares de derechos ejidales.  
 
 
Artículo 13.- Los avecindados del ejido, para los efectos de 
esta ley, son aquellos mexicanos mayores de edad que han 
residido por un año o más en las tierras del núcleo de 
población ejidal y que han sido reconocidos como tales por la 
asamblea ejidal o el tribunal agrario competente. Los 
avecindados gozan de los derechos que esta ley les confiere.” 
 
 
Artículo 15.- Para poder adquirir la calidad de ejidatario se 
requiere:  
 
 
I. Ser mexicano mayor de edad o de cualquier edad si tiene 
familia a su cargo o se trate de heredero de ejidatario; y  
 
II. Ser avecindado del ejido correspondiente, excepto cuando 
se trate de un heredero, o cumplir con los requisitos que 
establezca cada ejido en su reglamento interno.  
 
 
Artículo 16.- La calidad de ejidatario se acredita:  
 
 
I. Con el certificado de derechos agrarios expedido por 
autoridad competente;  
 
 
II. Con el certificado parcelario o de derechos comunes; o  
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III. Con la sentencia o resolución relativa del tribunal agrario.”  

 

 

De los preceptos transcritos se infiere que son ejidatarios los 

titulares de derechos ejidales. Para poder adquirir la calidad de ejidatario 

se requiere:  

 

• Ser mexicano mayor de edad o de cualquier edad si tiene 
familia a su cargo o se trate de heredero de ejidatario y 

 
• Ser avecindado del ejido correspondiente, esto es, 

aquellos que han residido por un año o más en las tierras del núcleo de 
población ejidal y que han sido reconocidos como tales por la asamblea 
ejidal o el tribunal agrario competente. 

 

 

Así, la enajenación de la parcela podrá ser realizada por un 

sujeto que: 

 
a)  Sea titular de los derechos parcelarios lo cual podrá 

acreditar con el certificado de derechos agrarios expedido por autoridad 
competente; el certificado parcelario o de derechos comunes; o con la 
sentencia o resolución relativa del tribunal agrario. 

 
 
b)  Haya adoptado el dominio pleno mediante el trámite de 

cancelación del certificado parcelario y expedición del título de propiedad 
correspondiente, lo que acredita con el título de propiedad 
correspondiente.  

 
 

En el caso, la Administración Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal de Chiapas “1” determinó que el hoy actor obtuvo ingresos en 

cantidad de $94,780.500.000 por enajenación de bienes por concepto de 

la venta de la parcela ejidal número ******* ****, con una extensión de ********** 

Hectáreas que se encuentra ubicada en el Ejido Terán de Tuxtla Gutiérrez, 

Chiapas, con base en los fundamentos y motivos siguientes: 
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(…)” 

 

Al respecto, el demandante en el séptimo concepto de 

impugnación sostiene que el crédito recurrido no se encuentra 

debidamente fundado ni motivado porque la autoridad erróneamente 

consideró que no demostró la calidad de ejidatario y, por ende, no podía 

gozar de la exención establecida en el artículo 109, fracción XXV de la Ley 

del Impuesto Sobre la Renta, lo que resulta incorrecto ya que él comprobó 

esa calidad con el certificado parcelario número ************* *** ****** ** ******* 

****** *** *** **** *** ***** ***** * ***** ******** ** ** ******** ******* ******** **** ** ***** ************* 
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Argumento que se estima parcialmente fundado pero 

insuficiente para declarar la nulidad del crédito recurrido porque de la 

digitalización inserta se aprecia que la Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Chiapas “1” señaló, en un primer momento, lo siguiente: 

“Con fecha 24 de Noviembre de 2009 fue expedido el Certificado Parcelario 

*** ****** ************* * ***** *** ************* ******** ****** ********* ****** *** ****** ** ******* *** 

*** *** ***** *** ***** ****** *** ********* ** ****** ********** *******; ***** ********* *** *** ******* *** ** 

** **** ******* ********* ******* ** ** ******** ** ******** ******* ********* ***** *********** ********** *** 

***** ******** ** ** ******** ******* ******** **** ** ***** ************* ** ** ********* ** **** ***** ** 

************* ********* *** ** ******* * ** *** ******** ** *********** ********** ** ** ********* *** ** **** 

** ******* ** ******* ** **********(…)”* 

 

Y, posteriormente precisó: “(…) y al no haber comprobado 

que en realidad haya sido un Ejidatario residente del núcleo ejidal y 

que haya explotado las tierras comunales en actividades primarias 

como son la ganadería, agricultura, etc., no le corresponde el 

beneficio de la exención por enajenación de parcelas ejidales que 

establece la Ley del Impuesto Sobre la Renta, no se omite señalar que 

ante el Registro Federal de Contribuyentes el contribuyente revisado ****** 

********* *****, no tiene reportada actividad primaria alguna; y no se debe 

olvidar que el legislador al ceder dicha exención a ese sector vulnerable 

(ejidos), lo hizo con la finalidad de reactivar la productividad a ese 

sector económico, atendiendo a que como ya se dijo es un sector 

vulnerable, en el que se realiza el aprovechamiento colectivo de dichas 

tierras por lo que dicha enajenación se encuentra gravada y se 

encuentra sujeta al pago de contribuciones en términos de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta.” 

 



- 112 - 
 
 

 

Lo anterior, resultó jurídicamente incorrecto porque es cierto 

que el artículo 15 de la Ley Agraria precisa que para poder adquirir la 

calidad de ejidatario se requiere: “I. Ser mexicano mayor de edad o de 

cualquier edad si tiene familia a su cargo o se trate de heredero de ejidatario; 

y II. Ser avecindado del ejido correspondiente, excepto cuando se trate 

de un heredero, o cumplir con los requisitos que establezca cada ejido en su 

reglamento interno.”  

 

Y, que el diverso artículo 13 de la indicada legislación señala 

que los avecindados del ejido, son aquellos mexicanos mayores de 

edad que han residido por un año o más en las tierras del núcleo de 

población ejidal y que han sido reconocidos como tales por la 

asamblea ejidal o el tribunal agrario competente.  

 

Sin embargo, no debe perderse de vista que el numeral 16, 

fracción II de la Ley Agraria determina que la calidad de ejidatario se 

acredita —entre otros— con el certificado parcelario o de derechos 

comunes. 

 

Por tanto, si con fecha 24 de noviembre de 2009 fue expedido 

el Certificado Parcelario con número ************* * ***** *** *** ***** ***** ****** 

********** *** ****** ** ******* *** *** *** ***** *** ***** ****** *** ********* ** ****** ********** *******; 

********* *** *** ******* *** ** ******** ******* ******** * ***** ******** ** ** ******** ******* ******** 

**** ** ***** ************, es innegable que la autoridad fiscalizadora debió 

reconocerle dicho carácter y no solicitar que demostrara haber residido 

por un año o más en las tierras del núcleo de población ejidal pues éste 

constituye un requisito previo a la expedición del certificado parcelario y, 

que no haber cumplido el accionante la autoridad competente no hubiera 

expedido el certificado correspondiente. 

 

De ahí que resulten incorrectas todas las consideraciones de 

la fiscalizadora tendentes a sostener que el hoy demandante no acreditó 

su calidad de ejidatario y, por ende, que resulte fundado también el  
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noveno concepto de impugnación en el que el actor sostiene que fue 

ilegal que se desconociera ese carácter. 

 

Cabe precisar, que contrario a lo aducido por el demandante 

en el décimo concepto de impugnación, la autoridad no confunde los 

requisitos para ser avecindado con los necesarios para ser ejidatario pues, 

como se precisó, en términos del artículo 15 de la Ley Agraria para poder 

adquirir la calidad de ejidatario se requiere ser avecindado del ejido 

correspondiente.   

 
Empero, lo erróneo del actuar de la autoridad es que pretende 

solicitar un requisito que el hoy actor ya cumplió en tanto que ya le fue 

expedido a su favor por autoridad competente el Certificado Parcelario 

con número ************ de 24 de noviembre de 2009, documento con el cual 

se acredita dicho carácter según lo establecido en el artículo 16, fracción 

II de la Ley Agraria. 

 

En tal virtud, en nada beneficia al demandante que esta Sala 

se pronuncia respecto de los argumentos que hace valer en el concepto 

de impugnación décimo primero encaminados a controvertir la valoración 

de las pruebas con las que pretendió acreditar haber residido por más de 

un año en el núcleo ejidal, en atención a la conclusión a que se arribó en 

líneas precedentes. 

    

En otro sentido, asiste razón al demandante cuando señala 

que la exención establecida en el artículo 109, fracción XXV de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta no se encuentra condicionada a que el 
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contribuyente que efectúa la enajenación deba comprobar además de ser 

un ejidatario, ser residente del núcleo ejidal y que haya explotado las 

tierras comunales en actividades primarias como son la ganadería, 

agricultura como lo refiere la fiscalizadora. 

 
Se afirma lo anterior porque el artículo señalado, transcrito 

con antelación, prevé que  para que  proceda  la  exención  del  impuesto  

sobre la renta por la enajenación de parcelas sobre las que se hubiera 

adoptado el dominio pleno, deben reunirse los requisitos siguientes: 

 

1) Que el enajenante acredite su calidad de ejidatario en los 

términos de la Ley Agraria; y, 

 

2) Que la enajenación sea la primera transmisión que efectúe 

el enajenante sobre esos derechos o parcelas. 

 

Pero de modo alguno el artículo 109, fracción XXV de la Ley 

del Impuesto Sobre la Renta establece que además de esos requisitos 

deba comprobar ser residente del núcleo ejidal y que haber explotado las 

tierras comunales en actividades primarias como son la ganadería, la 

agricultura, como en forma errónea lo sostiene la autoridad fiscal. 

 

No obstante, aun cuando en el caso se encuentra acreditado 

la calidad de ejidatario del demandante, lo cierto es que no se cumple con 

el segundo requisito a que alude el artículo 109, fracción XXV de la Ley 

del Impuesto Sobre la Renta, esto es, que la enajenación sea la primera 

transmisión que efectúe el enajenante sobre esos derechos o parcelas, 

en tanto que de la propia resolución recurrida se aprecia que la autoridad 

fiscalizadora señaló siguiente: 
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Lo anterior, pone de relieve que la primera transmisión de los 

derechos de la parcela No. *** *** ***** *** ***** ****** *** ********* ** ****** ********** 

******* ** ******* ** ** ** ****** ** **** * ****** *** ******** ** *********** ** ******** *********** 

********* ***** ******* ********* ****** ** ** ******* ** ********** *   ***** ****** ********* en su 

carácter de adquirente con un precio de operación de $20,000.00. 

 

Por consiguiente, debe quedar intocada la determinación de 

la autoridad fiscalizadora respecto de que a ***** ****** ********* no le 

corresponde el beneficio de la exención por enajenación de parcelas 

ejidales que establece el artículo 109, fracción XXV de la Ley del Impuesto 

Sobre la Renta en relación con el 86 de la Ley Agraria que es del tenor 

siguiente: 

 

“Artículo 86.- La primera enajenación a personas ajenas al núcleo 
de población de parcelas sobre las que se hubiere adoptado el 
dominio pleno, será libre de impuestos o derechos federales para 
el enajenante y deberá hacerse cuando menos al precio de 
referencia que establezca la Comisión de Avalúos de Bienes 
Nacionales o cualquier institución de crédito.” 
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Por otro lado, es infundado el octavo concepto de 

impugnación en el que el demandante aduce que la autoridad fiscal no 

fundó ni motivó porqué la aportación de un terreno a fideicomiso se 

considera enajenación en términos del artículo 14, fracción I del Código 

Fiscal de la Federación. 

 

 

Lo que se justifica porque al respecto la Administración 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Chiapas “1” en el acto recurrido, 

señaló: 
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Como se ve, la autoridad fiscalizadora sí motivó porque 

consideró que la aportación de un terreno a fideicomiso se trataba de una 

enajenación,  a saber porque el fideicomiso se constituyó en un  contrato 

TRASLATIVO DE DOMINIO Y DE ADMINISTRACIÓN Y DESARROLLO 

REVOCABLE de 8 de noviembre de 2013, en el cual participaron el 

fideicomitente  *  ***** ****** ********* *** ** ********** ** ***** ** **************  ** 

************** ***** **** ** *****  *** ********* ** ******** ********** *** **** ** ********** ***** 
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********* ***** *********** ** ***** ********* ***** ********** ********* quien recibió la 

titularidad del bien y como fideicomisarios  los propios fideicomitentes. 

 

En efecto, es claro que existe una enajenación de la parcela 

ejidal pues fue aportada al fideicomiso por parte del accionante y su 

titularidad la recibe el fiduciario, con lo cual es procedente concluir que 

existe una enajenación del bien inmueble consistente en la parcela ejidal    

*** *** *** ***** del Ejido Terán, motivación que se encuentra plasmada en la 

resolución crediticia impugnada. 

 

Máxime que el actor no acredita lo contrario, es decir, que no 

exista una enajenación, tan es así que fue el mismo quien aplicó 

indebidamente lo dispuesto en el artículo 109, fracción XXV de la  Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, lo que incluso se advierte del contrato traslativo 

de dominio y de administración y desarrollo revocable de 8 de noviembre 

de 2013, que obra a fojas 1194 a 1196 del legajo 2/3 del expediente 

administrativo. 

 

A mayor abundamiento no debe pasar desapercibido que 

un fideicomiso es un contrato en virtud del cual una o más personas 

(fideicomitente/s o fiduciante/s) transmiten bienes, cantidades de dinero 

o derechos, presentes o futuros, de su propiedad a otra persona 

(fiduciaria, que puede ser una persona física o jurídica) para que esta 

administre o invierta los bienes en beneficio propio o en beneficio de un 

tercero, llamado beneficiario, y se transmita su propiedad, al 

cumplimiento de un plazo o condición, al fideicomisario, que puede ser el 

fiduciante, el beneficiario u otra persona2. 

 

Así, el fideicomiso sirve de marco y sustento jurídico para la 

asignación de beneficios económicos derivados de la propiedad de 

ciertos bienes, conforme a la voluntad de su dueño y con efectos hacia el 

futuro. Es un modo de disposición de la propiedad que "ata" los bienes a 

un destino determinado, en interés de personas distintas de aquella que 

                                                 
2 https://es.wikipedia.org/wiki/Fideicomiso 
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recibe la propiedad. Su interés práctico deriva precisamente de tres 

atributos: Los bienes en cuestión son enajenados por su dueño, quien los 

transfiere "a título fiduciario"3.  

 

No es lo mismo que la transmisión de la propiedad a título 

oneroso o gratuito, pero se trata de un acto de disposición del titular. La 

transferencia "a título fiduciario" rodea a los bienes de inmunidad respecto 

de los acreedores de quien los recibe, así como de los acreedores del 

dueño original y de los destinatarios finales de los bienes. Los bienes 

quedan amparados por un régimen de administración conforme a su 

naturaleza y al destino previsto.  

 

El fideicomiso sirve para instrumentar donaciones en vida del 

instituyente y también para establecer disposiciones de última voluntad o 

a instituciones de beneficencia y entidades de bien público que 

aprovechan el beneficio para su objeto específico. El fideicomiso sirve 

para articular las relaciones de índole comercial que deseen crear entre 

sí, el dueño original de los bienes y sus contrapartes en un negocio, el 

fideicomiso cobija con igual facilidad tanto operaciones individuales 

promovidas por empresas constructoras de edificios y viviendas, como 

grandes fondos de inversión con multitud de participantes.  

 

Luego, si a través del fideicomiso los bienes en cuestión son 

enajenados por su dueño, quien los transfiere "a título fiduciario", es 

innegable que estamos en presencia de una enajenación y, por ende, 

resultó apegado a derecho que la autoridad fiscalizadora considerara 

como tal el contrato traslativo de dominio y de administración y desarrollo 

revocable de 8 de noviembre de 2013, 

                                                 
3 Idem. 
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En lo tocante al argumento de que la autoridad debió aplicar 

la fracción V del artículo 14 del Código Fiscal de la Federación y no la 

fracción I, resulta infundado porque las citadas fracciones disponen: 

 

 

“Artículo 14.- Se entiende por enajenación de bienes: 
 
I. Toda transmisión de propiedad, aun en la que el enajenante 
se reserve el dominio del bien enajenado 
 
(…) 
 
V. La que se realiza a través del fideicomiso, en los siguientes 
casos:  
 
a) En el acto en el que el fideicomitente designe o se obliga a 
designar fideicomisario diverso de él y siempre que no tenga 
derecho a readquirir del fiduciario los bienes.  
 
b) En el acto en el que el fideicomitente pierda el derecho a 
readquirir los bienes del fiduciario, si se hubiera reservado tal 
derecho. Cuando el fideicomitente reciba certificados de 
participación por los bienes que afecte en fideicomiso, se 
considerarán enajenados esos bienes al momento en que el 
fideicomitente reciba los certificados, salvo que se trate de 
acciones.” 
 

 

Como se ve, de conformidad con el precepto transcrito se 

considera enajenación toda transmisión de propiedad, aun cuando se  

haya reservado el dominio, así como la que se realiza en el fideicomiso, 

cuando el fideicomitente se obliga a designar  fideicomisario diverso a él 

y no se reserva el derecho, cuando el fideicomitente pierda el derecho a 

readquirir los bienes del fiduciario, si se reservó tal derecho, cuando el 

fideicomitente reciba certificados de participación. 

 

 

En el caso, como se precisó anteriormente, el hoy actor 

traslado el domicilio de la parcela ejidal No. 969 Z-1 P1/1, del Ejido Terán, 
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al fiduciario quien adquirió la titularidad del bien, lo que conlleva a una 

trasmisión de propiedad al fiduciario por lo que el supuesto no puede 

encuadrar en el supuesto de la fracción V del artículo 14 del Código Fiscal 

de la Federación, sino en la fracción I, dado que de la lectura que se 

efectúe del contrato traslativo de dominio y de administración y desarrollo 

revocable de 8 de noviembre de 2013, se puede advertir en la CLÁUSULA 

TERCERA, PATRIMONIO DEL FIDEICOMISO, señala que ***** ****** ********* 

transmite el dominio al fiduciario el inmueble ya mencionado, sin 

limitación alguna de dominio además en la CLÁUSULA SEXTA. FINES DEL 

FIDEICOMISO, señala en el inciso a), que el fin es que el fiduciario reciba 

la propiedad y la titularidad del inmueble. 

 

 

DÉCIMO. Esta Sala por cuestión de método analizan en este 

considerando los conceptos de impugnación décimo segundo y décimo 

tercero en los que el actor aduce lo siguiente: 

 

“DÉCIMO SEGUNDO. VIOLACIÓN AL SEXTO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 42 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
PORQUE LA AUTORIDAD NO ACOMPAÑÓ A LA ULTIMA 
ACTA PARCIAL, LAS DOS ACTAS DE COMPARECENCIA QUE 
SUPUESTAMENTE LEVANTÓ LOS DÍAS 31 DE ENERO Y 09 DE 
FEBRERO DE 2018. 

 

En relación con el primer concepto de agravio, se hace valer 
la ilegalidad del procedimiento, ya que la liquidadora NO 
acompañó a la última acta parcial, las supuestas actas de no 
comparecencia, de fechas 31 de enero de 2018 y 09 de 
febrero de 2018, a que hace referencia la hoy demandada en 
la foja 7 de la resolución del recurso de revocación: 
 



- 122 - 
 
 

 

 
Se transcribe 
 

 

Ahora bien, sobre el particular se manifiesta que la autoridad 
actuó en contravención del párrafo sexto del artículo 42 del 
Código Fiscal de la Federación, ya que no adjuntó o 
acompañó a la Ultima Acta Parcial, las mencionadas Actas 
de No comparecencia, razón por la cual nos impide verificar 
que efectivamente haya dado cumplimiento a lo que dispone 
mencionado sexto párrafo, el cual es del siguiente tenor 
literal: 
 
 
Se transcribe 
 

 

Como pude advertirse, el legislador impuso la obligación a 
cargo de la autoridad de que antes de emitir la UAP, levante 
un acta circunstanciada en la que haga constar sí asistió o no 
el contribuyente a la cita que se le invitó, debiendo hacer 
constar esa circunstancia en la UAP. 

 

Ahora bien, es el caso que para cumplimentar la obligación de 
mérito NO basta que la autoridad asiente en la UAP que 
levantó la mencionada acta de comparecencia, sino que para 
dar certeza y seguridad jurídica al auditado, es indispensable 
que la acompañe a la UAP, como soportante de los hechos 
asentados en ésta última, ello para estar en posibilidad de 
verificar si efectivamente se levantó en el día que se dice se 
hizo. 

 

Por lo tanto, la autoridad actuó en contravención a lo 
dispuesto por la normativa aplicable, al no acompañar y 
darme a conocer en el momento procedimental oportuno, 
como lo era, en el levantamiento de la UAP, la mencionada 
acta de no comparecencia. 

 

DÉCIMO TERCERO. VIOLACIÓN AL SEXTO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 42 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
PORQUE LA AUTORIDAD LEVANTÓ DOS ACTAS CUANDO LA 
LEY SOLO LA FACULTA A LEVANTAR UNA SOLA ACTA. 
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Por último y en relación al primer concepto de impugnación, 
se invoca la violación al sexto párrafo del artículo 42 del 
Código Fiscal de la Federación, ya que la hoy demandada 
asienta en la resolución del recurso de revocación que la 
liquidadora supuestamente levantó DOS ACTAS DE NO 
COMPARECENCIA, cuando el mencionado párrafo 
únicamente la faculta a levantar UNA. 

 

Cierto, de la lectura que se realice al párrafo sexto del artículo 
42 del CFF, claramente podremos apreciar que la autoridad 
fiscalizadora únicamente está facultada a levantar UNA SOLA 
ACTA CIRCUSNTANCIADA en la que asiente si el 
contribuyente compareció o no a la cita que le hizo; sin que la 
ley le faculte a levantar DOS, tal y como sucedió en la especie. 
 
Se transcribe 
 

Como puede advertirse la autoridad levantó DOS ACTAS 
CIRCUNSTANCIADAS, cuando la ley únicamente la faculta a 
levantar UNA; por lo tanto, la actuación de la autoridad es 
contraria a las disposiciones legales aplicables al haberse 
levantado DOS actas, máxime cuando en la UAP jamás se 
hizo mención a la existencia del acta del 31 de enero de 
2018, lo que me origina una total incertidumbre respecto al 
contenido de esa acta y si la misma es coincidente o no con 
el asentado en la supuesta acta del 09 de febrero de 2018, 
que se insiste, nunca me fue adjuntada a la Ultima Acta 
Parcial, y que al día de hoy desconozco. 

 

Razón suficiente para que se declare la nulidad.” 
 

 

La Administración Desconcentrada Jurídica de Chiapas “1” 

al contestar la demanda sostuvo la legalidad de la resolución recurrida. 
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De las manifestaciones de las partes se advierte que la litis en 

el presente considerando se circunscribe en determinar si la 

Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de Chiapas “1” infringió 

el sexto párrafo del artículo 42 del Código Fiscal de la Federación porque 

la autoridad no acompañó a la última acta parcial las dos actas de 

comparecencia que supuestamente levantó los días 31 de enero y 9 de 

febrero de 2018, así como porque levantó dos actas en lugar de una sola. 

 

 

Esta Sala considera infundados los conceptos de 

impugnación transcritos porque el artículo 42, párrafo quinto y sexto del 

Código Fiscal de la Federación, establece: 

 

 
“Artículo 42.  
 
 (…) 

 

Las autoridades fiscales que estén ejerciendo alguna de las 
facultades previstas en las fracciones II, III y IX de este artículo 
y detecten hechos u omisiones que puedan entrañar un 
incumplimiento en el pago de contribuciones, deberán 
informar por medio de buzón tributario al contribuyente, a su 
representante legal, y en el caso de las personas morales a 
sus órganos de dirección por conducto de aquel, en un plazo 
de al menos 10 días hábiles previos al del levantamiento de la 
última acta parcial, del oficio de observaciones o de la 
resolución definitiva en el caso de revisiones electrónicas, el 
derecho que tienen para acudir a las oficinas que estén 
llevando a cabo el procedimiento de que se trate, para 
conocer los hechos y omisiones que hayan detectado. 
 
 
Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la 
autoridad emitirá la última acta parcial, el oficio de 
observaciones o la resolución definitiva en el caso de 
revisiones electrónicas, señalando en estas actuaciones la 
asistencia o inasistencia de los interesados para ejercer su 
derecho a conocer el estado del procedimiento a que está 
siendo sujeto; previamente a ello, deberá levantarse un acta 
circunstanciada en la que se haga constar esta situación. En 
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toda comunicación que se efectúe en términos del párrafo 
anterior, deberá indicárseles que pueden solicitar a la 
Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, ser asistidos de 
manera presencial cuando acudan a las oficinas de las 
autoridades fiscales.” 
 
 

De la porción normativa transcrita se infiere que  la autoridad 

se encuentra obligada a levantar el acta correspondiente respecto a la 

asistencia o inasistencia del contribuyente en las oficinas de la autoridad 

para conocer los hechos y omisiones, y que tal situación debe hacerlo 

constar en la última acta parcial tratándose de visita domiciliaria, el oficio 

de observaciones en el caso de la revisión de gabinete o en la resolución 

definitiva en los casos de la revisión electrónica, pero de ninguna manera 

dispone que deben acompañarse a tales actos de la autoridad 

fiscalizadora las actas de asistencia o inasistencia que levante la 

autoridad. 

 

 

En tal virtud, la autoridad fiscalizadora cumplió con la 

obligación de hacer constar en la última acta parcial, la asistencia o 

inasistencia del contribuyente, y en el caso que ocupa fue la inasistencia 

del contribuyente en las oficinas de la autoridad a fin de conocer los 

hechos y omisiones que la autoridad conoció en el procedimiento 

fiscalizador, tal como se advierte que los folios ******************* ** 

******************* de la última acta parcial, 

 

 

Sin que resultara necesario además que la autoridad 

acompañara a la última acta parcial las dos actas de comparecencia que 
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levantó los días 31 de enero y 9 de febrero de 2018, porque tal requisito 

no se encuentra previsto en el precepto en comento. 

 

Aunado a lo expuesto, no es ilegal que la autoridad levantara 

dos actas en virtud de que la disposición legal en cita, no limita a la 

autoridad a que levante una única acta, sino que el propósito es que 

conste la inasistencia o asistencia del fiscalizado, por lo que de ningún 

modo es ilegal la actuación de la autoridad. 

 
Tanto más porque en las actas de 31 de enero y de 9 de 

febrero de 2018 se hizo constar la inasistencia del actor, aunado a que el 

levantamiento de las actas en cuestión n de ningún modo afecta la esfera 

jurídica del actor, puesto que lo realmente transcendente es que la 

autoridad le dio conocer el derecho que le asistía a acudir a las oficinas 

de la autoridad.   

 

No pasa inadvertido para esta Sala que el actor también 

solicitó  se condene a la demandada al pago de daños y perjuicios; sin 

embargo, no resulta procedente puesto que de conformidad con el 

artículo 6 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 

la autoridad demandada deberá indemnizar al particular por el importe de 

los daños y perjuicios causados cuando haya cometido falta grave al 

dictar la resolución impugnada y no se allane al contestar la demanda, 

entendiéndose por falta grave cuando:  

 
a) la resolución impugnada se anule por ausencia de 

fundamentación o motivación en cuanto al fondo o a la competencia;  

 

 

b) sea contraria a una jurisprudencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación; y,  
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c) se anule al comprobarse que aun cuando fue emitida en 

ejercicio de facultades discrecionales no corresponda a los fines para los 

cuales la ley confiera dichas facultades. 

 

En el caso, no se actualiza alguno de los indicados supuestos, 

en virtud de que en el caso si bien se anuló la resolución recurrida no se 

debió a alguno de los supuestos que la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo considera como falta grave. 

 
En apoyo a lo anterior se invoca el precedente de la Segunda 

Sección de Sala Superior de este Tribunal que dice: 

 
“INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS CAUSADOS.- 
ES INFUNDADA LA SOLICITUD SI SE PLANTEA POR 
AUSENCIA DE FUNDAMENTACIÓN O MOTIVACIÓN DEL 
ACTO Y LA NULIDAD DE ÉSTE SE DECLARA POR 
CONTRAVENIR LAS DISPOSICIONES APLICADAS.- El artículo 
6° párrafo cuarto, fracción I, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, dispone que la 
autoridad demandada deberá indemnizar al particular 
afectado por el importe de los daños y perjuicios causados, 
cuando la unidad administrativa de dicho órgano cometa falta 
grave al dictar la resolución impugnada y no se allane al 
contestar la demanda en el concepto de impugnación de que 
se trate, y que habrá falla grave, entre otros supuestos cuando 
se anule dicha resolución por ausencia de fundamentación o 
de motivación, en cuanto al fondo o a la competencia. Ahora 
bien, dicho supuesto no se actualiza en el caso de que 
proceda declarar la nulidad del acto combatido por haberse 
dictado en contravención de las disposiciones legales 
aplicadas, aun cuando la autoridad no se allane al contestar la 
demanda respecto de la referida contravención, ya que se 
trata evidentemente de una hipótesis diversa a la de ausencia 
de fundamentación o motivación del acto mencionado, lo 
cual se corrobora con el contenido del artículo 51 de la Ley en 
cita, en el que se establecen por separado las causales de 
ilegalidad consistentes en la ausencia de fundamentación o 
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motivación de la resolución impugnada, prevista en la fracción 
II del artículo en cita, y en la contravención de las 
disposiciones legales aplicadas en dicha resolución, 
contemplada en la fracción IV del propio artículo. 
Consecuentemente, deviene infundada la solicitud de pago 
de indemnización de daños y perjuicios, si la parte actora 
solicita en su demanda dicho pago e invoca para ello el 
supuesto previsto en el artículo 6°, párrafo cuarto, fracción I, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo y la nulidad de la resolución impugnada se 
declara con fundamento en el artículo 51, fracción IV de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, por 
haberse dictado dicho acto en contravención de las 
disposiciones aplicadas. (4)” 

 

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 49, 50, 51, 

fracción II, 52, fracciones I y IV de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo cuya vigencia se precisó, se resuelve: 

 

I. La parte actora probó parcialmente su pretensión. 

 

II. Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada 

cuyas características se precisaron en el resultando primero de este fallo. 

 

III. Se declara la nulidad de la resolución recurrida para los 

efectos precisados en el considerando séptimo de este fallo. 

 
IV. NOTIFÍQUESE A LAS PARTES. 

 

Así lo resolvieron y firman los Magistrados, así como la 

Primera Secretaria de Acuerdos de la Primera Ponencia, en funciones de 

Magistrada por Ministerio de Ley, que integran la Sala Regional de Chiapas 

                                                 

4 R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 9. Abril 2012. p. 121. 
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del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante la presencia de la 

Secretaria de Acuerdos, con quien se actúa y da fe. 

JCRT*alpm                                                            

 

 
 

 

   _______________________________        ____________________________ 

            ALEJANDRA MARTÍNEZ MARTÍNEZ                            JUAN CARLOS REYES TORRES                   
Secretaria de  Acuerdos de la Primera Ponencia                Instructor de la Tercera Ponencia                              
en funciones de Magistrada por Ministerio de Ley 
 

 
                                   ___________________________ 

                                                         ALBERTO RODRÍGUEZ GARCÍA 
                                                  Instructor de la Segunda Ponencia                                                             
                                             y en su carácter de Presidente de la Sala 

 

 
__________________________ 

        ANA LAURA PEÑA MARTÍNEZ 
             Secretaria de Acuerdos 

 

  

“La Sala que al rubro se indica, de conformidad con lo dispuesto por 
los artículos 116, párrafo primero, de la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública; 113, fracción I, de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 3, fracción IX, de 
la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados y Trigésimo Octavo, fracción I, de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la 
Información, así como para la elaboración de versiones públicas; 
indica que fueron suprimidos de la versión pública de la presente 
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sentencia el nombre del actor y  número de resolución impugnada, 
información considerada legalmente como (confidencial), por 
actualizar lo señalado en dichos supuestos normativos. Firma el 
secretario de acuerdos que emite la presente.”. 

 


